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CAPITULO PRIMERO 

LA TEORÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA 

1.- TEORÍA DE LA FUNCIÓN PÚBLICA. 

La estructura de la Administración Pública se refiere al estudio de los 

órganos encargados de realizar la función administrativa. En cuanto a la 

función pública alude al régimen jurídico aplicable al personal 

administrativo. La gestión de esta elevada misión está constituida por la 

organización, funcionamiento, y distribución de competencias entre los 

órganos del Estado a quienes se encomiE:mda la realización de sus fines 

con los medios de que dispone. Esta orgqnlzación ad.ministrativa requiere 

de personas físicas que asuman. la calidad de funcionarios o empleados 

públicos que aportan su actividad intelectual o física para atender los 

propósitos estatales mediante determinadas prestaciones. 

La Función Pública en el pensamiento administrativo tradicional se 

determina que Funcionario es la persona que se consagra al desempeño 

de una función o servicio público, Funcionario Público es todo aquel que 

desempeña una función o servicio público. y servicio público es un círculo 

de asuntos que deben ser regidos por una persona ligada con el Estado 

por la obligación de derecho público de servir. Funciones Públicas son las 

que desempeñan los organismos, autoridades, agentes y auxiliares del 

poder público para el ejercicio real y efectivo de este mismo poder en 

cualquiera de sus órdenes y aspectos. 1 

1 Serra Rojas Andrés Derecho Administrativo, (Doctrina, Legislación y Jurisprudencia). Primer Curso. Décima 
Séptima Ed1c1ón. Editorial Porrúa, S.A. México. 1996. Página 685, 
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Por consiguiente se entiende por fu11ción fública a.I conjunto d.~ deb~res, 

derechos y situ~gc;:i()Q§S qu~ SE3 o~iginan.E3n.fre el~stado y sus sE:ffyidores; Tocia 
- . - c. " -- _- - -,, '_- _:__ - - - - ~--:--'---~,- o ~..;__,_. __ ,, - - -·-. -- -·-- - . : • - - .• __ . . . , . ' _. - ; .• ( ' - . - •• : 

actividaCJ~eS,tgtal~re~Üi~(~T~~rotfüs'.~Yso~llgJ~q~rrii_bistr9tiyo:~figi~Q\~:·~~:ldg11.eo, 
pa.ra •... lo. a.tenci<)n ·•.de .. los··. ServiC:iÓs'..Rú.bli~~s.~.d~rnÓsf~tti'l,id~d~s /del'Estad.(). 

La. adrn~~ist~aci¿n· públic~ se·;~ªS·~{:'.~~s~:~~~~~$sr·;~·~.s&~~~'r0~'1t~· ~or 
hombres .. Es determinar el régirnen,jurfdJco.~n'que estÓr12:c:)f()cddos los 

agentes públicos .. que prepara~.-·cié®~%~;y~··;j~~"m;r17f~~'.i~~~,;~¿;~'~;~=P'~r 
medio de la cual se realiza la función admiílistrdtiya é()rlp. cual, se ,le 

designa orgánicamente como el conjunto del personal de la 

administración. 

La estructura administrativa ·se mqnifiesta en la acción de sus agentes o 

elemento personal de la Ad.ininistración Pública, que subordinan su 

conducta a la Ley y a su eficiencia administrativa. Todo ello ha originado 

un nuevo Derecho Administrativo Laboral o Burocrático, que la mayoría de 

los tratadistas han mencionado de esa forma a la relación laboral existente 

entre el Estado (PATRÓN) y sus servidores públicos (TRABAJADORES). 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación ha reconocido este concepto 

de función pública (informe del Presidente de la Corte, 1959, Iº. Sala, Pág. 

36), que a la letra reza: 

"Si por función pública ha de entenderse el ejercicio de las atribuciones 

esenciales del Estado. realizadas como actividades de gobierno, de poder 

público que implica soberanía e imperio, y si tal ejercicio en definitiva lo 

realiza el Estado a través de personas físicas, el empleado público se 

identifica con el órgano de la función pública y su voluntad o acción 

trascienden como voluntad o acción del Estado, lo que justifica la 

creación de normas especiales para su responsabilidad, situación ésta, de 

incorporación a la función pública, que no ocurre tratándose de los 
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servidores de los organismos descentra/izados; quienes por su peculiar 
- -

naturaleza queciqn fue.ro eje, lq órqlt9. g~I poc/?r Rúf:!lico, dedicados a la 

realización de.-seriiCios plJblicos~-quenctifripliconsobefariÚJ e impe-rio''.--

La profunda transformación cjeLEst8d~ niod~rno lo obligq a re<Jlizqr.una 

tarea intervencionista muy amplia y exige de condiciones adecuadas en 
- --· - - -- -·-----e:-. , --- =·~:" =c. ,..,,-_ o..--~.o-7c;oo ._--"=-=-=-;-"-~;e•-·-=--~:---~-==; 0--="=--~=~c;;.,-,' . ..'.coco:o._o=---'=:--.=' :-o--=-="'-~==-·o=-=.-~-=c...-'!·.·c=-- ·- _____ - --

las personas físicas que asumen las tqr(3Óspúblicas, tales :c9_nio sLrvalor 
., . . - - ... ,; . ' .. '"·, 

normal, capacitación técnica, ú.na necesqria disciplina en su gctl:Jqción y 

la conciencia de su elevada misión. 

Cada día es más numerosa esta organización admini~trgtiva gl)e va 

tomando nuevas modalidades, al crearse dentro del Estado, pero con un 

régimen jurídico especial. entidades que requieren dE:l un personal 

técnicamente preparado que ha acabado por adoptar nuevos principios 

de organización. 

El Poder Ejecutivo Federal es uno de los Poderes por medio de los cuales el 

pueblo ejerce su soberanía (Art. 41 de la Constitución). La acción de este 

poder se realiza por el gobierno y por la Administración Pública, en la cual 

se desenvuelve la función pública, como ejemplo para esta figura que 

explica esta organización funcional: un triángulo que tiene en su vértice 

superior al Presidente de ·1a República y abajo toda la organización 

administrativa, que debe ser atendida por funcionarios y empleados, con 

los diferentes grados. facultades y denominaciones a los que alude su ley 

especial y el Presupuesto de Egresos de la Federación y demás leyes 

administrativas. 

La función pública forma parte del mundo administrativo, lo cual ha 

originado diversas teorías que lo asimilan al derecl10 administrativo. 

aunque existen autores que lo asimilan al derecho del Trabajo en general. 
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o como una. rama autónoma, tod.o el.lo ha oriQinado.una rama importante 

que es El Derecho Admin.istrativo Laporgl; por tanto d.ebemos de concluir 

que la FlJncióÓ Pública es la reláci6n:jÚrídicC:tlciboralq\.Je existe entre el 

Estado y sus trabajadores. 
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11.- ANTECEDENTES HISTORICOS 

Bajo el rubro Función Pública, los tratadistas de nuestra materia eshJaian las 

relaciones de la Administración Pública con sus funcionarios y ~mpleados, 
lo cual puªde dar a lugar a confusiones, ya que el concepto función 

,., ••' ,· ' ' ' •, : .'-';:¡, • ~ ·- •"~-." >,-:/ •. 0 _f • '- > " > 

denotacqcc;iQD•'9dividad y lo público es.lo relatiy-o~q1;~~stq_c;j9 1 ~~-~J9que_se 
-- - - • -:'- , __ -- ',';- : ~ ; ·---- - ••• - - ·.' • ' - • • • ' • > ,: '~, ' •• \ •• • ~-. '.' ,. : • - , ' • - -- '" --

derivqgQ~ lq;fQ_[lfiq:n púplica es la ·actividad ~cú/ecE31f~~fq~() r~qlizga· trayés 

de SUS ÓrggÓós,y qu~_ S~ ff1(lf1ifi!3Sf() p_Qr C()J1dU~to Ele SUS titl)lqres, tal y 

como qU~q() qete~íllinCld~. en el punto q~e-~nt~cede del presente 

capítulo. 

Por lo que antes de entran de lleno al tema que nos ocupa en el presente 

punto. tendré que definir el concepto "LAS FUNCIONES PÚBLICAS DEL 

ESTADO", que son aquellas en que el Estado puede realizar fL1nciones de 

regulador de actividades o de ejecutor de las mismas y que realiza para 

dar cumplimiento a los esenciales que son su responsabilidad 

Constitucional. 

El concepto de función del Estado no ha sido plenamente precisado, por 

lo que aún no se ha llegado a estructurar un concepto que en forma 

objetiva lo identifique. Lo que Fraga dice al respecto de la palabra función 

"( ... ) tiene un significado preciso pues con ella se designa la forma de la 

actividad del Estado, no el contenido de la misma".2 

Serra Rojas señala que "( ... } son los medios o formas más diversas que 

adopta el derecho para realizar los fines del Estado''. 3 

' Fraga Gab1no. Derecho Admin1strat1vo Trigésima Tercera Ed1c1ón. Editorial Porrúa, S.A. México 
1994. Página 56. 

' Serra Roias Andrés. Derecho Admin1strat1vo. Segundo Curso. Décima Séptima Edición. Editorial 
Porrua, S.A. México 1996. Página 615. 
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La expresión función produce qificultaq en su aprehensión, pero se puede 

precisar.diéiebdo qÚe es ló form-a'd6 la at:tividód del Estqdo qüe'se 

mcmifiE3sJa ggmo . ~X!?r~~ign cceatjorg .d~ n?rm9s, como ~plicación 

concretq de la IE3Y o corn8 s91l.Jc;¡9~qq9ra. d~ c:;dr1flictos jurídicos entre las 

personas.~es.dedr.~.queJC1J6rrna.:de~cr11qniféstdcióndel Estad~. de>acuerdo -- . <• '"'· '.-, ·: · ... ---~ ,,. - · -,·,_. ~ '.~·: ·. -.~{'-· · ,'.:·· •/' ,'··i'¿¡ ··'.···\;··. • ·:' ; '-~ ::·~ -¡----,-·-.--~~.,;-_- --·-~,-oo;- \-,;-~-·":'"-;----·-=o ... =.·-·=-'-- ---~-=-=--;=---=-e-.-=-;=;:_-- -_,.-,-_._,--~--- _ 

con los principiqs·'<JE3 t09ht~sgl)i~y;~·591~pl)eqe ser ·Legislativa, Ejecutiva y 

Judiciql. El R.()fi~r c:!~Ú~it2~si~f~-~,~~~r~~sU~h .es~s tres formas, a través de los 

órganos que paraOtaLete·cfo-;haCreddo. 
. -·· · ·, · ;· .··:',''.·< :_.··;-•:=·;,·.,;_::· ºl--,.,.:··;·:"'·-----,-.;·z'-··;;·;;,_-\._.,··7--- _,, ··· -

- . ""-" ' 

También pód,~CT)o~'~,~f,~~\1I'.u8a cú9rta fynción, la Consfifuyente, que en 

nuestro sistema júríqié±9, e,s, mqterig del Derecho Constitucional. conocida 

con el nombre de "PoderConstituyente". 

Por lo que encontramos que es la realización de sus funciones para la 

consecución de sus fines, el Estado lleva a cabo todos y cada uno de los 

actos formales para la determinación de la norma objetiva vigente y esta 

tiene como finalidad la aplicación de la norma a la conducta 

exteriorizada por los gobernados; pero en este caso lo que nos interesa es 

la función administrativa. 

La función administrativa se realiza originariamente y fundamentalmente 

por el Estado, para lo cuál y cumplir con ese objeto, éste se organiza en 

una forma especial y adecuada sin perjuicio de que otras organizaciones 

realicen excepcionalmente la misma función administrativa. 

La organización especial a que se hace referencia la constituye la 

Administración Pública, que debe entenderse desde el punto de vista 

formal como el organismo público que ha recibido del poder político la 
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competencia y los medios necesarios para la satisfacción de los intereses 

generqles y gue cl_E;}~d_e. el punto de vista material es la qcÚvidqd. (je este 

orgóriisrn<fC:crnsid~q~den·sus-proble~as de gestión-VdE3~~xisJ~n~iqpropia 
·. ,• .. , ' ' . . :· .-

tanto en. ~us rE31qciones con otros organismos semejqnj(3s . corpp con los 

particular~spara asegurar la ejecució~ de su misión. 

Desde el punta dE3 vista formal la-administración Pul:)lica es parte, quizá la 

más ifl1portqnte, (Je uno de lo.s Poderes en los que sé halla depositada la 

soberan.íqq;I ~stqtjg·, es dE3cir, del Poder Ejecutivo .. · 

La Adrninistrqc;ióh:Pública no tiene, como tampoco la tienen ni el Poder 

Ejecutivo ni:lofd~rnós poderes, una personalidad propia; sólo constituye 

uno de 1.os conductos por los cuales se manifiesta la personalidad misma 

del Éstado. 

Por lo que una vez determinado el concepto de función pública y 

entendiendo esta como la relación jurídica laboral que existe entre el 

Estado y sus trabajadores, me referiré a los antecedentes históricos del 

movimiento burocrático en México, en la historia de este movimiento no 

existieron grandes grupos que en pie de lucha presionaran al Estado para 

el reconocimiento y declaración de sus derechos. También surgieron 

personas que en forma individual sintetizaron los ideales de los trabajadores 

al Servicio del Estado, levantando la bandera que encauzara sus 

conquistas. 

Ese movimiento se hizo patente y se ha ido manifestando con la creación 

de instituciones que estabilizan a los trabajadores en sus puestos o 

empleos, que fijan sus derechos y deberes. que forjan todo el sistema de 

seguridad social para la clase burocrática y que crean Tribunales para sus 
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contiendas con el Estado, etc.; es decir, el movimiento burocrático en 

México ha sid() E)minE3ptE:)mente institucional, quedando plasmadas en las 

diSP(JSiciories legciles lds cbriquistas-de •éste importante· sector social. 

El régimen Porfiriano mqntlJvo una burocracia pronta para acatar las 
' - ... ·.·. - ·- , ___ -.-_ ---

deter_m ina<;:iQllE3~c:IQJDinis_trgJi'lc:iLct~~~Cl ggl::>iE3rn? c:lic;ta_toria 1. 

El inicio de lq Revolución Mexicana de 1910 no creó, por su situación 

emulsion,ddq, ninguna ordenación jurídica protectora del servidor púl:Jlico. 

Breves intentos se iniciaron en 1911 para reconocer los derechos adquiridos 

por los burócratas en atención a su antigüedad. así fue el Proyecto de Ley 

de Servicio Civil de los empleados Federales presentado por los Dipl)taqos 

Justo Sierra Jr. Y Tomás Berlanga el 14 de julio de 1911 ante la Cámara 

correspondiente, sin que hubiera sido aprobada. 

También fracaso el intento de la Ley de Servicio Civil del Poder Legislativo 

que el diputado Amilcar Zentella presentó en la sesión del 30 de octubre 

de 1929. 

En realidad. fue a partir de 1930, cuando se levantó el clamor público de 

que era necesaria la existencia de normas legales que garantizaran la 

estabilidad de los servidores públicos quienes sólo habían obtenido una 

precaria protección, en algunos casos, la buena voluntad de las 

autoridades y sin que se tomara en cuenta su conducta ni su antigüedad 

en la administración pública. 

Únicamente se invocaba como disposición aplicable a la clase 

burocrática y como protección de sus derechos. la garantía individual 

consignada en el artículo 5° Constitucional en el sentido de que nadie 
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podrá ser obligado a prestar trqpajo sin la justa retri9ución. y sin pleno 

consentimiento. Esto es, nqdi~ estó o_b!igqq.o q. pr~star s~rvi~Jos [D!=luyén.c:lo 

al Estado, sin que ·exista er=enl~te·~c~n~~~s,uql~de~ yqlq~fqtj~s=y·~na·Justa ·· 
retribución. Ese precepto, ni con muchq qlcance; q111ppjaJ~(J,·1or;d~rE:lchos 

. -- - . -. - . . ·- - --- ... ' ,,_ · .. ;· ~ '.'' ·'" . - - ' . 

del personal burocrático. 

La Ley, la doctrina y la jurisprudencia Mexicana . sostuvieron que los 

trabajadores al Servicio del Estado no podían gozar de la protección de la 

legislación del Trabajo, sino que su situación la regulaban las Leyes del 

Servicio Civil. La que ensombrecía el pensamiento. la concepción de un 

Estado patrón, de tipo empresarial inadmisible para esta relación jurídica. 

Con mucha timidez se publicó, el 14 de julio de 1931, un Reglamento para 

el personal de la Secretaría de Hacienda, precedente éste de la futura 

legislación burocrática. Después. el 12 de abril de 1934, se publicó el 

"Acuerdo sobre organización y funcionamiento de la Ley del Servicio Civil", 

dictado por el entonces Presidente de la República General Abelardo L. 

Rodríguez. Fue el primer paso serio de regulación de los derechos de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, aún cuando era manifiesta su 

inconstitucionalidad, por ello su vigencia fue fugaz, está sancionaba los 

derechos de percepción del sueldo. conservación del cargo, ascenso, 

tratamiento con consideración. vacaciones y días de descanso, 

percepción de indemnizaciones y pensiones. etc. 

Esta disposición tiene el grave inconveniente de no ajustarse a lo dispuesto 

por la Constitución que previene la existencia de una Ley y no de una 

disposición reglamentaria. Sin embargo, llevó un aliento de tranquilidad y 

esperanza para la masa burocrática, sujeta a los vaivenes de los cambios 
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políticos y un desamparo legal, tuvo vigencia al 30 de noviembre del 

mismo año. 

En 1935, el Partido Nacional Revolucionario formuló un proyecto de Ley del 

Servicio Civil, sintiéndose obligado dicho partido hacia los empleados 

públicos que integraban una gran parte de sus filas, para mejorar su 

situación y definir claramente sus derechos y obligaciones. A_pesacde que 

el proyecto era superior a la reglamentación expedida enel Gobierno del 

General Abelardo L. Rodríguez, únicamente fue un intento que no mereció 

la aprobación legislativa, pero sirvió como antecedente para la 

elaboración del Estatuto de los Trabajadores al Servicio de los Poderes de 

la Unión, promulgado el 27 de septiembre de 1938 y publicado en el Diario 

Oficial de la Federación del 05 de septiembre del mismo año, fecha esta 

última en que la burocracia considera haber logrado una de sus más caras 

conquistas, para asegurar la estabilidad en el empleo del trabajador al 

servicio del Estado, reconocimiento de su antigüe.dad, existencia de un 

Tribunal para la resolución de sus controversias con el Estado, etc. 

Es necesario reseñar especialmente, por tratarse de una institución de 

Jurisdicción para los conflictos burocráticos, que el proyecto de Estatuto de 

los Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión exponía al respecto: 

"Debiendo conocer para la mejor garantía de los empleados un Tribunal 

de Arbitraje Especial y Juntas Arbítrales en cada dependencia del 

Ejecutivo Federal, Colegiados y con Independencia Absoluta de la 

autoridad oficial de los órganos del Estado. Deberá integrarse por 

representantes del Ejecutivo Federal, de sus unidades burocráticas y con 

individuos designados de común acuerdo por los representantes oficiales 

de los trabajadores". 
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Aprobado este proyecto, al expedirse el Estatuto en 193.8 se cre.ó el Tribunal 

de Arbitraje, c:o:rng. cJ~JE?Yi~i9n.<:>.9~.~~~gyric::fc::{iosJcio~ia, PIJ~sl~s.· C:onflictos 

· :~~:r~~:~!1tm~~tr:!~;~~;~~TI;~:~~,~~~~t~.!.;:~T~~~~~~:!º' 
,, -.'.,·;~'/":' '::.::.-:·._.'.'.;.'> -·,~,.·. -~: - _· ¡·.-. 

En .lJnºprinc:ipio .ese Trib.unaLfUE3~S9~~~j~~~~=R~~~--C:QD2-C:~LJ;Je.s;~gQflis;Los 
entre los Trabajadores del P()c!.erUj.J<:¡J2iqf·yYesJe/Sin· embqrQo,la Súprema 

Corte de Justicia de la Nqc::iéf'l ·~°"Q~jderé> que no podía someterse a un 

Tribunal que la Constitución:.~6.a3tofiiaba, ya que ello sería crear un Poder 
: ·,··,,,-·• -:'--.- .-

Superior al Judicial y yiolqc su §pperqnía. Esta situación fue resuelta algunos 

años después, qqn.lq rE3fgrnJ(l'del artículo 123 del Pacto Federal, donde se 

adicionó e.1 Apq[tqd,o)'B,i!, pqra. que conociera de estos conflictos el Pleno 

de la S_upremqq·9;t~ dE3)Usticia de la Nación. 

El Estatuto de los Trabajqqores ql SE3.rviclo .de los Poderes de la Unión fue 

sustituido por el del 04 de cbrilde 1941, dé contenido igual que el anterior. 

Como los Estatutos de 1938 y 1941 fueron objetados de inconstitucionales, 

el 05 de diciembre de 1960. se adicionó con el apartado "B" el artículo 123 

constitucional. 

La iniciativa del entonces Presidente Licenciado Adolfo López Mateas. 

entre otros aspectos señalaba: 

" Los Trabajadores al Servicio del Estado, por diversas y conocidas 

circunstancias. no habían disfrutado de todas las garantías sociales que el 

artrculo 123 de la Constitución General de Ja República consigna para los 

demás trabajadores". 

"Es cierto que la relación jurídica que une a los trabajadores en general 

con sus respectivos patrones, es de distinta naturaleza que la que liga a los 
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Servidores Públicos con el Estado, puesto que aquéllos laboran para 

empresas ~()0 fin~~Qf?.luc;ro o de satisfacción personal, mientras que éstos 

trabajan pqrCi~;Hfoifrc.i~nis'·aeTnteré;~ªeneral, constituyéndose en· íntimos -- ·, -·, . ,.·. ; . -. , .,.- \- - . - '•' . ~ ' . .- . 

que el trabc;¡jo·t'lq es yha simple mercancía, sino que forma parte esencial 

de la. digoidad del {Jo(Jlgrs:, el~ allí que deba ser siempre legalmente 

tutelado". 

La seguridad social de los trabajadores al Servicio del Estado, se alcanzó en 

la Ley del 28 de diciembre de 1959, publicada el 30 del mismo mes y año, 

la cual creó el Instituto de Seguridad y Servicios Sociales de los 

Trabajadores del Estado. Esta Ley fue abrogada por la publica.da en el 

Diario Oficial de la Federación de fecha 27 de diciem.bre de }98-3, en vigor 

el 1 º de enero de 1984. El 27 de diciembre de 1963 se promulgó la Ley 

Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, publicada al día 

siguiente, que es la disposición reglamentaria del apartado "B" del artículo 

Constitucional. con múltiples reformas (por ejemplo la de 28 de diciembre 

de 1972). 

Por mandato expreso, ese ordenamiento amplla su aplicación a los 

trabajadores de algunas instituciones públicas que el mismo enumera en el 

Artículo 1 º de la Ley Burocrática, y en . forma confusa adiciona "otros 

organismos descentralizados, similares a los anteriores que tengan a su 

cargo función de servicios públicos": la ampliación al régimen de la Ley se 

ha realizado paulatinamente por disposiciones especiales consignadas en 

Leyes orgánicas de algunas instituciones. aun cuando en otros casos se 

previene textualmente la sujeción a la Ley Federal del Trabajo, o bien 

queda una laguna jurídica. 
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El artículo 81 de la Ley Labora.1 de los Trabajadores al Servicio del Estado 

excluye del régimen burocrgticq q l.os empleagos d~ confi9n~q ciL Servicio 

del Estado, y por. interprefació'ri'~del 'preceptq sá llágó ql 'extre"rrfchj'E:fhcicer 
• - • • ~. - • ·' •• • • 1 •• • • ·.' • • • •• : - • • 

nugatorio pqrg ellg~, 19: gqrcmfíg: cqnsignada E3,n la. frqcción XIV del 

apartado "B'' d~L a:rtí~ul~ -14~· . Constitucional, la cual preyiene que 

"disfrutarán d.E3,.lasrn.ecllc:l_q~4eºpr9tecc:iémql sqlqrio''. 

Por reso_luciones c:l,~ iQ§QrTÜ~.E3.JE3,nC::i9 se les ha negado, a dichos 

trabajadores de coofiqniCi .. 1¿:PJ~ipilidad de recurrir tanto al Tribunal 

Burocrqtico LqlJqrgl, pqrq qu§ diriman los conflictos relacionados con esa 

Garantía Constitudonal, remitiéndolos a los Tribunales Federales, 

. considerando su relación de trabajo como un artículo o mercancía. 

Estimo que la exclusión del "régimen" de la Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado, para los empleados de confianza a que se refiere el 

precitado artículo 8º no significa en modo alguno orfandad de la 

jurisdicción burocrática que la misma Ley establece, limitada en el caso de 

la protección del salario, como garantía fundamental de la existencia 

humana. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación estableció que el Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje es competente para conocer de los 

conflictos derivados de la relación laboral de los trabajadores al Servicio 

del Estado que son de Confianza. excepto los relativos a la estabilidad en 

el empleo. criterio que nuestro más alto órgano jurisdiccional a plasmado y 

dejado patente en la Tesis de Jurisprudencia. visible en el Semanario 

Judicial de la Federación. Informe de la Suprema Corte de Justicia de la 

Nación. 2º. Parte. 1983, Cuarta Parte. Página 18 y 19, la cual lleva el título y 

texto que a continuación se transcribe: 
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"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO DE CONFIANZA. 

NO ESTAN PROTEGIDOS POR EL APARTADO "B" DEL ARTICULO 

123 EN CUANTO A LA ESTABILIDAD EN EL EMPLEO.- El Tribunal 

Federal de Conciliación y Arbitraje no incurre en violación 

de garantías si absuelve del pago de indemnización 

constitucional y salarios caídos reclamados por un 

trabajador de confianza que alega un despido injustificado, 

si en autos se acredita tal carácter, porque los trabajadores 

de confianza no están protegidos por el artículo 123 de la 

Constitución, Apartado "B", sino en lo relativo a la 

percepción de sus salarios y las prestaciones del Régimen de 

Seguridad Social que les corresponde. pero no en lo 

referente a la estabilidad en el empleo. 

Amparo Directo 3635/78. - Manuel Vázquez Villaseñor.- 14 de 

marzo de 1979. - 5 votos.- Ponente: Alfonso López Aparicio.

Secretario: Carlos Villascán Roldón. 

Amparo Directo 1485/80. - Instituto de Seguridad y Servicios 

Sociales de los Trabajadores al Servicio del Estado.- 23 de 

julio de 1980. - Unanimidad 4 votos.- Ponente: Julio Sánchez 

Vargas.- Secretario: Jorge Landa. 

Amparo Directo 6624/80. - Secretario de la Reforma Agraria.-

27 de abril de 1981. - 5 votos.- Ponente: María Cristina 

Salmarán de Tamayo.- Secretario: F. Javier Mijangos Navarro. 

Ar:nparo Directo 7306/82. - Jaime Moreno Ayala.- 13 de abril 

de 1983. 

Unanimidad 4 votos.- Ponente: María Cristina Salmarán de 

Tamayo.- Secretario: Héctor Santacruz Fernández. 



15 

Amparo Directo 1626/82. - Secretario de la Reforma Agraria.~ 

03 de_ ago~t() tj~ 1983. - 5 votos.- Ponente: Alonso López 

Apdric:io:~~ecretc:lfic5: Carlós· Villascón Roldón;'· 

Del Criterio sustentqdo y cqrr~borado por la Tesis de ~~;i§j¡~ruqencia 
transcrita .se estciJ1l.E'3_C::~JuJíc!i~arn~nt§l c:om9 relaciqn d.e Jrq8~fo Id· qel 

: •, --.~. -~--,-- -·-.- ;--. --.---.-·-· ,-_. -,.=, ... -'-'º· '- --o=-= .=o~= ~--:-.=-_c;--=-.-=-;occo-_:'oo.~c:_-=0-~.-0..-.-=.__~--='3'0-';o;-~=0-=--=-'-~"'--'-'---''- . ' __ 

Estado y sus servidores, se crean las garClntíqs seg:iql§lS;~r~sp.e.ctivas, 
otorgándoles los derechos del bienestar y dignificqci9ri« cl-l3 'su :.vida, al 

'· . .· . ..·· ., ' .... _. .. . ---.,._, .. , - .. 

mercancía sino como la sustancia m.á~ va.liosa 8~ cy9lqui~r relación 

jurídica, se ha colocado en el mismo plano cJE31 QerBcrw q foqo trqbajo 

humano realizado por prestdtarigs ·.. .al · · ~ervicio. ajeno, 

independientemente de su naturaleza, forma de prestacién o persona que 

lo realice. 

La reforma del 1 7 de noviembre de 1982, incluyó .en el apartado "B" del 

artículo 123 constitucional, la protección en sus relaciones laborales a los 

trabajadores bancarios. 

Posteriormente. por decreto de 26 de junio de 1990, publicado en el Diario 

Oficial del día siguiente, se adicionó el apartado "A", fracción XXXI, inciso 

a) Ramos Industriales y Servicios, del artículo 123 Constitucional, con el 

número 22. Servicios de Banca y Crédito y la fracción XIII bis del apartado 

"B" del citado artículo constitucional en los siguientes términos: 

"Artículo 123 ( ... ) . 

Apartado "B" ( ... ). 

El banco central y las entidades de la Administración Pública Federal 

que forman parte del sistema bancario mexicano regirán sus relaciones 
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laborales con sus trabajadores por lo dispuesto en el presente 

apartacjo". 

Cabe mencionar- un precepto recóndito de la Ley de Instituciones de 

Crédito expeqicja el 16 de julio de 1990 y publicaqa el 18 del mismo mes y 

añQCl~E:l-S~ljgclq: 

"Artícl)l_o 121. - Con el fin de que no se afecten los intereses del público 

en cuanto a la disponibilidad de efectivo y valores exigibles a las 

instituciones, en los casos de emplazamientos a huelga, antes de la 

suspensión de las labores, y en términos de la Ley Federal del Trabajo, 

la Junta de Conciliación y Arbitraje en ejercicio de sus facultades, 

oyendo la opinión de la comisión Nacional Bancaria, cuidará que 

para el fin mencionado permanezca abierto el número indispensable 

de oficinas y continuarán laborando los trabajadores que atendiendo 

a sus funciones, sean estrictamente necesarios". 

Por otra parte la Suprema Corte de Justicia de la Nación a resuelto que, es 

inconstitucional incluir en el artículo 1 º de la Ley Federal de los Trabajadores 

al Servicio del Estado, a los Organismos Descentralizados. Por tanto. las 

relaciones de los Organismos Públicos Descentralizados de Carácter 

Federal con sus servidores no se rigen por las normas del apartado "B" del 

artículo 123 constltudonal, en términos de la Tesis de Jurisprudencia 

Sustentada por la Suprema Corte de Justicia de la Nación y que reza: 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS DE 

CARÁCTER FEDERAL, SU INCLUSIÓN EN EL ARTÍCULO 

PRIMERO DE LA LEY FEDEPAL DE LOS TRABAJADORES 

AL SERVICIO DEL ESTADO, ES INCONSTITUCIONAL.- El 

apartado "B" del artículo 123 Constitucional 
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establece las. bases jurídicas que deben regir las 
-

relaciones de trabajo de las personas al Servicio de 

los Poderes de la-unión para expedir la legislación 

respectiva que, como es lógico no debe 

contradecir aquellos fundamentos po~que incurriría 

en inconstitucionalidad como sucede con el 

artículo primero de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado que sujetará al 

régimen laboral burocrático no solo también a los 

trqbajadores de los Organismos Descentralizados 

que aunque integran la Administración Pública 

Federal. cuyo ejercicio corresponde conforme a lo 

establecido en los artículos 80, 89 y 90 de la 

Constitución Política de los Estados Unidos 

Mexicanos, el Presidente de la República según sus 

atribuciones que desempeña directamente o por 

conducto de las Dependencias de la 

Administración Pública Descentralizada, como son 

las Secretarías de Estado y los departamentos 

Administrativos por tanto, las relaciones de los 

Organismos Públicos Descentralizados de carácter 

Federal con sus 

servidores no se rigen por las normas del Apartado 

"B" del articulo 123 Constitucional. 

Amparo en Revisión l l 15/93. - Ismael Contreras 

Martínez. 30 de mayo de 1995. mayoría de 8 

votos.- Ponente Guillermo Ortíz Mayagoitia en 

ausencia de él hizo suyo el proyecto el Ministro 
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Mariano Azuela Guitron.- Secretario: Salvador 

Castro Zavaletá. 
-.- -- - - - --

-· Arnpcifo~--erf. ~~yi~iqrl ~'18?3/94: ~~ 'Nfciría de la Luz 

Bachill~r s<:lnd6~01; 3d/dernayode 1995, mayoría 
---.-.---,, _____ -c-o.'··"o-'3.;;;o'::"';::{.:~~-c;~;o'- ·----,,~\c:O:;~:."·~,_: ___ ,-_.');~· ---_,. ·.·:, ". •. '- _-,--·.:· ·" 

de a '.vqtC>~~:iRqo~rúª-':'":(ü~~ntiogv. <:astro y castro, ' .- ... -_ ... _ ,,._ .... · ,- - -:..:··· - ,_- --·--.<·-, ___ , .. _,"•'_-,:, - : . - : . '. 

_s_ecc~f9¡ig_~~Jg_~~Lt\ng~_L~ºJ2i2.~~~~llq,_ 
Amp9róen;~R\3visió,h 1'f@~/?$'°<iFrqn~isco Coronel 

Velá~ql)ez~ Pone3nte: J~,'l~ntipo:'\/. Cqstro y. Castro.

Secretario: Miguel Angel-Ruklc)~Padillg. - -· .; ... __ --,·--- - - ---··., . 

Amparo en Revisión 19 ll /94 José Luis Rodríguez 

González, 11 de junio et~ \9.9$ ..... rn~yoríq eje 1 O 

votos Ponente: Ju.v~rílihQ .. -Y; '.<S_q~tr<:) y C9stro.

Secretario: Miguel Ang~I gübi~ f:>adillq; 

Amparo eh ~evlsi6h 1575/~3. - Armando Montes 

Mejía 14 de agosto de 1995 mayoría de 9 votos.

Ponente: Juventino V. Castro y Castro en ausencia 

de él lo hizo el proyecto el Ministro Mariano Azuela 

Guitron.- Secretario: Miguel Angel Rubio Padilla. 

Tesis 1 /996. 
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111.- LA APLICACIÓN DEL PODER DISCIPLINARIO DE LA 
ADMINISTRACION PÚBLICA EN LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

La Administración Pública tiene a su cargo el funcionamiento de los 

servicios públicos y de los servicios administrativos. Para mantener la 

unidad. el orden y la regularidad de los mismos dispone del poder 

disciplinario llamado también derecho penal disciplinario. 

Este p()qE3r.implica un régimen de sanciones que tutelan la orQanización y 

orde.n interrio de la administración y sus propios actos jurídicos. 

El poder disciplinario se aplica C1 tod9s los funcionarios y empleados de la 

Administración Pública. Es en el cucjqr,o int(3rno de la misma en el que 

opera este poder. su finalidad es sa.ndonar las infracciones que se 

cometan por acciones u omisiones en el desempeño de sus funciones O 

deberes o impidan la mejor organización de un servicio público. 

Al respecto este poder tiene su base legal y constitucional en el artículo 113 

de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos que a la letra 

reza: 

"Artículo 113. Las leyes sobre responsabilidades administrativas de los 

servidores públicos. determinarán sus obligaciones a fin de 

salvaguardar la legalidad, honradez. lealtad, imparcialidad y 

eficiencia en el desempeño de sus funciones, empleos, cargos y 

comisiones, las sanciones aplicables para los actos u omisiones en que 

incurran, así como los procedimientos y las autoridades para 

aplicarlas. Dichas sanciones. además de las que señalen las leyes. 

consistirán en suspensión, destitución e inhabilitación, así como en las 

sanciones económicas, y deberán establecerse de acuerdo con los 
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beneficios económicos obtenidos por el responsable y con los daños o 

perjuicios patrimonial~s causados por sus actos u omisiones a que se 

refiere la fracción 111 del artículo 109, pero que no podrán exceder de 

tres tantos de los beneficios obtenidos o de los daños y perjuicios 

causados". 

El derecho penal~ adrninistrativo es externo a la Administración Pública y 

comprende (l todas las personas, a las que las leyes administrativas 

sancionan por su incumplimienfo. 

Ya que con frecuencia la administración está capacitada para sancionar 

a quienes infrinjan las leyes y reglamentos que regulan el ejercicio de la 

función administrativa. 

Las decisiones concretas imponiendo sanciones constituyen los actos 

punitivos, esa potestad de la administración para ir:nponerlas, otorgada a 

veces por textos legales expresos. y otras veces deducidas implícitamente 

de sus poderes jurídicos propios, es una realidad que se constata en los 

regímenes jurídicos modernos. 

Más todavía, en los últimos años se nota una tendencia legislativa en el 

sentido de aumentar la potestad legislativa de la administración para 

imponer sanciones de muy diversa índole. 

Ese poder de la administración se extiende a múltiples aspectos de la 

actividad administrativa. 

Las sanciones disciplinarias se relacionan con el incumplimiento de los 

deberes de los funcionarios y empleados públicos, por tanto, se debe 

entender que es la facultad que tiene el Estado de aplicar a su personal 
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que no cumple con sus obligac:iones o deberes administrativos, una 

sanción por las falt9s que.hq cométidO en el ejercido de sucargg; El p-oder 

de··represión cc.:Jisciplinqria·p~fmit~ a la administración correigi_r~los ;(3{rorescy ... 
' -·· .. , ,·.;¡. . . . ·" - . 

anormalioa.c:les en los. ~ªryicios públicos, encau?:ando. 1.a acción 

administrativ9 coí1 eficién2iav l"Yloralidad. 

- o·-----.·'=- __:__-_- -

El poder disciplinario es .. interno a - la aqministrqc;ión; a c:Hferenciq del 

derecho penal administrativo qye es externo de la administración y 

comprende aotras·personqs. 

Por este medio se asegurq el cumplimiento de la relación jerárquica y de 

los deberes que impon~ lq 'función pública. De acuerdo con nuestro 

sistema laboral administrqtiyo, estas sanciones que se producen por las 

faltas en el orden intE}rno; pueden ser impuestas: a). - Unqs directamente 

por la propia Administración Pública a través de sus órganos d_e control 

interno, y b). - Otras a solicitud de ella ante el Tribunal federal de 

Conciliación y Arbitraje de los Trabajadores al Servicio del Estado. 4 

A este respecto se considera que los órganos que pueden intervenir en la 

determinación de las responsabilidades administrativas son bósicamente 

cuatro. 

Las unidades de Quejas y Denuncias, Las Contralorías Internas, Los Titulares 

de las Dependencias del Ejecutivo Federal en General y la Secretaría de la 

Contraloría General de la Federación (Hoy Secretaría de la Contraloría y 

Desarrollo Administrativo). 

·Olivera Toro Jorge. Manual de Derecho Administrativo. Séptima Edición. Editorial Porrúa, S.A. México 1997. 
Página 357. 
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Ahora bien al referirme. a. las sanciones que deban ser aplicac:Jas por el 
·- - ' .. ._ 

Tribunal Fed~ral-de Conciliación y Arbitraje;cuanq.o lq c:onduétq~ del 

Servidor PúbHc::o independientemente de la sanc:::ión qgministrqtiyq d~ que 

actualice ·en -su contra, este sea objeto del cf3se dé 16s ~fec::tos de su 

nomprarpie_ntº SE:7 aplicarán los siguientes pr~_s:_eptos d.e lc:LLé_:t_~ur~crática 
mencionada: 

El artículo 87 de la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado 

determina: 

"Artículo 87. Lqs C;o.n(JJqlo_ne~ Q.~ric:;¡rqJes de! Trabajo se fijarán por el 

Titular .de lq qep_ehq$nciare~p~cflva. tomqndo en c_uerita la opinión 
. . . . -· . . . 

del SindJc;:otÓ correspondiente g solicitud dé éste, se revisarán cada 
_-.. . : . . . .. . '. - . -

tres años". 

Por su parte el artículo 88 en su fracción 111 de la misma ley ordena: 

"Artículo 88. Lds Condiciones Generales de Trabajo establecerán: 

111, Las disposiciones disciplinarias y la forma de aplicarlas", 

A su vez el articulo 46 fracción V de la misma ley, señala: 

"Artículo 46-. Ningún trabajador podrá ser cesado sino por justa causa. 

En consecuencia, el nombramiento o designación de los trabajadores 

sólo dejará de surtir efectos sin responsabilidad para los Titulares de las 

dependencias por las siguientes causas: 

V, Por resolución del Tribunal Federal de Conciliación". 
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El criterio que s.e ha señalqdo en cuanto a que cual'ldo_ exista cese de los 

efectos del nombrqm[enfo .a ~n trabajaclorcil S13rviciq d.~1 EstqCJo,Jambién 

Se consjd_erq qL]e .E31 establecimiento dél Cesé de IOs efectos del 

noml:Jrqmi~ntQ c:6rn9 sanc:ión emitid.a por er. EsJqgo c,qn base en su 

facultad dis~iplinqria ya que, la Ley Federal de los Trql:Jajq~pres ~I Servicio 

del Estqgq E3íl su artículo 45 considera a la suspensic)n cortio sanción, 

En la pró.dica de los asuntos de los trabajadores que tienen su régifrien de 

protécción por el apartado "B" del artículo 123 de la Constitución Rolítica 

de los Estados Unidos Mexicanos, a partir de octubre de 1997, cambia el 

criterio que señala la fracción V del artículo 46 bis de la Ley Federal de los 

Trabajadores al Servicio del Estado, para el caso de que un trabajador al 

servicio del estado incurra en alguna de las causales que establece la Ley 

de la r:nateria, la Dependencia de la Administración Pública Federal. 

pueda cesar los efectos del nombramiento y no se traduzca en una un 

acto jurídico unilateral e ilegal, es necesario obtener la autorización del 

Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje para realizar tal acto. tal y 

como lo establece la Jurisprudencia que se transcribe a continuación: 

Novena Epoca 
Instancia: Segunda Sala 
Fuente: Semanario Judicial de la Federación y su Gaceta 
Tomo: VI. Octubre de 1997 
Tesis: 2a./ J. 46/97 
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Página: 377 
TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. EL TITULAR DE LA 
DEPENDENCIA DEL EJECUTIVO NO TIENE FACULTADES PARA 
CESARLOS UNILATERALMENTE POR LAS CAUSALES QUE 
ESTABLECE LA FRACCIÓN V DEL ARTÓCULO 46 DE LA LEY 
FEDERAL DE LA MATERIA, SINO QUE DEBE DEMANDAR EL 
CESE ANTE EL TRIBUNAL FEDERAL DE CONCILIACIÓN Y 
ARBITRAJE (MODIFICACIÓN DEL CRITERIO DE LA TESIS 
JURISPRUDENCIAL 564, COMPILACIÓN DE 1995, TOMO 
QUINTO). Esta Segunda Sala modifica el criterio de la 
anterior Cuarta Sala, que se integra jurisprudencialmente 
desde 1951 y que ha sido recogida y reiterada sin 
variación con los números 189 (compilación de 1965, 
Quinta Parte); 270 (compilación de 1975, Quinta Parte): 
314 (compilación de 1985, Quinta Parte): 1969 
(compilación de 1988, Segunda Parte); y 564 en la 
compilación de 1995, Tomo Quinto, que establece: 
"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO, CESE DE LOS, 
SIN AUTORIZACIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE.- Cuando el titular de una 
dependencia burocrática expone por vía de excepción 
las causas que motivaron el cese de un trabajador del 
Estado, el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje no 
puede negarse a estimarlas, aunque no haya acudido al 
mismo para obtener su resolución previamente al cese, 
porque semejante acto de indefensión no lo autoriza 
ningún ordenamiento legal.". La modificación que se 
hace en los términos del artículo 194 de la Ley de 
Amparo, se funda en la interpretación histórica de la 
disposición contenida en la fracción V del artículo 46 de 
la Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, 
cuya génesis se remonta al acuerdo presidencial 
publicado el doce de abril de mil novecientos treinta y 
cuatro, as¡ como al artículo 44 del Estatuto de los 
Trabajadores al Servicio de los Poderes de la Unión, del 
cuatro de abril de mil novecientos cuarenta y uno: 
asimismo. en la interpretación jurídica derivada de que 
aquel criterio jurisprudencia! interpretaba el artículo 44 del 
mencionado estatuto que ya fue abrogado, rigiendo 
desde el veintinueve de diciembre de mil novecientos 
sesenta y tres la nueva ley que. en la actualidad. recoge 
en su artículo 46 importantes modificaciones que 
ameritan una nueva interpretación; también se toma en 
cuenta la interpretación sistemática del artículo 123, 
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apartado B. fracción IX, constitucional, en relación con 
los artículos 46, 46 bis y 127 bis de su ley reglamentaria, os¡ 
como la finalidad tutelar de los derechos de los servidores 
públicos; de todo lo cual se infiere que el titular de la· 
dependencia burocrática del Ejecutivo no tiene 
facultades para cesar unilateralmente a dichos servidores 
cuando son de base y les atribuye haber incurrido en 
alguna de las causales establecidas en la fracción V del 
citado artículo 46, sino que debe promover demanda 
ante el Tribunal Federal de Conciliación y Arbitraje para 
que este decida en un laudo si se demostró la causal 
rescisoria o no se demostró, de manera que si en tales 
supuestos el titular dicta el cese por s¡ y ante Si, este ser 
injustificado si lo demanda el empleado. 

Contradicción de tesis 66/96. Entre las sustentadas por el Sexto y 
Cuarto Tribunales Colegiados en Materia de Trabajo, ambos del 
Primer Circuito. 5 de septiembre de 1997. Unanimidad de cuatro 
votos. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. Ponente: Juan 
Díaz Romero. Secretario: Aristeo Martínez Cruz. 

Tesis de jurisprudencia 46/97. Aprobada por la Segunda Sala de 
este alto tribunal, en sesión publica de cinco de septiembre de 
mil novecientos noventa y siete, por unanimidad de cuatro votos 
de los Ministros Juan Díaz Romero, Guillermo l. Ortíz Mayagoitia, 
Mariano Azuela Guitron y presidente Genaro David Gongora 
Pimentel. Ausente: Sergio Salvador Aguirre Anguiano. 

Nota: Esta tesis modifica el criterio sustentado en la 
jurisprudencia 564. publicada en el Apéndice al 
Semanario Judicial de la Federación 1917-1995, Tomo V, 
Materia del Trabajo, pagina 371, de rubro: 
"TRABAJADORES AL SERVICIO DEL ESTADO. CESE DE LOS, 
SIN AUTORIZACIÓN DEL TRIBUNAL FEDERAL DE 
CONCILIACIÓN Y ARBITRAJE." 

En algunas dependencias administrativas se han expedido reglamentos 

incluyendo las condiciones generales de trabajo. Las Secretarias y 

Departamentos de Estado disponen en la actualidad de recientes 

reglamentos interiores de trabajo. 
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No debe confundirse el poder disciplinarie> COIJ el qer~cho peoaL aunque 

los dos tengan como caréJC::Jer e.1.·cie secproc{:¡ciir11iemtós de represión para. 

fines sociales: -- -.. -- __ ,"~-. ~-----!~--' -----~ ~ .. ~-e---------------= _, __ ,,_~·"'·--e-·.--
,, . ~ ' 

El derecho p~Qq{ .s,E3~- g~ljgg <~ 'i9ª8~:-;e-l;1 p,g~-~r -ªis~ipJlhbric) s.ólo a los 

~;;"~;~~~~~~~1~~r~~¡~~~~~i~ª;'1~~~~~~~;ª~:S"::b:: 
estar prec~qisJp_s g~ _-L9?.;§~f(l'ltíq~; p;9ris,JJtYc:Jgh~lS,s, (3n cambio el poder 

disciplinario- irnR)licg·.:pf()ge?clirn.i~nt8si-rng~/gt_ehiu.5~p~, .. con una estimación 

discrecional, salvo los .gtjs~s ~n '80~- 16·[~'/ /bo; el rigor de l<::ts medidas 
_.___ ·': -'-"-'.': 

disciplinarias, come) el cese, la qc;on1pci_ña de un procedimiento para 

imponerla. 

De acuerdo. con la fracción 111 del artículo 109 de nuestra Constitución 

Política señaló 61 efecto: 

"Artículo 109. El Congreso de la Unión y las Legislaturas de los Estados 

dentro de los ámbitos de sus respectivas competencias, expedirán las 

leyes de responsabilidades de los servidores públicos y las demás 

normas conducentes a sancionar a quienes, teniendo ese carácter, 

incurran en responsabilidad, de conformidad con las siguientes 

prevenciones: 

111. Se aplicarán sanciones administrativas a los servidores públicos por 

los actos u omisiones que afecten la legalidad, honradez, lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que deban observar en el desempeño de 

sus empleos. cargos o comisiones. 

Los procedimientos para la aplicación de las sanciones mencionadas 

se desarrollarán autónomamente. No podrán imponerse dos veces 

por una sola conducta sanciones de la misma naturaleza." 
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Criterio que se encuentra contenido en el artícuJo 113 dE;J .. nuestra 

Constitución Política ql que ya me he referido en líne.Cls ónterioresy qüe es 
-.. - - ·- . . . . . . ·-- ' 

la bqs~~para determinar que el cese de los efe~tos d.~linol"n~rc:l.mi.ento ;de··· 
- .- . . • . , •. ·• _,. -· '.'· ~ ' ; -o -

un trapajqdor al Servicio del Estado sea pr<Jc.etj.~nJE?.in9-~e.§ngJent~mente 
de la sanción administrativa que se le. irnp()69k;¡~~ñ;·.t~rrr1r~os. qe 1.a Ley 

F~deral de R~sponsabilidades de los Servidqr~~ ~9b,J,ic:9s. ·.· 
--o =-.-00-0==--=--='·---;7 ~~-=:.=;: "'5';--·=,.c;-·-=-co-_•_ 

Por su parte el artículo 114, párrafo tercE3ro de la c;onstituciém·. ordena: 

"Artículo 114. ( ... ) La Ley se:;ñqlqrá lqs casos de prescripción de la 

responsabilidad administra.tiva tomando en cuenta la naturqleza y 

consecuencia de los actos y omisiones a que hace referencia la 

fracción 11 del artículo 109. Cuando dichos actos u omisiones fuesen 

graves los plazos de prescripción no serán inferiores a tres años", 

Aquí nos encontramos con uno de los plazos de prescripción para la 

determinación y aplicaciones de las sanciones que se deriven del 

desarrollo del procedimiento disciplinario. lo cual en el capítulo 

correspondiente se tratara con amplitud. 

Por otra parte y como materialización de la Potestad Sancionadora del 

Estado, cuando los Servidores Públicos incurren en responsabilidad 

administrativa y sean acreedores a la iniciación y desarrollo del 

procedimiento para determinar la responsabilidad y a nivel Federal se 

encuentra la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos la 

que entre sus las finalidades se encuentra: 

"Artículo 1. Esta Ley tiene por objeto reglamentar el Título Cuarto 

Constitucional en materia de: 

l. Los sujetos de responsabilidad en el servicio público; 
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11. Las obligaciones en el servicio público; 

111. Las responsabilidades y sanciones .administrativas en el servicio 
- --- ,. 

público, así como las que deqqpre¡solyE3rse mediante juicio p9líti.co; 

IV. Las autoridades competente~ y los procedimientos para aplicar 

dichas sanciones. 

V. Las autoridades compeh~ntes y lo{procedimientos para declarar la 

procedencia del procesamiento penal·de los servidores gúblicos que 

gozan de fuero, y ·· 

VI. El registropqtri,r;nonigldE:) los servidores públicos." 

El articl)lq 2º c:!E?JQ,~E?Y F13gerdl dé.responsabilidades determina: 

"Artícul9 ~··?ªñ s.l)jefos de esta Ley los servidores públicos mencionados 
. . . 

en el párrafo primero y tercero del artículo 108 constitucional y todas 

aquellas personas que manejen o apliquen recursos económicos 

federales". 

Texto que estuvo vigente hasta el día 16 de marzo del año 2002, día en que 

se publicó en el Diario Oficial de la Federación el decreto de fecha 12 de 

marzo de 2002, emitido por el Titular del Poder Ejecutivo Federal. mismo 

que deroga el Titulo Primero, por lo que se refiere a la materia de 

responsabilidades administrativas. Tercero y Cuarto de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. únicamente por lo que 

respecta al ámbito Federal. tal y como lo dispone el artículo segundo 

transitorio de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos. por lo que bajo esa circunstancia el artículo l º y 2° de 

la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. deja de 

surtir pleno efecto legal siendo aplicable paro el caso de responsabilidad 

administrativa a nivel federal. Por tanto de la nueva Ley Federal de 
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Responsabilidad~s Aclministrativas de los·. Servidores. Públicos, serán 

aplicables los artfc\JI~~ 1 ºy 2º, que a la Jetra rezan: 
' ___ - ~- - .. ---- - ---- ----

11

ÁJtícul9; l;_ :€5,tq,J~Y" tj~n<? 8;9[ <;>J?i~t9 . regla_lllentqr el Título Cuarto 

constituciori~(e~ ~<:lteria de: •···. 
' ·•.,., ·' ... :, . '"'""'•' _.,,.--,,-,·:--·-''·' .. ,·, 

l.·--- · -·~9s~~uj§tq~t9~~-r~.spgnsal:Jilicl9C1··9gm,i11istrativa en.- el servicio 

público:· 
. . 

11. Lqs oplig9~i9nes en el seryiciopúbJjco; 

111. Las resp911sat?ilic:lcides y sanciones administrativas en el servicio 

público; -

IV. Las autoridacjes competentes y los procedimientos para aplicar 

dichas sdñc::i9nes, y 

V. El regisJro patrifn9ni()I de los servidores públicos." 

El articulo 2º de la Ley Federal die responsabilidades determina: 

"Artículo 2. Son sujetos de esta Ley los servidores públicos federales 

mencionados en el párrafo primero del artículo 108 Constitucional, y todas 

aquellas personas que manejen o apliquen recursos públicos federales". 

Con la creación de la Ley Federal de Responsabllldades Administrativas de 

los Servidores Públicos a que se ha hecho mención. no desaparece la Ley 

Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos. sino que continúa 

vigente únicamente en cuanto a lo relacionado al Juicio Político y para la 

aplicación en dicha materia a los servidores públicos de los órganos 

Ejecutivo. Legislativo y Judicial de carácter local del Distrito Federal. En su 

esencia la nueva Ley de Responsabilidades Administrativas. es una copia 

de la derogada Ley de Responsabilidades con una adecuación que será 
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única y exclusivamente con lo referente a la responsabilidad 

administrqtiva; es • decir: como se puede incurrir en . responsóbiiic::lad 

a dm in is tratiy q_. c:;rri~·s~" c:l.e.te.rm in a rá; q" t~bvé~, C! E!·: q U.(3.~ qc: tos~·faró,~esaJ ess e .·· 

podrá ... detecll!inqr·:y··.<:.~mq•••s.~ .. aPl.i.~9.rgp ·.IÓs····sgnsiqnes .•.. E!~· •.•. qu¿·. inc.l)rraó .. los· · 

servido,r~~-·~-u~Hg9sr~~pzr .•..•• r~sp_qíl~.cifui11qp~}qci,@i~i~tr9tivq,·.·_ ..•.• ~.~pl)~~t9s •...•. ·que 

siguen.eJfqr.m~qto d~ .. _l(J <t~rogq_qa l~y.q(3 r~.si?f'nsq~Jlic)a~tes, (3n CHqnto. ql 

P;º;~ci¡;¡~~·t;;;;~1~.tj~t~~;i·~~~q¡4~·~¿;~~td.·-~-~;;~;~~i1itja~~i9~mI~~t!"9ti~CI. ~-. 
señala un procedimiento, · mism9: ·q~e ~éjora algunos• purfüSs del 

procedimiento, pero sin que llegue :;c:J ser- \Jh proceqimif::mtq f~tqlmE.mte 
detallado y pormenorizado, como lqs que existen en diversas legislaciones 

de nuestro entorno jurídico. 

Como aspecto novedoso la Ley de Responsabilidades Administrativas de 

los Servidores Públicos, no hqce la diferenciación en lo referer1te a su 

aplicación, es decir no solamente se puede aplicar a los servidores 

públicos de confianza sino que también a los servidores públicos de base. 

En la antigua Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores Públicos, se 

establecían los siguientes presupuestos, en cuanto lo que al presente tema 

nos interesa: 

El artículo 46 de la Ley Federal de Responsabilidad de los Servidores 

Públicos ordenaba: 

"Artículo 46 Incurren en responsabilidad administrativa los servidores 

públicos a que se refiere el artículo 2º de esta Ley". 

En la Ley de Responsabilidades Administrativas no hace esa especificación. 

ya que será aplicable a todos los servidores públicos. tal y como lo 

establece el párrafo primero de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos: "Artículo 108. Para los efectos de las responsabilidades a 
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que alude este Título se reputarán como servidores públicos a los 
- -- - ~'- -

representqnJe,s _q~. ~le_cción popular, a los miembros él.el Poder Judicial 

Fedéról~y;aE§L/p~der~·Judicial del· Distrito · FeqeraJ;· lqs~funci9narios y 

emplE3atj9~~ y .E3~ ~{7neral. a toda persona ql)e d13s~mpeñe, .cargo o 

comisiÓ;c:t~'~ú:~l~ul~r naturaleza en la Administra~ión Públic;a·F(3deral'o en 

el [)j~tritg_J~f:t€lr:c::i1"c~· "· 

Por otra parte y únicamente como comentario final a este punto nos 

referiremos a la potestad sancionadora es la facultqd para imponer 

sanciones por incumpli¡niento de las leyes administrativas. 

El Estado sanciona a sus empleados por no cumplir con los deberes, y a los 

particulares en general por no subordinarse al orden a_dminlstratlvo. Por lo 

que a este respecto señala Carlos García Oviedo: " Si la administración 

tiene a su cargo el funcionamiento regular de los servicios públicos, siendo 

responsable del mismo, si es una vasta empresa que no puede funcionar 

sin la observancia de una fuente disciplinaría externa e interna, privarla de 

un poder sancionador que la mantenga es privarla de defensa y condenar 

al desorden su Labor. 

De aquí la existencia de una potestad sancionadora que no considera los 

delitos, sino las faltas y que por consiguiente, deja expedita la acción de 

los Tribunales de justicia para castigar las infracciones que trasciendan de 

lo ilícito administrativo y entran en el campo de lo penal". 5 

Por otra parte tenemos que referirnos al Derecho Penal Administrativo que 

es la rama del derecho que se propone un estudio especializado sobre las 

categorías delictivas y las sanciones que tiene a su disposición el Estado 

para el aseguramiento del orden público. y poro lograr el eficaz 

funcionamiento de los servicios públicos y demás actividades que regulen 

'Olivera Toro Jorge. Manual de Derecho Admin1strat1vo. Séptima Ed1c1ón. Editorial Porrúa, S.A. 
México 1997. Página 360. 
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el interés general; En ~ste segundo,régimemcje sanciones la ac:lministración 

tutela el orden so.cial generql. u .. orden ,público, el· cual única· y 

exclUsivO rnS-nte 'sW hizo ~ h.í~ión ~~ro r1q r.n~~erci· ~e, nera 1; toda vez 'que ta 1 

hipótesis no será tocado en el pr~serit~Jrat>c:Íjo~ 
• ' • • • - • • • : ; •• , - • - • ·- ·• o- ·-' ; -· • • - • - • • • " " - •• - • - ' - ' - _- : ; • ~ e: 
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CAPÍTULO SEGUNDO. 

DE LA RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

1.- REGIMEN DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS. 

El establecimiento de un régimen de responsabilidades para los servidores 

públicos ha sido constante preocupación de todos los sistemas 

democráticos constitucionales y un elemento que caracteriza a un Estado 

de Derecho .. La aspiración como nación, en. este sentipo se ha reflejado, 

con mayór. ()rl1e;mor.qc:ierto, ··e¡n· t9g9s X ~g.gpl)t)9 ,q~.dos c:J9,cum§mtos 

constitudonoles, que desde la lucho ~orl9.lílst~PE3~'ge¡nciq se han emiticfo 

por los órganos encargados para tal efecto. 

Como consecuencia de lo anterior, el constituyente permanente a partir 

de la segunda mitad de la década de los 50' para propiciar en nuestro 

país el establecimiento de normas y procedimientos de auditoría, que ya 

en los Estados Unidos habían encontrado su primera expresión veinte años 

antes a través de la "Securities Exchange Act" de 1934, decreto regulador 

de valores que obligaba a que se contabilizara con base en principios de 

contabilidad, que fue posteriormente fortalecida en 1936 con la creación 

de la "Securltles Exchange Comission", encargada precisamente de vigilar 

el cumplimiento del citado decreto regulador. 6 

Puede decirse por tanto que fue en el año de 1956 que vieron la luz en 

nuestro país las normas y procedimientos de auditoría. De entonces a la 

fecha han sido significativos tanto en el ámbito público como en el 

"Haro Belchez Guillermo. El régimen disciplinario en la función pública (Experiencias 
comparadas). Editorial IAPEM. Página 21 a 23. Toluca, México 1993. 
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privado; los esfuerz9s parq nor.mar la actuación de quienes "vigilan" el 

cumplimiento ~cJé IÓs tqreqs d.e una organización. En ese sentido lo 

demuestr0n·las~";!N~rrn~s4pcdra··.1a· ·Práctica Profesional de~la.".~uditoría ... 
. ' . . ·: -"": - . ' . . ., ' .-.-· ..:,-::, .. ,' ~.~:j,." " , ·::. -~--' ' - ., ' - '; .,·: :' · .. -· f ' ___ ,, - ' 

Interna'', .E3 .. 1 "Cé>(:ligp;g~ EJicci de los Auditores Internos" 'l eJ-ii§gªig.·.9.· ... qe 
. ,,. ; _ _;·' .'t• '· - ;- --~ •. , - . ' -. ·- _, ; . • - . . -- . . -. - - ••• · ·, : 

Etica Profesiqna1••; 8Je rig~n la conducta de los audifg¿~f[nt~fn'ps, y lqs 

leyes de respori~9_qilldbd~s que les son aplicables q qÚi~8e~ ~fl el sector 
------=---- -= 

público revisan el prqc:eso administrativo. 

Con ese mismo ánimo en 1982 se modificó y unificó la legislación en 

materia de Responsabilidades de los Servidores Públicos, en primer término 

se reformaron y adicionaron diversos preceptos de la Constitución Política 

de los Estados Unidos Mexicanos, por decreto emitido en el Diario Oficial 

de la Federación del 28 de diciembre de 1982, donde fundamentalmente 

el Título IV (artículo 108 al 114), así como una serie de artículos relacionados 

con el mismo (22, 73 fracción VI. base 4ª, 74 fracción V, 76 fracción VII. 94, 

97, 127 y 134). 

Adicionalmente, fue promulgada una nueva Ley de Responsabilidades 

para los Servidores Públicos Federales, publicada en el Diario Oficial de la 

Federación de 31 de diciembre de 1982, se reformó el título décimo del 

Código Penal por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación 

de 05 de enero de 1983, así como la relativa al daño moral en el Código 

Civil por decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 31 de 

diciembre de 1982. y la creación de la Secretaría de la Contraloría General 

de la Federación. 

Dentro de la reforma constitucional antes aludida, el artículo tercero 

transitorio. disponía que dentro del año siguiente a la entrada en vigor del 

Decreto, los Estados de la Federación, a través de sus Congresos 
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Constituyentes Locales, llevarían a cabo . las reformas constitucionales 

necesarias par cumplir las disposiciones d.el .Título Cuarto de la Constitueión 

General de la República en lo conducent~. 

Dentro de este nuevo mqrco legal fueron apareciendo med.iánte las 

reformas en algunos casos constituciqnales y las más legislqtivas las 

Controlarías de los Estados a imagen y semejanza de la Federal. 

Posteriormente y como resultado de la aduación de la Secretaría de la 

Controlaría General de la Federación, se llevaron a cabo reformas y 

adiciones a la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

por Decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación de 21 de julio 

de 1992, el cual tenía como resultado resaltar el alcance de la adicionada 

fracción XXIII del artículo 47, que dispone que todo servidor público se 

abstendrá de celebrar o autorizar pedidos o contratos relacionados con 

adquisiciones, arrendamientos, enajenación de todo tipo de bienes, 

prestación de servicios de cualquier naturaleza y la contratación pública 

con cualquier otro servidor que se desempeñe en el servicio público; o con 

sociedades de las que dichas personas formen parte; y por ningún motivo 

con quién se encuentre Inhabilitado para desempeñarse en el servicio 

público, disposición también aplicable en términos del Acuerdo de 

Coordinación SECOGEF-GEM en materia de control y evaluación a los 

servidores públicos estatales, cuando en el ejercicio de recursos federales, 

realicen contratos relacionados con adquisiciones, arrendamientos, 

enajenaciones y prestación de servicios de cualquier naturaleza. 

De esta manera se evitará que los servidores públicos aprovechen en su 

beneficio el cargo que ocupan. utilizando sus relaciones. conocimientos o 

información en detrimento de la imparcialidad y transparencia que deben 
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caracterizar todas las relaciones . del Gqbierno con sus proveedores. y 

contratistas. 

La misma pro.hil:>ic:;ión se extienc:le a las-personas inhabilitadas_ para-trabajar 

en el sectorp0bl.icoy ~ lqs empres<Js~ sod~dades enJasque-éstas formen 

parte; ya .que se considera que quienes. han sido sancionados de esta 
--o. -- o-_ -co-_o·_ ,=- '--"'- --e:=-~ o--=-.;o·'.;-_-='...'~·"'":.;_'--_-- 7_:_:=·°" ~~i·=~-~'~-----~-~-.'.:- -=--~--=-:_'.d_._-co,;,.,_;_:/ <-'-:-- ~-=~ ~:_:~;._·_ ~ '·~, -. v ~-= ::=-=- - ...... • _ .. '"_'_ -~~--~~~: ~ ~~, .. -_-- .. . 

manera espgrqye,cq'rnétleron'ugg ·fgltqgrqyey no tiE3DE3P <:qlidqd moral 

para. trqbaigr ~~Y.Rc::J/~. ef.qpfai~rn;. 

A manera de ej~rppl() E31 sedorpQpJic:qr10 p99rc) c:ontratar los servicios de 

cualquier ernpresq .. otj~.~.P9C:h9 •. ~09Y.E3 p(jrticiBen sE3rvido/es pú.b.licos o 

personas inhqbi1Jtq9c:i.? tci.1~.s. s;9rrjQ.: cl~.sp<;l_~~c)~;; j~[ígJc:g~, de asesoría y 
- _ .. ' , ·-·-·. , ., . . --· ' - , ·'· . - : .-. -- - - ·,·r--.-. "- ·; . -._ • -~- -- -- .. --_ :,- ·-' .. "~ ... ,,._, ·" _. 

contabilidad, empresas cÓnstruCtorqs, l}Ótarias públicds y ~fros. - .. - •' : - .. - - . ,,·: , ~ .-, -·- --. . . . . ' . - ,-;:'; __ ... ' - ,··. -.- -·· . . ··'' ._,. ··. '···-·-· , ·-.','. 

También fue ampliad() el períogo de la inhqbilit(lC:iófi; él cuql podrá ser 

hasta de veinte años por fclltas graves o cuando (::il montó ciE31'. dC:lño 

causado o beneficio obtenido sea superior a 200 veces el. salario mínimo 

mensual vigente en el Distrito Federal. 

Con esta medida, se procuraría una mejor defensa de la Administración 

Pública y de la Sociedad, protegiéndose de conductas ilfcitas de los 

servidores públicos; además se podrá diferenciar con sanciones más 

estrictas para aquellos que cometan una falta grave, con dolo y de 

manera habitual, respecto de aquellos que cometan faltas por simple 

negligencia. sin intención y sin causar daño a la Administración y a la 

Sociedad. 

De conformidad con el principio de la división de poderes. se establece 

que la Suprema Corte de Justicia de la Nación, el Tribunal Superior de 
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Justicia del Distrito Federql. las Cámaras de Diputados y Senaclores del H. 

Congreso de la Unión, y lg~>A~arnbl~a de Representantes del Oistrifo Federal 

en el ámbito de sunesp~~c;:ti,V,a?~competencias determinqrc:m~1~~rÓfgqnos y 

sistemas para que sus s~rvld~res públicos declaren su sitlJOción f:>atri~onidl. 
"' -_- • :-~~.: _o-' • ·>" · · · . ~ . · . - - - -· ' -. · -·~'o;" • ·,-- o·~,_, ,.,:_ - e ->. ·_ ,e,-:~--~ -. !•,;v-::: ··· .\.·e(:· ·_' 

También el juicio pglíticó que constituía una posjbiÚdq,d, :pdtq''~0,e sin 

ningún procedimie6fo . ni requisito mayor que la sqlc:r pr~~ent~ción de la 
o- .. 'o- --=-=--:=_-.~"--·.o·-~.:.:·-· - -_--_ - -~---_:---~- --c:-'--=·¿·cc~:~.!=--~..,ó.._¿~-~-óf~Y~=-2':~~-=,;~.--;.=~=·,._:___;__ __ 

denuncia, cualquie,r particular pudiera sornet~r:.q; jufoiq a< los altos 

servidores púpJicos por un asunto que motiv9r9:u~'.qgrdvioreal o supuesto. 

Es importante1 destacar que con motivo de t6ci6s y cada uno d.e los 
- ."".'.· '. ."-.:r. r' ·:·' :-- .- ._,_:" 'Cº-; '_·( .-,·:-" , 

avances aL mcirco legal del actuar de. los servidores públicos. en lo 
•• , ••••• •• •• - •• -.> •• ··.···.·:e·-•,•... '. ·:.·'.•' · ..• ,· - • . 

referente, a ,lcis sanciones de pueden actuqlizqr en su contra, por un mal 

desem~~~~ . en. lo referente al carÚo ···.···~ . comisión que tienen 
:-~" - . : - . - ' _,_ -

encom~ndados al servicio de la adrr\i,nisfración pública, por Decreto 

Preside,nc:ial d.e fecha 12 de marzo de 20ó2, pupllcado en el Diario Oficial 

de la Fed.eradón de fecha 16 de marzo de 2002, se da a conocer la 

expedición de la Ley Federal de Responsabilidades Administrativas de los 

Servidores Públicos, misma que deroga el Título Primero, por lo que se 

refiere a la materia de responsabilidades administrativas, Tercero y Cuarto 

de la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores Públicos, 

únicamente por lo que respecta al ámbito Federal. Con vigencia y 

aplicación las disposiciones de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos a los servidores públicos en materia de responsabilidad 

administrativa pertenecientes a los órganos Ejecutivo, Legislativo y Judicial 

de carácter local del Distrito Federal. 
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11.- SANCIONES ADMINISTRATIVAS Y SU CLASIFICACIÓN. 

SANCIÓN ADMINISTRATIVA: Es el castigo que imponen las autoridaoes 

administrativas a los infractores de la Ley administrativa. Presupone .. la 

existencia de un acto ilícito, que es la oposición e infracción de un 

ordenamiento jurídico administrativo. 

- ~-. ~ -_-·_-__ .--_Oc; -~-· 

El dañoquE) sé;:cóusa por la infracción o ilícito administrativo, puede ser a 

la admiriistrcic;ión, a la colectividad, a los individuos o al interés general 

tutelqqos por lq ley, el cual tiene como consecuencia jurídica el- castigo 

consistE3nt~ en .la sanción administrativa, es importante hacer a la precisión 

que esta. definic,ión o concepto o definición de sanción se d.E3rivq del 

propio texfo d~I PClc;:to fe<:Jerql en su articulado 21 y es el concepto de 

caráct~r, geriefal;. él cúaL.de, manera enunciativa se hace alusión como 

inició p-~ra ~~s·6;rbll~ ~~/~r~sent~ trabajo. 

A este respecto el autor Garrido Falla define a la sanción administrativa no 

como un castigo. sino como "un medio represivo que se pone en marcha 

precisamente porque la obligación no se ha cumplldo". y la distingue de la 

coacción que se encamina al cumplimiento de lo ordenado contra la 

voluntad del obligado a ello. 

Montoro Puerto entiende a la sanción administrativa también como un 

medio represivo y llega a una definición formal "En el ejercicio de la 

potestad sancionadora impone la administración sanciones que ya 

solamente por el hecho de emanar de ella han de merecer el calificativo 

de sanciones administrativas"/ 

'lbldcm. Pagina 47. 
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En cuanto a la.ngturaleza jurídica de la sqnción qdmini~tratiya, c:urni;:>IE3 en 

la ley y en la prÓcticq -c:üstintbs ' opj~tivos ·, lq . sanCion administrativa, 
- - -· - - - -"· '--;,.-··--· . :,_ - . ·~ . ,, - ' . ' ' . . - . . . . " ,. -

preventivos-o··rt?gr~sÚp~;~c:orrec.tiyqs.()'qis2¡plinq.ri9s;~tribl)tariqfo·c:le'c:;dstigo;·· 
Predqrni9_qd:ig.;_~1~~~~i~g:~1.9¿'ig_~g' i~i~c:i~ti~P-· _o···()e_. P(3íl9• 9l)E3· ;eirnPºne •. al 

infrac.t9r ... ·pr~~gl~,g.~f~l.8$i.q.~r_ .• Pl):0itifo .c:l,E3 ·1q<qdminisffa9iór1 9 \u poder 

_ ei~mpJlfi~-g~<Jgfr ._q\. m_E3rfü·6~rlJ~.c:<füE?6tivÓ .• •._Mueve ·-funddmentCl1merite· al 

Est~-ci6,~i-df ~~§~I~./;[~~~§~ti~tj~:~-~;~tj;;:·~1~iht~~a;;,-~·e·1tj:l~v:·~~-~i~i;t~~ti~a·. -
que no ldobEÍd~ce; 110 IÓTcúrnplé.; ¿ cualquiera otra;rnotivdcióh .. 

:e, ·'.:_.··~: -:'.::·;-·"·.-:·-'"· '., "" ·'. ~: "'.>'· • '-<~ '':· , . .. --,_: ., - '.' . - 'e;.·.-,'.~,-."".'·~--,':·-

Sería grqvE?•error servirse del cgmino. dE?'lq sqncic)n aqm{nistrqtlva- multa -, 

como una importante fuente de r~cursos TrjpuJarios cjel Estatjo, por esto la 

política sqncionadora de la ac!rnlrilstrac[ém q~b(3 orié,nt9rse a ~scoger lq 

sanción que logre frenar o desaparecer las prácticas infractoras que 

dqñan gravemente al interés colectivo. En la legislación administrativa 

económica se observa que la multa administrativa es un mero paliativo 

político que utiliza la Administración Federal, ante la ineficacia para poner 

orden en la vida económica del país y para los infractores resulta "barata" 

o inocua. 

En cuanto a la Potestad Sancionadora de la Administración, en los países 

que viven en un régimen de Estado de Derecho como México, el único 

fundamento de la potestad sancionadora de la administración es el 

derecho. De aquí parte su más amplio poder, el de policía administrativa, 

que le permite sujetar al orden jurídico administrativo vigente a todos los 

administrados. 

En nuestra legislación como se refirió en líneas que anteceden el 

fundamento general de esa potestad se encuentra en principio en el texto 
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del artículo 21 .de la Constitución Política de los Estqdos Un.idos Mexicanos, 

que a la letra d.ice: 

"Artículó 2 E(~~. ) 'Compete a la auforidad admiríistrqtiya· la aplicación 

de sqnciqnes por la!; infrácciones de los reglqm~ntos g~l::>ernqtivos y 
---.- -_ -: -----.·· - _'·.:-:·: -_-. _._:-:.-_-;'-_-·-,:-:-- . ' - -

d.e policía, las que únicamente consistirán en multa o arresto hasta por 

treinta y s~is r()ras". 

Se dice que este es el principio, porque en la Doctrina y en la 

Jurisprudencia de los Tribunales Federales del Poder Judicial, se discute el 

alcance de ese texto constitucional que parece imponer dos graves 

limitaciones a la potestad sancionadora de la administración: 

La primera de. ellas que sólo por violaciones a reglamentos gubernativos y 

de policía, 'ker~ .nqde leyes ad.minlstrativas como las rel9tl~9s a radi9 y 

televisión, obras públicas, bosques, aguas, minas, etc., se pqdrá dpllcar la 

sanción. 

La segunda deriva de la anterior ya que determina que sólo pueden 

imponerse dos tipos de sanciones administrativas: multa o arresto, pero 

ninguna otra como la clausura, el decomiso, la suspensión de actividades, 

etc. 

Nada ayudan los debates que ese precepto Constitucional originó en el 

Congreso Constituyente de 191 6-1917, para inclinarse por una concepción 

amplia de la potestad sancionadora de la administración. Es necesario 

recurrir a otros textos de la Constitución para encontrar los fundamentos a 

las distintas acciones sancionadoras que ejerza la administración. 
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En cuanto a la. clasificación de sanciones. administrativas, existen de dos 

tipos: Las priy9tjv~i<=!~ l_gli~~rt9g f~rrlO (:}I ~fr13~~toguE1. 0Únc:a_{erós.uperior 

a·· treinta y:s~_isc9-c5E~s:79:·19-s'ª~;s9t8f tfü{pgt/¡ l"Y,Jqri!pl~'.p ~~é::swsfr1i_C,q~;cc9mo · 1a 

;~~;~~illf.Ilii~f if ¡~¡~¡i~~~~~;¡~~l1f ~;:l] 
son lq? ql);e, ~~ ~t~}lvqJ1:tj~ la falta de cumplimiento de los d~beres de la 

funcion P0bliccl~~fl~s trabajadores públicos origina responsabilidades de 
- ,-. - ·- ;~ - ,· - - - ... '-·· . . - -

naturalezq c:liversq)::gn r~specto de la Administración Pública y de terceros. 

El funcionqrio y ~Lernpleado público están subordinados a la Ley y a su 

debido cumpllmié(lto, por esto, están obligados a responder de sus actos 

públicos. La responsabilidad en la función pública es la obligación en que 

se encuentra el particular que ha infringido la ley, frente al Estado, por 

haber cometido un delito, una falta, o ha causado unq pércjlqg o un daño. 

El Trabajador al Servicio de! Estado ~n el desemp~~o de su cargo puede 

incurrir en faltas o delitos, que del;>en ser reprimlcjós para mantener una 

eficaz y justa administración. Esto provocc(diyérsos tipos de responsabilidad 

como la ad_ministrativa, la política, la penal, la civil, que aseguran una 

eficaz actuación de los organismos públicos. 

Por lo que se puede entender como Responsabilidad Administrativa las 

faltas leves que originan, que el poder disciplinario de la administración él 

imponer penas correlativas de la misma naturaleza en relación con la falta 

cometida. Si está asume un carácter más grave se aplican penas 

expulsivas o depurativas más severas. como la suspensión o el cese. 

Como característica de la Responsabilidad Política se encuentra el Juicio 

Político siempre de relevante significación. 
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Por Responsapilidqd penal .se depe. entender que es aquélla. que se 

comete durcmte el ejercicio:dEJI. cargo se-:realicen delitos o faltas. que 

originar:i "la=° r~sponsapilidadc~ penal; debiendo . ser. consignados los 

responsq~les qdasautoridaqe~.iugiciales correspondientes. 

Como Responsabilidad Civil es lq que se origina de lq responsabilidad civil 

o patrimonial por las lésiónes qlie se producen én los bienes del Estado. 

Por lo que en la exposición de motivos de la Ley Federal de 

Responsqbilidades de los Servidores Públicos, se ha expresado la naturaleza 

de la responsabilidad en la función pública en términos precisos. En su 

parte rela.tiva nos dice: 

" ... El funcionario ó empleado público es responsable del 

incumplirni~n,fo ciEt Jos depéres que Je impone la función que 

desempeñe::¡. La responsabilidad puede ser de índole administrativa, 

civil o personal. Lct responsabilidad administrativa se origina por la 

comisión de faltas disciplinarias y da lugar a la imp9siciqn de 

correcciones de carácter también disciplinario. La fracción I del· 

artículo 238 del reglamento de la Ley orgánica de la Contraloría de la 

Federación, que establecía las tres clases de responsabilidad que se 

acaban de mencionar. definía la primera de ellas en los siguientes 

términos: Administrativas cuando se refieren a faltas u omisiones en el 

desempeño de las labores y que pueden ser corregidas mediante 

procedimiento puramente administrativo. Se está en presencia de la 

responsabilidad civil cuando el incumplimiento de las obligaciones 

públicas se traduce en un menoscabo en el patrimonio del Estado. En 

este caso se trata de una responsabilidad exclusivamente pecuniaria, 

que se establece con el único fin de resarcir al Estado de los daños 

sufridos. La fracción 11 del precepto invocado considera como 
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responsabilidqdes de este tipo aqyel/as qu~ prqv~ngan df: faltas o 

errores corrieHdos en el· manejo º df? f'?nc:/,ps o ~t>i~ne;~ ~que traigan 

· ··a parejqdas· la.·. pérdida o menoscq bp>q~,,:·d_icHo;it?i~;,~s;;Qclds que.· se 

originan . . por satisfacer· las preSfgc/gB~~ .d~r[y;gci~s··cf~· ~gntratos 
celebrados con el Gobierno Feé;lergl.~;.'-~g~~~~.~Hª~n·cibs. Vpor último, 

las que emanen de la comisión de un ¿/¿lit~ ... ;;. 

La fuente de las tres clases de responsabilidades se encUentr.a. en la lE3Y de 
- . -·-

tal manera .que en todo caso tendrá que ocurrirse al der~d)o positivo para 

determinar la responsabilidad correspondiente a un hech~ d~terminado si 

el autor puede ser simultáneamente responsable de las tres órdenes por la 

misma falta y la autoridad puede declararla. Por lo que tiene aplicación la 

Tesis de Jurisprudencia emitida por la Segunda Sala de la Suprema Corte 

d.e Justicia de la Nación en la Quinta Epoca, visible en el Semanario 

Judicial de la Federación. Tomo LXXX. Página 846, cuyo rubro y contenido 

es el siguiente: 

· "EMPLEADOS PÚBLICOS o FUNCIONARIOS, 

RESPONSABILIDAD EN QUE PUEDEN INCURRIR LOS.

El funcionario o empleado público es responsable 

del incumplimiento de los deberes que le impone 

la función que desempeña. la responsabilidad 

puede ser de índole Administrativa. Civil o Penal. 

La Responsabilidad Administrativa se origina por la 

comisión de faltas disciplinarias y da lugar a la 

imposición de correcciones de carácter también 

disciplinarias. la fracción 1 del artículo 238 del 

Reglamento de la Ley Orgánica de la Controlaría 
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de la Federación, que establecía las tr.es dqses de 

Responsabilidades que se acaban de n:ien.cionar. 

Definía ~ la 'primer~····· de~~-E?llci~- ~r1·:~19~·.;sj¿qi~rltes 
términos: Administrativas, C:uClnci~ 5J··r~fl~fen a 

- '. . . . . . ' ' . - .. - ----· ·- ·- ·' - --···---,,~-'-· ·-----~-- . ------·:ce-¡--. - -- - - -;·:_:_·:·: ,_..., ·'. 

faltas u Omisiones en· el ·d-es(3mpe~q-tj@;lqs lgb9res 

y que pueden ser· ~9rrE39td.~s '. . mediante 

procedimient~s .. ~u~6~~;i;:;~cici'~j~~tfciúv6s .•.. ~-
··- - .·:· _-.- .·,.·,."··;,:~-.·-.·.o:_;:--·_,"''.>.-.-:~~-;··-: .. ·'.·'~'-~:":··;'.,·-:_';."".:"'<··.: 

Se es.tq en . pr~~§risJg:c:fe [q ~~sp_or}s,g~~illtjqf;f/Civil 
cuando- E31· iD~GrqpJjfT,iE:jnto ele la~; Q.~V~qsiones 
públicas ~e··· trac:lu~~ en un menost:abci cin el 

Pdtri~~hi~>del éstado, en este caso ~~,.trd·t~. de 
.. ,.• . - ., .. , " . .. - . - ..... ;•""'" -- ··-:: ·:- - ·.· .. 

unq r~~p(>ns9bilidad exclusivarnE?nt~. Rt::C:l,Jí)imia, 

que se estaplece con el único fin de resarcir al 

Estaqo de¡ los daños sufridos. 

ld. fracgic)n 11 del precepto Invocado, consideraba 

corno responsabilidades de ese tipo aquellas que 

pro.vengan de faltas o errores cometidos en el 

manejó de fondos o bienes que traigan aparejada 

la perdida o menoscabo de dichos Bienes; o las 

que se originen por no satisfacer las prestaciones 

derivadas de contratos celebrados con el 

Gobierno Federal o sus dependencias; y por 

último, las que emanan de la Comisión de un 

delito y se incurre en Responsabilidad Penal 

cuando en el ejercicio de sus funciones. el 

empleado o funcionario ejecuta un hecho que la 

ley considera como delito. 
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La fracc::ión 111 del mismo .artíc:ulo 238, empleaba la 

siguiente definic:ióri: Penales, cuando provengan 

d.e.delitos. o:faltqs Rf§lvis}o~ p.()Jcla .. L~y.Renal;, ... 

La fl)ente de 1.as tr~iclqsE3s c!e resRonsq~ilidqdes se 

e.ncuer"ltr.~~l_í1 ~n lg ~~Y: de talír){:jn'erq que en todo 

caso tt?r:ic:Jrg qlJ~ ocurrirse a! Perec::ho Positivo para 

determi~g!"'I9 .. ~-Eisp{:)~s~a5flic1atj corre.spondiente a .. ·.· 

un hecho determinqdo, si e.1 autqr puede ser 
. . . - ; .- - .. · . . ,. 

simültáneamente .. re~pOnsaple. en. los.tréspr9E3r1es, 

por la misma falta1 y la AUtoridqq. pyede 

declararla. 

Ahora bien, si el quejoso era empleado federal y al 

entregar el puesto que desempeñaba se encontró 

un faltante en las existencias que estaban bajo su 

guarda, y la autoridad administrativa 

considerando que el faltante de bienes de la 

Federación podría constituir la comisión de un 

delito y por lo mismo que se estaba en el caso de 

responsabilidad penal, denunció los hechos al 

Ministerio Público y éste ejerció la acción penal 

correspondiente, se dictó auto de formal prisión 

contra el quejoso por el delito de peculado, y se 

sobreseyó en el proceso por haber formulado el 

representante social conclusiones no acusatorias, si 

posteriormente al sobreseimiento de la causa. la 

Autoridad Administrativa dicto una resolución 

estableciendo la Responsabilidad Civil del 

Quejoso, por el faltante de Bienes. en el caso tiene 

que recurriese a la Legislación Vigente en la 
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época de estos hechos y estimarse que en la Ley 

Orgánica de la Contraloría de la Federación y en 

su- reglamento, ·que.. estaban en-., vigor~- ·se -

encuentran las disposiciones-legales que regulan 

el caso, el reglamento nombrado establecía tres 

clases de responsabilidades ya señaladas, en que 

podía incurrir un Empleado o Funcionario __ qel 

Estado, además del estudio de los precE?pfos 

relqtivos a amb9s qrqenamientos, se qesprenqe 

que lq Al)toridqd Administrqtiyq contaba con 

facultqdes pqra d(3clqrqr lc:i ~~sponrnpilicjad Civil. 
"·.'' : ·-: .. '.-":' .: . . ... 

En efecto. el_ órticulo 2L d .. e .1q: L~Y· g13cía 
,. •,. . ·-.· ... , ·-

textualmente: Es facultad· déL éo_hfrblor constituir 

las responsabilidades aqroini~tra~ivgs, . civi[és y 

penales en que incurran los füncicmdrios, 

empleados y Agentes del (¿;9bJl3m()1 con un 

manejo de Fondos Bienes de la Nación, y que se 

descubran con motivo de la inspección y glosa de 

sus cuentas, pero en materia de responsabilidad 

de carácter civil, la facultad concedida a la 

Contralorfa no era absoluta, es decir. no podía 

ejercitarla indistintamente en todos los casos. en 

efecto, el artículo 25 del mismo ordenamiento 

prescribía lo siguiente: Si se tratare de 

responsabilidades de carácter Civil que nó 

pudieren hacerse efectivas por la vía 

administrativa, el Contralor Comunicara todos los 

antecedentes del caso al Procurador de la 

República, a efecto de que ejercite las acciones 
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correspondientes, la redacción del precepto que 

' ' se acaba ,dé tr9nscri_bir permite establecer que el 

e legislac:for:~previo dos·situaciones, a saber: cuando ... 

· -: lq Res~S~sb~ilic;!gd Civil se podía hacer efectiva 

p¿r ~'18;b~~·C:HrniE:l.nto Administrativo y cuando esta 

_ R.esgqri~~-~:~l~~§cJ solamente se podía hacer 

efectivcÍ IJ'orél Rrocedimiento Judicial, ahora bien, 

asentqstb··)O.·:sfütfüior, surge inmediatamente el 

sigui(3nt~ 8r'()faJ~rra: En que casos era procedente 

y err g'Úd,I~?· era improcedente la Vía 

Aqmini~trqfivª, g. ~mpleando los términos del 
. . . . . . . -. . 

L~g.isJ(JgQr., c:.y_gric)2 §,€} podía hacer efectiva la 

Respons.qbilidqd . de carácter Civil por las 

Autoridadés Administrativas. 

En relación con e~tós ideas se construyó la tesis de la renovación moral. 

que no sólo r~dl)jO a la persecución y sanción de los servidores públicos, 

sino que de acuerdo con el Plan Nacional de Desarrollo 1983-19.88, página 

42, se determinaba lo siguiente: 

" ( ... ), en su expresión práctica equivale al perfeccionamiento de los 

sistemas de administración de los recursos del Estado, la mejor 

regulación de las responsabilidades de los servidores públicos y el 

fortalecimiento de mecanismos de control y vigilancia de la 

administración". 

En ese tenor de ideas y una que se ha plasmado el criterio de nuestro más 

alto Tribunal. y antes de entrar al estudio de los tipos de responsabilidad, 

me permitiré hacer unas pequeñas consideraciones, es bien conocida la 

peculiar situación que presentan los trabajadores al Servicio del Estado, no 

sólo en cuanto a su régimen laboral aplicable. sino también cuando en el 

desempeño de sus funciones incumplen con las obligaciones que la ley les 
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imponeyse hacen qcreedores a sanciones, mismas que pueden a su vez 

presentar caractérísticas difE:lrerites, en razón precisdm~nte ~del régimen 

.1ega1 ... ·a1~~q·Y.@Hs~~en$~.~hTrc1n}~~~i~JC,~;~cqii~é)r~p.rl~.'~9.~7~¡_f"lt~r~J~ne.:pqrg~~1a ... 
supstqnci.QGiQp ªª IQs Rt9.~~ªirp~l~Í1l9~:é.9foisH·QRYG9.<'.:iqn·.y.Ql,gj~ris~iC:ción 
a cuya c.ornp~t~ngig .. ;s~tf~sg~rsi~'fs9:sso·~~ihi,i~nt?Y .. 

oe" tal ····s-g ~rI~:;s[qnª9~rJ§F~"f G9~~~9!e:ef~~~79,l~§~~vjéTC).-cIE~.1·· Es.ta do~·· ya sean 

Federql~.~, Es,tg/()J~'s.p;;MY:~igtgg1~s,.1_~si()r1g!'y9JorE3,s protE3gjg¿~p9r lqs·.leyes 

pena 1 es ; .• 1 qf~spqn~gpi!igcJ~:f,~nú;:¡9~ i ri <::.9ff E3. n···• E3.s '.pE:ln ql, sié nc:lp l~s q plica b 1 es 

:~:e!:~~:~~~z r~,~~~~ii~'.~2~~~:~tti~1;::::~;ª~~¡~~:0p:;::~~~ 
cuando én E3hdE3s~mp~fip d~ sGe~pl~o, cq'rgo o comisión incumplen con 

' las obligaciones ihh~rent~s ql . mismo, tendientes a salvaguardar la 

legalidad, honradez; léaltaq, imparcialidad y eficiencia en el servicio ., . . :- "~ : .. <' ·-.•.· , .. - -. - ,.·,: ' : . - . -·,, 

público, la ndturqléz(l qe la responsabilidad es de carácter administrqtivo. 

Con independencia de estos tres tipos de responsabilidad (p~nql, política y 

admlnistrqtlva) 1 cuando un servidor público con motivo.ge· su aótuación 

como tal produzca un daño o perjuicio en el patrlmprílfrcle lós pdrtlculares, 

generará la obligación de resarcirlo ("aquel que cdUse un daño a otro 

tendrá la obligación de repararlo"), en términos de lo que dispone el 

artículo ·191 O del Código Civil para toda la República en Materia Federal. 

En síntesis, el Sistema de Responsabilidades comprende cuatro tipos de 

responsabilidades: Penal. Civil, Política y Administrativa (cabe hacer la 

aclaración que algunos autores también incluyen la laboral), las dos 

primeras reguladas por las leyes de la materia y las dos últimas 

reglamentadas en la Ley Federal de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos. 
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Por lo que una vez delimitado el tema de desarrollo del presente capítulo, 

me referiré al concepto de Responsabilidad: "Capacidad existente en todo 

sujeto activo de derecho para reconocer y aceptar las consecuencias de 

un hecho realizado libremente".ª 

8 Diccionario Juridico del Software Visual. Jurisprudencias y Tesis de la Suprema Corte de Justicia de la Nación y del 
Tribunal Fiscal de la Federación Bufete Jurid1co México Marzo 1997 
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111.- RESPONSABILIDAD POLITICA. 

Este tipo de responsabilidad se encuentra delimitada para los servidores 

públicq~ 1Tl-~nc:;igriqcl9s en el artículo 11 O De la Constitución Política de los 
- - -.--,o:.-·· .. -·_-. ·-- - _. 

Estadqs' 'Uni~os M~xicqnos, que son: " ... los , Senadores y Diputados al 

Congreso}t@_tl~ÚdnL<:?Dr"JRsM{!Jisjrq~~Q@ilf1,~:~Jd!2t@JJlg_Qprf¡:de._Jusficia de la 
-- . --- -.~·-···.< •': ,- -:·-. .. "-, ·:,, - .-·. _._ ~,. '.,' -~ ., --,_ - ·- _._,.''. :· -. '.;·.: .. ~; .. ., .' -: -: . , - -

~~~3i~!f i~~~1l!~~:~~itf ;ít:~~~¿I:~!:~~:~~~~t:~;::e::: 
General g~)~'. R~pÚ};>fÍcq, J:fi;[qcu/adqr General de Justicia del Distrito 

Federal, lo~'Á.'1bgistrcidc)s y Jueces qel Fuero Común del Distrito Federal, los 
•' · -. ·• · ·· -· · · .·, ·:·:-'" ·' - ; c'·<:<'r~ .-;;• ·""' ,.; ' •';' "·"'. . ·, 

Directores G~n~rátes o sus equivalentes de los 
.,_ - -- .- •;--.- ' -' ~ •' ~- .-, -. < 

Descentrdlizddbs; , i=mpresas de Participación Estatal 

Organismos 

Mayoritaria, 

Sociedad.es y Asogfqciiones asimiladas a estas y Fideicomisos, Públicos ... ", 

cuando en el ejercicio de sus funciones Incurran en actos u omisiones que 

redunden en perjuicio de los Intereses públicos o .de su buen despacho, 

que son de acuerdo a lo dispuesto por el Artículo 7° de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos lqs slguient~s: 

l. El ataque a las instituciones d.emocráJicas; 

11. El otoque a la forma de gobierno republicano. representativo, 

federal; 

111. Las violaciones graves y sistemáticas a las garantías individuales o 

sociales; 

IV. El ataque a la libertad de sufragio; 
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V. La usurpacic)n de atribuciones; 

· VI. Cual,gl:li~r:rinfrgc::;c:}§lln:J "l(J:~c:;onstituc::.ión- o a las leyes federales · 

cuanqo,:c:~.gs~.(fa~rjQigiqsY.gr,9y~s q )g Fed.erqción, a uno o. varios 

Estadps.~~I1~;'.~~~~;;q{:'<i~;•l~~}sqC::ie~pcJ; o rT1otiye algl)n trqst~xno en el 

funcionbriii~htb hórÍ-Y1a1~de1Ci~•in~titGci~nes; 
--= - ,-- =--· -.-=-=-~-_,_-,_.,O'.-~~.'-~;~;...~;,~-::==So.~~O;-:j=-:;b.~\.c~:;,.-_=f.,,_'--=-:_·_,.:¡_-==_º~:.~~.'~~-~:c=-o-·~~-'.:.~~~-~~~~i· é~~·-_-__________ _ 

VII. Las brnisj()nef~ de:L c:qr6ster grq\le, en los términos de la fracción 

anterior y; 

VIII. Lqs \/i9Jqc::iories sistemqticqs Q grav~~ q l9s p19nes, programas y 

presupU~stqs ,9.e lg ·· Aclministrócié>n PúbH~.<J· F~d~rql. o ·deil Distrito 

Federal y q las 19-yes que determinen el rnanéjo de los recursos 

económ[cos fecleirales y del Distrito Federal. 

Tratándose de los Gobernadores de los Estados y Diputados y Magistrados 

Locales, su responsabilidad política en el ámbito federal se genera 

también, por violaciones graves a la Constitución Federal y a sus leyes que 

de ella emanen. 

Las sanciones que se pueden imponer por responsabilidad política, se 

encuentran establecidas en el tercer párrafo del Artículo 11 O de la 

Constitución Federal. así como el 8° de la Ley Federal de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado y Municipios 

pueden ser la destitución y la inhabilitación hasta 20 años. 

El juicio se substancia ante el Congreso de la Unión, cuya Cámara de 

Diputados, a través de su Sección Instructora practicará las diligencias 

necesarias para la comprobación del ilícito, dando audiencia al 
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inculpado, y formula . sus c::e>nclusiones determinando la inocencia del 

encausa<:!() o su ~ro bable responsabjlidqd; en cuyo·c8ºso se proponqrá la 

sanción c9rr~s,p9ngi~nte;Esteprocedim.ie.nto•~egwg-e.fe.~tqarse·d.e.nfro ·qel··· 

plazo de. 60 d(qs:qgjl)r(Jl,e.s. cont9d9s a. pgrtir d.~I c:Jía sigyient~ qJq fecha en 

que se hqyq t~rn~·c:Jq la d~~uncia. 

-- - - --------- -- ~-

Hecho lo qnteri.or lq Cámara de Diputqcjps;.,eri~Í~~q--~Q~- <:)rgq_no de 

Acusacié>n e~gmingrg e.I expediente y esc;yC;hqféJ los,.gle.ggtgs qrale.s del 

denunc::i96t~ ;Y qeL qcusaqq,·. ··~ .c:le.csu CJ~f~nso.r; pc:¡rq· r~s9lye.r·lo que 

proceda, ~or ma~C>ría absoluta'dE3 v~t~s. E:ri C~s6 de qÜe la resclucióh sea 
• • --- .,,• .•'"'"· • 0 j ' O - ' • - • ·-"" ' ' •• • •' '' • "• - •' O ' • '--:- ' <' ~' :..·•,• ' •; O ' ·:' ' ' '•,'''",• '• •' • ' ' • ' ' ' V ' ,>< ' ; • ' ~ ; ' ' 0 >' ' 

acusatoria se qesigngrá unq córl1isióñ paréJ· que la sostenQa qnte la 

C.ámara de Senqdores. 

Posteriormente, la Sección de Enjuiciamie.nto de la Cámara de Senadores 

estudiará el expediente y dará intervención al acusado, a su defensor y a 

la comisión acusadora y formulará sus condusiones que serán presentadas 

ante la Cámara de Senadores erigida en jurado de Sentencia. para que sé 

de lectura a las conclusiones que le presenten y además escuche a las 

partes, para que después se proceda a la votación que determinará el 

resultado con la votación de cuando menos las dos terceras partes de los 

miembros presentes en la sesión en que se dicte la sentencia, la cual 

deberá emitirse dentro del año siguiente a la fecha en que se inició la 

instrucción. 

El juicio político podrá iniciarse dentro del tiempo en que el Servidor Público 

desempeñe su empleo, cargo o comisión y durante el año posterior a la 

conclusión de sus funciones. 
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Por lo que hace a lo~ S.ervidore.s Públicos Estatales (Estado de México), son 

sujetos del juicio político, lp§ qu~ s~- ,.;,f3riCiona11 en til (\rfiC:l}lo l~7 de la 

Constitución Local~ e~tb"e~''lg~,;9¡ªµt9tj9stc:!-19~gegi~l9Jl)rg:Jc)~1~~staq~;''los 

;~f ~~~:~;:~i~~i~i~~~f 1111~1r1111~;i~;~~ 
perjuicio de .los intereses pÓblicos"tun~'grnenfql~s, tq(y>tOlllo lo indica la 

norma Feqér,ql ~upr~rna(en la ~eV'Estat61ver.artículo7). 

El procedimient~) és simila.r al Federal y se encuentra contenido en los 

artículos 9 al 21 qe la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

del Estado de México y Municipios. 
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IV.- RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA. 

El artícul9 109 del Pacto Federal en su fracción 111 dispone "La aplicación de 

sanciones administrativas a los servidores públicos por los actos u omisiones 

que qfec:Jen la legqlidad, honradez, lealtad, imparcialidad y eficienc::iq~que 

deban ~PSE3rvqr E3n el desempeño de sus empleos, cargos o comisiones", 

conc:!ugtg~ql)~S~ .. ~,o~qu~~rlf[c:m descritas en las 22 fracciones del artk:ulo·47 

de la Ley:fed~:~ciL&J~'.R€Jipomabilidades de los Servidores Públicos. . .. 
' .····>.~~-.,- -:.~"H-<;,o;• .. ,. ',-.·.-~. .. .. . ~ 

En términos Q~~~rcfües, pueden señalarse que antes de las reformas 

constitucionales y legales llevadas a cabo a fines de 1982; que fijaron la 

naturaleza, objeto y finalidad del régimen de responsabiJidad 

administrativd era notoria la ausencia de desarrollo, ya que las 

responsabilidades de los servidores públicos se habían venido centrando 

básicamente en los aspectos político y penal. 

Quizá la razón de este lamentable olvido tiene su explicación histórica en 

que el Constituyente de 1857, ni el de 1917 la establecieron de manera 

clara y precisa, al igual que tampoco lo hicieron las cuatro leyes Federales 

de responsabilidades anteriores, que dejaron este aspecto disciplinario al 

Derecho Laboral. 

Los sujetos de esta responsabilidad administrativa son los servidores 

públicos en general, que conforme a lo dispuesto con el artículo 108 de la 

Constitución Federal y 2° de la Ley Federal de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos comprende o los "... representantes de elección 

popular, a los miembros del Poder Judicial Federal y Judicial del Distrito 

Federal, a los funcionarios y empleados y, en general, a toda persona que 
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desempeñe un empleo, cargo o comisión de cualquier naturaleza en la 

Administración Pública Federal ... ". 

La responsabilidad administrativa se genera como consecuencia jurídica 

de los actos u omisiones realizadas por los servidores públicos en ejercicio 

de sus funciones. que afecten la legalidad, honradez. lealtad, 

imparcialidad y eficiencia que c:lf3ben ser observadas en el servicio público. 

dando lugar a la instruccic)n del procedimiento administrativo ante los 

órganos disciplinqrios .y.\:f lg aplicación de las sanciones (amonestación, 

suspensión del emQleo; cargo o comisión, destitución del empleo, cargo o 

comisión; sanción económica. inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos. cargos o comisiones en el servicio público y arresto - para los 

cuerpos de seguridad pública - atendiendo a la naturaleza de la 

obligación que sé transgreda). 

Dichas sanciones administrativas se impondrán previa substanciación de 

un procedimiento llevado a cabo por el superior jerárquico. tratándose de 

responsabilidades menores y por la Secretaría de la Controlaría cuando se 

trate de una responsabilidad mayor. respetando en todo momento las 

garantías de legalidad, fundamentación y motivación y seguridad jurídica 

previstas en nuestra Carta Magna. 

De especial interés para los estudios de este tipo de responsabilidad ha 

significado la inclusión en la nueva Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de México y Municipios, la regulación del 

fincamiento de responsabilidades cidministrativas de carácter resarcitorio, 

distintas -como ya se dijo- de las disciplinarias. toda vez que las primeras no 

buscan "corregir" a los funcionarios. sino reparar o resarcir los daños y 

perjuicios estimables en dinero. que se causen a la hacienda pública. 
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A nivel Estatal. (Estado de México), este tipo de responsabilidad encuentra 

su fúndamefüo'en el últir-Q() pórrafo·oel·artícÚloc l 2q ~~:lq ~óhstitoción 
PolíticacLoéa_l,.que~e~ta~J~c:e·gu~--ló:L~y.d~-Reipot"lsgbilid98es~ql)e .•. E)xpida. 

la Legislatura, r(79.ularáspjetos, prÓc:edimi~ntqs; ~q~dion~$ e~l~··mqteria. 
(Artículo 42 y subsiguientes qe la ley citódci),9 -

"Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México y 
Municipios. Arts. 42 al 77. 
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V.- RESPONSABILIDAD CIVIL. 

En todo el Título IV de la Constitución Federal. en especial en el artículo 109 

que se.ñala los diferentes tipos de responsabilidad de los servidores 

públicos, no se define la responsabilidad civil, pese a qu~e ~QJ9,E32<PQSición 

de motivos de las reformas a este título Constitucional hacían referencia a 

ella. La única que se encuentra esta contenida en el párrafo octavo del 

artículo 111 Constitucional que señala que este tipo de responsabilidad 

puede generarse a cargo de cualquier servidor público y deberá exigirse 

mediante demanda. 

La existencia de este tipo de responsabilidad nace del principio de que 

"nadie tiene derecho a dañar a otro" con fundqmento Constitucional en 

los artículos 1 º, 12, 13 y 27, que tute.Ion la igualdad ante Id Ley, Id 

inviolabilidad de la propiedad, etc. 

Con apoyo en lo anterior, si nadie esta obligado a soportar un daño en 

detrimento de su persona o de su patrimonio, sin justa causa, .cuando un 

servidor público cause un daño o perjuicio en ejercicio de sus funciones, 

incurre en responsabilidad, de acuerdo a lo establecido por el artículo 191 O 

del Código Civil Federal. 

Esta responsabilidad. en sentido estricto, debería ser imputada 

directamente al Estado, toda vez que los servidores públicos en ejercicio 

de sus funciones actúan por el órgano, no como individuos. por lo que los 

daños que ocasionen deberían ser imputados al ente público, para que 

respondan por ellos. 
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No obstante, de conformidad a lo dispuesto por el·artículo 1928 qel Código. 

Civil Feqeral, ~L~~taqo sólo es re.sponsqble de manera subsidiaria, ya que la 

responsabilidad directa ~s a c:grgo del servidor público co.rno persona 

física, no como órgano del Estaqo. 

Así las cosas en cuanto a los Auditores Internos del Sect9r Público, el 

derecho vigente atribuye una responsabilidad a las personqs morales (El 

Estado) por los hechos de sus agentes en el desempeño de sus funciones. 

El Estado, cor:n9 persona moral. es responsable por 1.os actos de sus 

funcionarios y, por ende, tiene la obligación de responder por estos en el 

ejercicio de lqs funéiones que le son encomendadas. Esta responsabilidad 

como ya se señqló es subsidiaria, lo que significa que sólo podrá hacerse 

efectiva contra el Estado cuando los funcionarios directamente 

responsables no tengan bienes, o los que tengan no sean suficientes para 

responder del daño causad.o. 

Esta responsabilidad civil del Estado no siempre ha sido admitida. En 

opinión de algunos autores. esta se contrapone al "Principio de 

Irresponsabilidad" del poder público; sin embargo en opinión de otros 

importantes autores como Andrés Serra Rojas. es a todas luces injusto ya 

que " ... el progreso actual del derecho administrativo ha planteado la 

necesidad lógica y justa de que estos daños deben ser reparados". La 

Pregunta inicial seria: ¿Quién debe reparar esos daños. el funcionario. el 

empleado o la administración pública'?. 1 ' 

10 Haro Belchez Guillermo. El régimen disciplinario en la función pública. 
Editorial IAPEM. Pág. 39. México 1993. 
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Sobre este particular, es bien sab.ido que el Estado es··una persona jurídica 

que actúg p9rme,c!JS{ c:l5?_é>rQ<Jí1~s.qúe hor·-sidqcr~Ódos ·por .n1andatos 

leg61es;·es~cj~q[r/~~.t~rq}\li~it9:~ás,c-C;tE?--~9füp~t~n~i~t~1{)_sFsl.J91E3'.scse·~Jerceri 
por titulares .. de lq fÓnciÓn) I3'Ublité:i; :qüe:: son ; persphós fisicas;···.En e·sta 

-:.~ o.-.~,·.- - - .'-·- ':¡., __ , ·-:-.=-_', •,:,·",_t_'-:-~_~c-.,_o_ -·---<;..-· - --~~·' --___ .J_.- _. -: •. _-:. ____ ._ - \;:-; ~'·: .-_. ~: ,_. ' ---:. ·----·· ·_:: º_;_, ·.-- .- '.- . 

actividqc:J estatC!I se{pl)ed~n. lesiO,riqr.' 1()§:-.cjerechos d~- ioi.pc)rticulares, 

existiengp_ la __ ()J2ligqs;iQn_ .c.:!~.-.L'J9.~_rnnizarlos por _lo~ _e.~rjuisios que se 

ocasionen. 

Es un principio del Derecho Administrativo la "Teoría del riesgo", creada por 

el Estado pdra el fu,ndonamiento de los servicios públicos y el ejercicio de 

sus demás actividades. 

Dada la áusenda de disposiciones de Dére_cho Administrativo que de 

manerq generql regulen la ResponsabiHdqq del Estado por los daños 

causados a los particulares, es menester aplicar en principio las reglas del 

derecho común; y sólo en aquellos cqsos en los que exista alguna norma 

de excepción, señalada por el derecho administrativo, deberá 

considerarse esta antes que las del Derecho Civi1.11 

Normalmente, los textos legales relativos a las responsabilidades de los 

servidores públicos tanto Federales como Estatales, señalan al Estado 

como subsidiariamente responsable por la reparación de los daños 

causados a particulares por los servidores públicos. 

11 Haro Belchez Guillermo. El régimen disciplinarlo en la Función Pública. Editorial IAPEM. Pág. 
39. México 1993. 
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En opinión de Guillermo Haro Belchez, es menester superar. el dogma de 
- - • • • .-.- •--_-- r ·-=--~ • • •: ' ' " •', __ : _ , _• •" _:___:_:· ·• ••, _ • --', • , • • - . - ., - •" • - • -.. •: r • '.~·' 

que '·'e/E_~tgqq 09 pi¿~g~gcil[sgrqgfio'', p'orlo·quy se.ría.positivo que ante 

los pcirticülar~I=f~S,p()r:)gief~ 'el Esteg:i<5,· que·q~=· mar,:era ¿9?t~rior···podría· 
exigir g. ~l), .~mP.1fi(;lqg cciusante del dañ() •.. qú~ C::Ubriera lc:is cantidades 

pagadas. 12 

Además de este daño que los servidores públicos pueden ocasionar a los 

particulares, también aquellos pueden causar daños y perjuicios al 

Patrimonio del Estado, lo que produciría una responsabilidad resarcitoria, 
- . . ' .. 

regulada por leyes y procedimientos administrativos. 

En resumen, la responsabilidad civil de los servidores públic()s sólo se 

genera respecto de los particulares, por los daños .que aquellos .les 

ocasionen en ejercicio de una función pública, deblenqo.~er demandada 

conforme a las normas del derecho civil con Independencia de que su 

contenido sea resarcitorio, pues de no ser así estaremos en presencia de 

una responsabilidad penal o administrativa. 

En la legislación Estatal (Estado de México), dicha responsabilidad civil. la 

recoge el Título Sexto de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado y Municipios. en su título Sexto (de la indemnización por 

reparación de daños de los servidores públicos. artículos 100, 101 y 102) y 

no es ajena a los mismos vicios que la legislación Federal. 

En esta parte de la Ley de Responsabilidades referida hay que hacer notar 

que tales artículos fueron derogados por Decreto número 11 de fecha 04 

de febrero de 1997. publicado en la Gaceta del Gobierno Estatal de fecha 

7 de febrero de 1997. decreto donde se publica el Código de 

'~Ibídem. Pág. 40 
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Procedimientos Administrativos del Estado de México, supuesto que se 

tratará con may~íe1mplitud en el siguiente capítulo.13 

13 Gaceta del Gobierno del Estado de México de fecha 07 de febrero de 1997. 
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VI.- RESPONSABILIDAD PENAL. 

El artículo 109. de la Constitución Federal en su fracción 11 establece 

clarament~ "La comisión de delitos por parte de cualquier servicjor.pyplico 
-_- - , . .--_, ·- ,_- "-· 

será Perseguida y sancionada en los términos de la Legislación Penal". El 

CapftulqX d.eLCó.digo Penal Fec:Jeral, .ql!e .. cooiieoe.LQ$_arJ(c~·L¿s2t~_al.224, . 
-·, , ••. ·' • . . - - -.·-- •º . - ~7-:--.---:::,··. -;-;--:· . .,..--,---------~--e------·-·'·-,--- --'---- ----, -

comprende· once figuras delictivas, en lasque~neCesqriqrnerlt~ sglvo la 

excepcié>n prevista en el artículo 212 (" ... S(.3 im_p()ntjrán las mismas 

sanciones previstas para el delito de que se trate q cuc¡lquier persona que 

participe en la perpetuación de alguno de los qelitos previstos en este título 

o el subsecuente ... "). Los delitos del aludido .capítulo son: ejercicio indebido 

de servicio público, abuso de autoridad, coalición de servidores públicos, 

uso indebido de funciones, concusión, intimidación, ejercicio abusivo de 

funciones, trófico de influencia, cohecho, peculado y enriquecimiento 

ilícito. 

Las penas previstas por la comisión de estos delitos van desde la sanción 

económica, destitución e inhabilitación poro desempeñar empleo, cargo 

o comisión públicas y también el decomiso de bienes cuya procedencia 

legal no se logre acreditar, hasta la privación de la libertad. 

Para este tipo de responsabilidad, existe "protección constitucional" para 

los servidores públicos de alta jerarquía. cuando cometan delitos durante 

el tiempo de su encargo. El Artículo 111 de la Constitución Federal señala 

quienes son los servidores públicos que gozan de esta protección 

constitucional: " ... los Diputados y Senadores al Congreso de la Unión. los 

Ministros de la Suprema Corte de Justicia de la Nación, los Secretarios de 

Despacho, los Jefes de Departamento Administrativo, los Representantes a 

la Asamblea del Distrito Federal, el Titular del Órgano de Gobierno del 
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Distrito Federal, el Procurador General de la Repú/:)lica y el Procurad.ar 
. - -· - ., - -

General efe Justicia c:fel Distrito Fecterql ... -;', (igua[situación se presenta a 

nivel Estatal (Estacjcr~ de~ Méxic:;o)~ (7n•closrartículos 22 a -26 ~_de ·la~ Ley~ de 

Responsabilidades d~ l()s Servic:JOres Públi~os d~I E~tqdq el~ .MéxiGo y 

Municipios). 

Es importante .reiterar que la aludida. protección Constitucional es un 

privilegio procesal en ma.teria pehcil otorgado no a la persona, sino al 

ejercicio de la función pública que tienen encomendada los servidores 

publicos antes citados. y ql)e c.:onsiste, en palabras sencillas, en que no se 

pueda proceqer penalme_nte contra el funcionario sin la autorización 

previa d.e la Cornara d_e Diputados, autorización conocida como 

decla.ración de procedencia. 

Esta misma Protección Constitucional también se extiende a los 

Gobernadores de los Estados, Diputados Locales y Magistrados de los 

Tribunales Superiores de Justicia de los Estados, con la particularidad de 

que en estos casos, la autorización o declaración de procedencia deberá 

conocerla la Legislatura Local correspondiente. para que ésta resuelva lo 

procedente. 

En relación con el Presidente de la República, el tratamiento es muy 

singular, toda vez que la declaración de procedencia da lugar a que la 

Cámara de Diputados asuma las funciones de Jurado de acusación, para 

iniciar un procedimiento similar al juicio político, en el que la Cámara de 

Senadores. con poder Jurisdiccional dictará Sentencia sobre su 

Responsabilidad Penal. 
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En el caso de la Legislación Estatal (Del Estado de México), la Constitución 
• , • • - < 

Política Lgcol, estat:>lece en .· su artículo 12i· que los DipUtados de la 

Legislaturacq~l·Estqdo~lm·Magistrqdgs del·Tribunal· Superior de Justicia ·y del 

Tribunq! c:J_e¡ 1d Q()ot~ociosq Administrativo; los Titulares de las Dependencias 

del Pode~ ·Ej~dGtivb y ~!Procurador General de Justicia, serán responsables ... ·. ,,·_,_ ,_·-·, ... - . - .. -

de los delitos grdves del orqen común que cometan durante el tiempo de 
---,-,-,--_o~----=--'-''---= =-.--;o-.oo_co-··c-·"- =-----=------ .·=---- -

su encargo y de los delitos, faltas u omisiones en que incurran en el 

ejercicio de sus funciones. 

Por su parte el Libro Seguncjq. Título Primero (Delitos contrq el E~tado) del 

Código Penal del Es!qgg g~ ty\é¡xico, c;;optiene los. cj91it9s qu(:} pueden ser 

cometidos por los s.~rvJc:!oJ(3s Públicos en el. desémpeñó de sus cargos. - -· .. ·- __ - _,._,_-,,_ ., .. -- ,-_ - - - . -· ' - - - -

entre los que s.e ~:r1cu~nfrall e.1 c..ohecho, el incumplimiento, ejercicio 

indebido y abgn9§Ó'<? .cj~· funciones públicas, la có.dlicióD; abuso de 

autoridad, trgfiq9:. def irif\lj~ncia, concusión, peculago y enriquecimiento 

ilícito. (Artfc:ulos l~ldl 47). 
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Vll.-REGÍMEN DE RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES 
PÚBLICOS DEL ESTADO DE MÉXICO Y MUNICIPIOS. 

Para empezar con el presente punto. tendré que establecer conforme a 

la forma del desarrollo de Tema de Tesis que nos ocupa, es decir tanto 

en la Constitución Local del Estado de México y la Ley Reglamentaria 

que es la Ley de Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado 

de México y Municipios. pero determinando la Responsabilidad Política. 

Penal. Civil y Administrativa. inicialmente la Constitución Política del 

Estado Libre y Soberano de México. la que en su Título Séptimo "DE LA 

RESPONSABILIDAD DE LOS SERVIDORES PÚBLICOS Y DEL JUICIO POLÍTICO, 

CONSIGNADA EN LOS ARTÍCULOS 130 AL 136". 

En el artículo 130 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano 

de México determina el establecimiento de quienes serán los sujetos 

como Servidores Públicos para el efecto de la aplicación de la propia 

Ley de Responsabilidades en cuanto a sus disposiciones, procedimientos 

y sanciones. es decir establece la generalidad de los servidores públicos. 

Por el contrario el artículo 131 de dicho norma constitucional local. 

establece una clasificación especial en cuanto a lo que se refiere a los 

Diputados de la Legislatura del Estado. Los Magistrados y los Integrantes 

del Consejo de la Judicatura del Tribunal Superior de Justicia. los 

Magistrados del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. los Titulares 

de las dependencias del Poder Ejecufr10 y el Procurador General de 

Justicia son responsables de los delitos graves del orden común que 

cometan durante su encargo y de los delitos. faltas u omisiones en que 

incurrar, en el ejercicio de sus funciones. así como el Gobernador que 

también será responsable por delitos graves del orden común y por 

delitos contra la seguridad del Estado. en este artículo se determina la 

base la procedencia de la Responsabilidad Penal. 
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Por lo que en el artículo 132 de dicha Carta Magna del Estado libre y · 

Soberano de México el constituyente. señala el.pr.Q.~ªs:!Lrrii~JJt() garg 19 

determinación de tal responsabilidad, señalqrido que la. Legislatura se 

erigirá en Gran Jurado para determinar si se procede contra el Servidor 

Público acusado, en caso de ser así el acusado quedara separado de 

su cargo y sujeto a la acción de los Tribunales Comunes; si la decisión d.e 

éstos fuera condenatoria, el mismo acusado quedará separado 

definitivamente, y si es absolutoria podrá reasumir su función. 

Por su parte el numeral 133 de la Constitución del Estado c:l.ª México, 

determina la responsabilidad administrativa en cuanto a la 

determinación y aplicación de la sanción, e11tendiénd9se por esta la 

Destitución a los Magistrados del Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado y de los Magistrados del Tribunal Superior de 

Justicia. 

El artículo 134 de la Constitución del Estado de México señala que los 

Servidores Públicos sancionados no gozarán del indulto por gracia. 

El artículo 135 de la Constitución del Estado de México establece en 

otorgar la facultad a todo ciudadano del Estado para denunciar ante 

la Legislatura los delitos graves del orden común en que incurran los 

servidores públicos del Estado. 

Por último el artículo 136 de la misma Constitución determina que en 

demandas del orden civil no hay fuero ni inmunidad para ningún 

servidor público. 

En los preceptos constitucionales que brevemente se han referido se 

especifica las bases para la determinación. aplicación y algunas reglas 

por la Responsabilidad de los Servidores Públicos del Estado de México. 



67 

por lo que en la Ley Reglamentaria .que es la Ley de Responsabilidades 

de los Servidores Públicos del Estado de México y Municipios,cla que si 

. determina la Respons~biliqqc[polJtic.q, f er:ial, C::ivil Y.ft.drojQls.tr:Qil\/2· ggrto 

que a continuación haré una breve reseña de dicha Ley, pero antes 

haré la mención en cuanto su antecedentes de dicha Ley únicamente 

en cuanto a las publicaciones de la misma. 

La primera de ellas fue la Ley de Responsabilidad de los Funcionarios y 

Empleados Públicos del Estado, de los Municipios y Organismos Públicos 

Descentralizados, expedida en el Decreto número 54 publicado en la " 

GACETA DEL GOBIERNO " del 28 de diciembre de 1955, la cuál fue 

derogada por la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Estado y Municipios que fue expedida por Decreto número 245 de la 

XLVIII Legislatura Local. de fecha 07 de abril de 1984, publicado en la " 

GACETA DEL GOBIERNO" del Estado de 30 de abril del propio año, para 

entrar en vigor el 1º. De mayo del mismo ejercicio. Las fes de erratas de 

este Decreto se publicaron en la " GACETA DEL GOBIERNO " de 30 de 

abril y 07 de junio de 1984. 

A su vez este Ordenamiento fue reformado por Decreto número 167 de 

la XLIX Legislatura del Estado, de 23 de Diciembre de 1986, publicado en 

la" GACETA DEL GOBIERNO" del Estado de 31 de diciembre de ese año. 

para entrar en vigor él 1 º. De enero de 1987. decreto emitido por el 

Gobernador Constitucional Licenciado Alfredo del Mazo González. 

Ordenamiento que fue derogado por el Decreto número 140 de fecha 

11 de septiembre de 1990. publicado en la" GACETA DEL GOBIERNO" 

del Estado. de la mismo fecha y año. emitido por el Gobernador 

Constitucional Licenciado Ignacio Pichordo Pagaza. 

Ley que estuvo vigente hasta el día cuatro de enero de mil novecientos 

noventa y cuatro, ya que por Decreto número once de fecha treinta de 
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diciembre de mil novecientos noventa y tres, publicado en la GACETA 

DEL GOBIERNO del Estado de México de fecha cinco de enero de mil 

novecientos noventa y ___ .cüqfrg, ~:ªrni!ig<2 __ ~PJ'C~~~lco~ g9pe1ngdqr 

Constitucional del Estado de Méxi,c:,qlig. ·~MlhlQ (JHUAYFET ¿HE~¿R, -s~ 
publicó la Ley de ResponsabilldqOesfdª ;los Servic:lmes Púplicos del 

Estado y Municipios, misma -que s~ .c9rnpus_() c:IE! 102 artículos y 6 
. . . 

transitorios repartidos en Seis Títtil()S; t~niendo ·diversas-_ reformas - y 

adiciones con fechas 11 de énerg de 1 ?95, 7 <:Je febrero de 1997, 3 de 

marzo de 1997 y 21 de diciembre de. 1998. 

Entre la principal reforma o adición se encuentra la realizada con fecha 

4 de febrero de 1997, en razón de la expedición del Código de 

Procedimientos AdministrOtivos del Estado de México. por lo que se 

derogaron los artículos 50. 66, 67, y del 100 al 102 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos, y con reforma del artículo 

65 de la citada ley de responsabilidad. quedando de la manera 

siguiente: " ... Contra los actos y resoluciones administrativas que dicten o 

ejecuten las autoridades competentes, en aplicación del presente 

ordenamiento, los particulares afectados tendrán la opción de 

interponer el recurso administrativo de inconformidad ante la propia 

autoridad o el juicio ante el Tribunal de lo Contencioso Administrativo, 

conforme a las disposiciones del Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México ... ". 

Por lo que la Ley vigenre de Responsabilidades de los Servidores Públicos 

del Estado de México y Municipios se integra de lo siguiente manera: 

TITULO PRIMERO. CAPITULO ÚNICO" DISPOSICIONES GENERALES". 

ARTÍCULOS 1 Al 4. 

Es este Título señala quienes serán los sujetos de responsabilidades en el 

servicio público tonto Estatal como Municipal, determinando que serán 
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aquellos que desempeñen cualquier empleo, cargo o comisión de 

cualquier naturaleza en la administración estatal 6 ml:Jnicipal; las 

obligaciones en dicho · servicio; Los tipos de responsabilidades 

(Administrativas, Disciplinarias, Resarcitorias y las que se deban 

determinar a través de Juicio Político); Las autoridades y Procedimientos 

para la determinación y aplicación de las sanciones (La Legislatura del 

Estado, El Tribunal Superior de Justicia, la Secretaría de la Contraloría, Las 

dependencias del Ejecutivo quienes sus propias leyes los faculte, los 

Ayuntamientos y Presidentes Municipales, los demás órganos que 

determinen las leyes), así como las de declaración de procedencia 

para enjuiciamiento de carácter penal a los servidores públicos que 

gozan de Fuero Constitucional y por último del registro patrimonial de los 

Servidores Públicos. 

TÍTULO SEGUNDO. 

PROCEDIMIENTOS ANTE LA LEGISLATURA DEL ESTADO EN MATERIA DE 

JUICIO POLÍTICO Y DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA. 

CAPÍTULO PRIMERO "SUJETOS, CAUSAS DEL JUICIO POLÍTICO Y 

SANCIONES". 

ARTÍCULOS DEL 5 AL 8. 

Se establece que los Servidores Públicos que serán susceptibles de Juicio 

Político serán los mencionados en lo Constitución Local (artículo 13 l) 

CAPÍTULO SEGUNDO. "PROCEDIMIENTO EN EL JUICIO POLÍTICO". 

ARTÍCULOS DEL 9 AL 21. 

Señala las formalidades y foses para llevar o cabo el Juicio Político a los 

Servidores Públicos investidos de Fuero por disposición de la Ley, los 

cuales podrán ser sujetos de dicho juicio y son los nombrados en el 

artículo 1 31 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de 

México. tema que no será abordado. toda vez que este tiene una 

tramitación especial en la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado y Municipios. 
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CAPÍTULO TERCERO. DE LA DECLARACIÓN DE PROCEDENCIA POR 

RESPONSABILIDAD PENAL". 

ARTICULOS 22 AL 26. 

Establece los lineamientos y pasos que se deberán de seguir cuando 

sea declarada la determinación de procedencia para el ejercicio de la 

acción penal en contra de los servidores públicos descritos en el artículo 

131 de la Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México, 

tema que no será abordado. toda vez que este tiene una tramitación 

especial en la Ley de Responsabilidades de los Servidores Públicos del 

Estado y Municipios. 

CAPITULO CUARTO. "DISPOSICIONES COMUNES PARA LOS CAPITULOS 

SEGUNDO Y TERCERO DEL TITULO SEGUNDO DE ESTA LEY". 

ARTICULOS 27 Al 40. 

Determina todos y cada uno de los actos procesales que puedan surgir 

dentro de la tramitación del Juicio Político a los Servidores Públicos que 

se les instaure. así como de la declaración de procedencia y cuando 

esta se actualice. así como de responsabilidad penal. 

TITULO TERCERO. 

DE LAS RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS. 

CAPITULO PRIMERO. DE LOS SUJETOS. ARTÍCULO 41. 

Determina que son sujetos de la Responsabilidad Administrativa los 

Servidores Públicos y todas aquellas personas a que se refiere el artículo 

2º de esta Ley. 

CAPITULO SEGUNDO. DE LAS OBLIGACIONES DE LOS SERVIDORES 

PUBLICOS. ARTICULOS 42 Al 44. 

Se establece cuales serán las obligaciones de los Servidores Públicos 

para no incurrir en Responsabilidad Administrativa, las que describen en 
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XXVII fracciones y todas llevan inmersas la Honestidad, Lealtad, 

Diligencia, Prudencia, Deberes y aemas ·cuestiones; pero con motivo del 

desarrollo del presente tema de tesis se omite la descripción de todas y 

cada una de ellas. 

CAPITULO TERCERO. SANCIONES DISCIPLINARIAS Y PROCEDIMIENTO 

ADMINISTRATIVO PARA APLICARLAS. 

ARTICULOS 45 AL 71. 

Cuando existan quejas y denuncias en contra de los servidores públicos, 

se iniciará el procedimiento disciplinario correspondiente, las cuales se 

remitirán en un plazo no mayor a cuarenta horas a la Secretaría de la 

Contraloría, cuando se trate de Servidores Públicos Municipales, los 

ayuntamientos dispondrán de la tramitación de las mismas, 

decretándose amonestación, suspensión, destitución, sanción 

económica, inhabilitación, de igual manera se señalan las reglas para la 

iniciación del procedimiento disciplinario y la aplicación de las 

sanciones siempre y cuando no se trate de amonestación, es este punto 

la parte medular del presente tema de tesis se encuentra inmersa en los 

artículos 42 y 59 de la propia ley de responsabilidades. que es :a 
iniciación, desarrollo y determinación de la Responsabilidad de los 

Servidores Públicos del Estado de México y Municipios y este podrá dar 

inició por las conductas exteriorizadas de éstos al no cumplir con las las 

obligaciones específicas que correspondan al empleo. cargo o 

comisión de todo servidor público. sin perjuicio o independientemente 

de sus derechos y deberes laborales, tiene un número determinado de 

deberes y obligaciones que la ley señala en su artículo 42 y que en 

general son conducirse con diligencia, honradez. honestidad. eficiencia 

y en general siempre realizar sus funciones en el marco de la 

Normatividad legal vigente. 

Por lo que para dar inició a dicho procedimiento la Ley en comentó en 

su artículo 59 fracción 1 reza lo siguiente: "Articulo 59. - Las sanciones 

administrativas cuya aplicación corresponda a la Secretarla, excepto la 
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amonestación, se impondrán mediante et siguiente procedimiento: t. Se 

citará al presunto responsable o uno audiencia, haciéndole saber to 

responsobitidodoresponsqbilidadesq_ue .se te imp_uten, f:.l lyg9[yhoro 

en que tendrá verificotivo dicho audiencia y su derecho o .ofrecer 

pruebas y alegar en lo mismo lo que a sus intereses convenga, por sí o 

por medio de defensor; podrá asistir o la audiencia, et representante de 

lo dependencia de adscripción que paro tal efecto se designe; 

Entre lo fecho de la citación y lo de lo audiencia, deberá mediar un 

plazo no menor de 5 ni mayor de 15 días hábiles." 

He aquí el único precepto de la multicitada Ley respecto de la 

iniciación y desarrollo del procedimiento disciplinario, ya que las 

subsecuentes fracciones del numeral en cita se refieren a que se cuenta 

con un plazo de treinta días hábiles para la emisión de la resolución esto 

es referente a la fracción 11. la fracción 111 refiere que en caso de que 

derive otras responsabilidades o la responsabilidad de otras personas se 

podrá realizar nuevas investigaciones y citar a otra u otras audiencias, la 

fracción IV se refiere a que si considera pertinente por parte de la 

autoridad y después de la cita a la garantía de audiencia se podrá 

suspender temporalmente al servidor público de su empleo, cargo o 

comisión. 

Respecto del artículo 60 establece que los plazos de prescripción se 

deberán tomar en cuenta los artículos que anteceden y en especial el 

artículo 59: La hipótesis del 61 señala que cuando el Procedimiento 

Disciplinario se levante ante la Secretaria de la Contraloria el ente de la 

Administración Pública a la que corresponde el actuado podrá designar 

un representante; Por su parte el numeral 62 determina que de todas las 

diligencias se levantará acto circunstancia debidamente firmadas por 

los ciue 1nt>:;r, ir1ieron en e!lo: L·~s ortlculos 63 y 64 establece que todas las 

resoluciones deberán constar por escrito y cuando estas impongan 

sanciones se deberán de inscribir en un registro y que además los 

órganos de la A.dministración Pública tienen la obligación de 

consultarlos cuol'd::J se pretenda controtor a un nuevo servidor público. 
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Por su parte el artíc~lo 65 señala que contra los actos y resoluciones que 

dicten o ejecuten· las autoridad~s. competentes en aplicación del 

pr~sent~~9rsf.<Ü1grriLE3nto se _tendrá l<:l ?PC::lón c:l~~~n.t_erpone¡r el Recurso 

Administrqtivo de inconformidad o el Juicio .ante el Tribunal Contencioso 

Administrativo, conforme a las . disposiciones del Código de 

Procedimientos Administrativos; Los qrtículos 66 y. 67 se encuentran 

derogados por decreto número 11 por. el que.se expide .. elC:ódigo de 

Procedimientos Administrativos del Estado de México, vigente a partir 

del 09 de marzo de 1997. 

El artículo 68 señala que la ejecución de las sanciones se efectuará de 

inmediato y la destitución o inhabilitación surtirá efectos al notificarse la 

resolución y se considerará de orden público. las sanciones económicas 

se constituirán en créditos fiscales y se harán efectivos a través del 

Procedimiento Administrativo de Ejecución. 

El artículo 69 establece que cuando durante la instrucción del 

procedimiento el servidor público confesare su' responsabilidad se 

dictará de inmediato resolución a menos que la autoridad que conozca 

disponga con la tramitación del procedimiento se acreditará la 

veracidad de la confesión de resultar cierta ésta confesión se 

procederá a imponer dos tercios de la sanción, si ésta es de naturaleza 

económica. pero siempre deberá de restituirse cualquier bien o 

producto que se hubiese obtenido con la infracción. 

En el artículo 70 se determina que las autoridades a efecto de dar 

cumplimiento a las atribuciones conferidas en esta ley podrán emplear 

las medidas de apremio que pueden ser: Sanción económica de hasta 

20 veces el salario mínimo vigente. auxilio de la fuerza pública y en caso 

de existir resistencia se estará a lo que prevenga el Código Penal. 

Por último el artículo 71 determina los plazos de prescripción para la 

imposición y aplicación de las sanciones será de 1 y 3 años. 
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CAPITULO CUARTO. DEL FINCAMIENTO DE RESPONSABILIDAC~S 

ADMINISTRATIVAS RESARCITORIAS. 

ARTICULOS 72 AL 77. 

Establece que la Secretaría de la Contraloría en ejercicio de ;~_15 

funciones podrá fincar pliegos preventivos de responsabilidad cuando 

detecte irregularidades por actos u omisiones de los servidores públicos 

que manejen fondos o valores y para garantizar el importe de los pliegos 

preventivos de responsabilidad se hará a través qel embargo 

precautorio sobre los bienes del Servidor Público que garanticen dicho 

pliego en forma inmediata. 

TITULO CUARTO. 

CAPITULO UNICO. DEL REGISTRO PATRIMONIAL DE LOS SERVIDORES 

PU BUCOS. 

ARTICULOS 78 AL 91. 

Se establece que la Legislatura del Estado. el Tribunal Superior de 

Justicia y la Secretaría llevarán el registro de la Manifestación de Bienes 

de sus servidores públicos de conformidad con esta Ley y disposiciones 

aplicables. así como la obligación de los servidores públicos a presentar 

su manifestación de bienes y bajo protesta de decir verdad. 

TITULO QUINTO. 

DE LA REMOCION DE LOS MAGISTRADOS DEL TRIBUNAL SUPERIOR DE 

JUSTICIA Y DEL TRIBUNAL DE LO CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO POR 

MALA CONDUCTA. 

ARTICULOS 92 AL 99. 

Se determino que el Gobernador y el Consejo de la Judicatura están 

facultados. de conformidad con los artículos 77 fracción XV y 133 de la 

Constitución Política del Estado Libre y Soberano de México. para 

solicitar ante la Legislatura. o en su caso. ante la Diputación 

Permanente. la destitución de los Magistrados del Tribunal Superior de 
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Justicia y del Tribunal de lo Contencioso Administrativo, cuando hayan 

incurrido en mala conducta, cuando esta haya sido debidamente 

acreditada. 

TITULO SEXTO. 

DE LA INDEMNIZACION O REPARACION DE DAÑOS DE LOS SERVIDORES 

PU BUCOS. 

ARTICULOS 100 AL 102. 

DEROGADOS. 

En las anteriores líneas se hizo una breve explicación de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México y 

Municipios, desde este momento se hace la aclaración de que para los 

subsecuentes capítulos del desarrollo del presente tema únicamente se 

tomara en cuenta de los artículos 41 al 71 de la presente Ley. 
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CAPITULO TERCERO. 

EL PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO COMO MEDIO PARA 

ACREDITAR LAS RESPONSABILIDADES DE LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS EN EL ESTADO DE MÉXICO. 

1.- EL CÓDIGO DE PROCEDIMIENTOS ADMINISTRATIVOS DEL 

ESTADO DE MÉXICO. 

Se considera importante para el desarrollo de este trabajo. citar el 

origen, finalidad y aplicabilidad de este ordenamiento, el cuál fue 

publicado en la Gaceta del Gobierno del Estado de México de fecha 

07 de febrero de 1997. bajo el Decreto número 11 de 04 de febrero del 

año referido. donde se dio a conocer el Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México. dentro del contenido de la 

exposición de motivos y como parte medular y de aplicabilidad en este 

tema, se desprende lo siguiente: 

" ... la iniciativa tiene dos finalidades fundamentales. Fortalecer el Estado 

de derecho. precisando la legalidad de la acción de los Servidores 

Públicos y estableciendo medios que garantizan el interés de los 

gobernados ante la Administración Pública ..... fortaleciendo, de este 

modo. la vigencia de la ley, la erradicación de la arbitrariedad ..... con 

el fin de reafirmar el principio que exige de todos los servidores públicos 

el acatamiento de la Ley, los dictaminadores adicionamos un artículo 

que será el 2 del Proyecto de Decreto. en los términos que a 

continuación se indica: El incumplimiento de las disposiciones previstas 

en este Código dará lugar a la responsabilidad de los servidores 

públicos, en los términos de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios ..... al examinar el contexto 
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del artículo 186 se encontró que es conveniente aclarar que dentro del 
.;'. ·.· - - '-·' . ' 

concepto de particulares se iriC:luYe a los serviqores públicos a quienes 

se .. les atribuye. alguna causai:d~cLt3.~P8.Qs8~l::)iJi~.<:;i~t~§gmLniSJ[ajj'-"9• C:Qrno. 

actualmente se desprE3Qde· del artrctJ1~ ;65 . de la Ley de 

Responsabilidades de los· Sef:0idoré's~~P.úblii;s,del·Estódo y Municipios, 

cuya reforma se propone en E;ll Cl[tícGlo;búint; transitorio, .... en cuanto al 

supuesto de los servidores f:?ÚpliC()S""9qrninistrotiVOS que gozan de fuero 
. - . . - . 

Constitucional, las comisiones fueron coincidentes en el sentido de 

mejorar la redacción del tercer párrafo del artículo 281 , para precisar 

que la solicitud de desafuero se tramitará y resolverá con sujeción a la 

ley de la materia. para ese fin se propone la siguiente redacción: En 

caso de que el servidor público administrativo goce de fuero 

Constitucional. la sección de la Sala Superior formulará ante la 

Legislatura Estatal la solicitud de declaración de desafuero, en cuya 

tramitación y resolución se aplicarán en lo conducente las disposiciones 

del Título Segundo de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado y Municipios ... ". 14 

Estos fueron los criterios que se introdujeron en el Código de 

Procedimientos Administrativos para el Estado de México, en cuanto a 

lo que respecta al ámbito de responsabilidades de los servidores 

públicos, que es lo que en principio podría ser de interés para el 

desarrollo del presente tema de tesis, en una parte así lo es. pero lo 

cierto es que la importancia de este ordenamiento se centra en el 

hecho que tiene por objeto regular el procedimiento administrativo ante 

los autoridades del Poder Ejecutivo del Estado, los municipios y los 

organismos auxiliares de carácter estatal y municipal. así como también 

el proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de México. {Artículo l º del Código de 

Procedimientos Administrativos del Estado de México), por lo cuál con la 

1·1 c,·1Jigl1 J.: l'n1c·.:di111i.:11lll' .\J111inislralill1S Jd 1:-,tadn J.: \k\i.:O. l"olu.:a . .-\goslo J.: (9lJ7. Págs. 15-31 
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creación del Código de Procedimientos Administrativos del Estado se 

estructuró un Procedimiento Administrativo Común. 

Mismo que es· aplicable al procedimiento para la determinación de 

responsabilidad de servidor público. toda vez que el descrito y 

especificado en el artículo 59 de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios. es deficiente. se utiliza esta 

palabra, ya que el procedimiento detallado en el numeral que 

antecede no tiene un orden lógico - jurídico. así como un método a 

desarrollar, pues únicamente se describen algunos datos de método, sin 

que este sea ordenado. situación que si contempla el que se encuentra 

contenido en el Código de Procedimientos Administrativos del Estado 

de México. 

Es importante señalar que el citado Código de Procedimientos 

Administrativos. hasta hoy en día únicamente ha sido reformado y 

modificado una sola vez. reforma que se llevó a cabo por Decreto 

número 45 del Ejecutivo Estatal. debidamente aprobado por la H. "LIV" 

Legislatura del Estado de México, el que se publicó en la Gaceta del 

Gobierno de fecha 21 de diciembre de 2001. por medio del cuál se 

reformaron los artículos 1. 12. párrafo tercero, 135, 211. primer párrafo. 

212. 213. 21 4, 218 y 228. Se adicionan los artículos 21. con un segundo 

párrafo. 26. con un quinto párrafo, 62, con un último párrafo y 280 con 

un tercer párrafo. Derogandose los artículos 266 y 27 4, todos del del 

Código de Procedimientos Administrativos del Estado de México. 

En ese tenor de ideas se consideró necesario reformar el artículo primero 

para ampliar el listado de órganos. entidades públicas y controversias a 

las que por su propia naturaleza. no les son aplicables las disposiciones 

del Código de Procedimientos Administrativos; y para definir el acto y 

procedimiento administrativos. cuya noción es indispensable para 

adquirir una concepción integral de las instituciones jurídicas que 

constituyen la base del derecho procesal administrativo. 
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La reforma del artrículo 12 en su párrafo tercero fue para adecuar su 

contenido al actual horario de labores de la administración pública d.el 

Estado de)l\éxiC:o. 

Respecto de la reforma del artículo 135, fl.Je: en ~I .sentido de que la 

afirmativa ficto que en su momento significó una novedad y avance 

sustg_nc:;iqJ ge la legislación en materia del silencio administrativo, en la 

· actudli9,gd se considera que presenta serias dificultades la 

interpretación y aplicación de esta ficción legal, pues el precisar el 

momento en que se configura; establecer de manera expresa la 

potestad de la autoridad para negar la certificación respectiva, 

cuando el interesado no reúna los requisitos que señalen las 

disposiciones legales; puntualizar las materias administrativas en las que 

opera, y ampliar los casos en que por razones de interés público no es 

aplicable. 

Por otra parte se determinó que para el funcionamiento del pleno del 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo, se requiere un secretario 

general encargado de preparar las sesiones y dar fe de los actos y 

resoluciones que tome el órgano judisccional cuando funcione en 

pleno, por lo que fue pertinente reformar los artículos 211 a 21 4 para 

incorporar a la estructura del Tribunal la figura del secretario general del 

pleno. 

Desde la abrogada Ley de Justicia Administrativa del Estado de México, 

la competencia territorial de las salas regionales se determinó en razón 

del domicilio de las autoridades demandadas. lo que propició desde un 

principio una distribución desigual de las cargas de trabajo. por lo que 

la reforma al artículo 228 fue para determinar la competencia territorial 

de las salas regionales en razón del domicilio de los actores. lo que 

además de permitir una distribución proporcional de los juicios. 

acercará a los gobernados los servicios de impartición de justicia que 

presta el Tribunal de lo Contencioso Administrativo. 

Con el propósito de agilizar el trámite del procedimiento y proceso 

administrativos. y precisar la actuación de los particulares. autoridades y 
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tribunal , se planteó la necesidad de adicionar los artículos 21, 26, 62 y 

280, para establecer la coadyuvancia de los particulares y·• de las 

autoridades en la reposición de expedientes, en C:OS,()Q~~:E?.~flic::!Q.<:>' 

extravío; facultar al Tribunal para diligenciar notificaciones por 'exhorto;· 

en los casos en que éstas deban practicarse fuera del Esfodo; dar orden 

y claridad en la presentación de documentos en eil p/62~so; y conferir 

atribuciones al magistrado para ampliar el plazo·de las autoridades 
.-· __ , :'··:.· ::· '·:. 

para dar cumplimiento a la sentencia o iniciar su cumplimiento. 

Por último, la derogación de los artículos 266 y 27 4; el primero. para 

darle mayor claridad y celeridad al proceso; y el segundo, porque 

técnicamente es recomendable que las causas de invalidez de los 

actos y resoluciones administrativas se encuentren reguladas por el 

código sustantivo. 
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11.- PROCEDIMIENTO ADMINISTRATIVO Y RESOLUCIÓN ANTE LA 

CONTRALORÍA INTERNA. 

Como consideración previa al desarrollo de este tema. y sobre el 

particular del inició del procedimiento administrativo disciplinario por 

responsabilidad de servidor público. en la Ley Reglamentaria en la 

Entidad Federativa de México. contemplado en el artículo 59 de la Ley 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de México y 

Municipios es a todas luces es deficiente, carente de un orden jurídico y 

de método de desarrollo, tal y como ha quedado de manifiesto en el 

tema que antecede al desarrollo de este y que ha sido tratado 

ampliamente. 

Efectuada la anterior afirmación. para el inició de la instauración del 

Procedimiento Administrativo por Responsabilidad de los Servidores 

Públicos, deben quedar perfectamente delimitados tres aspectos que 

como incisos quedarán detallados a continuación: 

A). Para que el Superior Jerárquico o la Autoridad 

Administrativa Estatal o Municipal puedan dar inició al 

procedimiento por responsabilidad de servidor público. según 

sea el caso. deberá existir una conducta exteriorizada y 

materializada de un Servidor Público perteneciente al Estado 

de México y que con ella se transforme en uno transgresión o 

las obligaciones que lo propia ley de responsabilidades en ~u 

artículo 42 les impone o los servidores públicos del Estado de 

México y Municipios. violando con ello los principios de 

honestidad. eficiencia y honradez. que deben observar. 

cumplir y respetar con motivo del desarrollo de sus labores. 
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B). Una vez que ha existido una conducta exteriorizada y 

materializada que transgrede las hipótesis del artículo 42 de la 

Ley de~Responsabilidades, por parte del servid_o.c Rl'.Jblico, .ésta 

debe ponerse en conocimiento del Superior Jerárquico o del 

Órgano de Control. para que estos dentro del ámbito de sus 

competencias se aboquen a la realización de todas y cada 

una de las diligencias. indagaciones. averiguaciones e 

investigaciones que sean necesarias para corroborar la 

conducta irregular e:<teriorizada y materializada por el servidor 

público que se denominará presunto infractor. 

Al efecto el superior jerárquico o el órgano de control interno 

puede llegar a conocer de dos maneras de la conducta 

irregular efectuada por el servidor público y que son: La 

primera por una Denuncia o Queja que puede ser presentada 

por un particular afectado ó también por un Servidor Público 

que conforme a las funciones que desarrolle se percate y 

conozca de la conducta irregular. ya sea porque sean 

compañeros de trabajo o supervise a dicho infractor. 

La segunda forma para conocer de las conductas irregulares 

de los servidores públicos es a través de los órganos de control 

interno (Controlaría Interna). la cual en ejercicio de las 

funciones que desarrolla como son: Inspección. Vigilancia y 

Fiscalización y de manera general la supervisión de las 

actividades y funciones desarrolladas por los Servidores 

Públicos. aquí en este punto he de señalar que estos órganos 

de control son también los llamados órganos disciplinarios y 

son los encargados de la iniciación y tramitación del 

Procedimiento Disciplinario. así como de la aplicación de las 

sanciones que correspondan conforme a la Ley. 

En esta situación es importante puntualizar que atendiendo cil 

estrato de la administración pública en que desarrolle sus 

labores el servidor público, por lo que en el ámbito estatal. es 
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decir los que presten servicios en los órganos de la 

administración central estatal; conoc~rá la Secretaría de la 

Contralóríó guJéh tien_e .sus facultades en los artículos : 19 
----- - ,--7-·-·--• --.~_,.----.--·· ----·.-e - ------""""'----;- •.... ·o:~---------- -------- --------0 --,-=----='-.O""O-C.-- '--- - -

fracción X y 38 Bis de la Ley Orgánica de la Administración 

Pública del Estado de México. 

En la Administración Pública Municipg¡ es la Contraloría 

Municipal quién tiene sus atribuciones y facultades inmersas en 

los artículos 11 O al 113 de la Ley Orgánica Municipal del Estado 

de México. 

En los Organismos Auxiliares de · la Administración ya sean 

Estatales o Municipales pero estas entran en cada uno de sus 

ámbitos ya mencionados; aquí es importante hacer notar que 

tanto la Secretaría de la Contraloría como las Contralorías 

Internas tienen ámbitos de aplicación similares en cuanto a sus 

atribuciones y facultades, pues estas son las encargadas de 

aplicar y utilizar las disposiciones de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 

México y Municipios y del Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México. 

C). Antes de iniciar el procedimiento administrativo por 

responsabilidad de servidor público el órgano de control debió 

de haber realizado todas las investigaciones e indagaciones 

correspondientes, tal y como lo señalan los artículos l 13 y l 14 

del Código de Procedimientos Administrativos para el Estado 

de México. en el artículo l 13 se establece que el 

procedimiento administrativo podrá iniciarse de oficio o o 

petición de parte y el numeral l l 4 señalo que cuando el 

procedimiento administrativo se inicie de oficio tendrá que 

existir un acuerdo por escrito de iniciación del procedimiento 

de oficio por autoridad competente. además antes de dictar 

el referido acuerdo la autoridad administrativa podrá abrir un 
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período de información previa p9ra .conocer a detalle las 

cuestiones del caso concreto y <estar en posibilidad de 

determinar la conveniencia .o~no~ci~ iniciar el_ procedimiento, 

misma situación deberá de seguirse cuqnd.o el procedimiento 

administrativo disciplinario se ir.1icie a petición de parte. 

·Por 10 que una vez que se cuentan con los elementos 

necesarios y contundentes para iniciar el procedimiento 

administrativo. la autoridad instructora asignará un número de 

expediente que será progresivo, donde se deberá incluir la 

referencia al año que da inició el procedimiento. 

Por lo que al haber realizado tales pasos. entonces la 

autoridad instructora deberá dar inicio al procedimiento 

administrativo, comúnmente llamado Procedimiento 

Disciplinario por responsabilidad de Servidor Público, citando 

al desahogo de la Garantía de Audiencia. 

Realizadas las anteriores precisiones. nos encontramos ante el 

verdadero inicio del procedimiento administrativo por responsabilidad 

de servidor público. el cuál para su iniciación deberá de existir una serie 

de actos procesales previos que a continuación se enumeran: 

1. Sé procederá a la elaboración del citatorio para el 

desahogo de la garantía de audiencia. es de importancia 

señalar que en la Ley de Responsabilidades en la fracción 1 

del dispositivo 59 establece en forma somera como debe 

de realizarse el citatorio. pero no es muy claro. por lo que el 

artículo 1 29 fracción 1 del Código de Procedimientos 

Administrativos para el Estado de México señala 

claramente que para el caso de Garantía de Audiencia 

por actos administrativos privativos (Libertad. Propiedades, 
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Posesiones o Derechos), el citatorio deberá de contener, 

diversos requisitos entre los que se encuentran el nombre 

del servidor público, lugar, fE3~hQCY~hors:i~ªnJ~gl)E::)jE:10cJrá 

verificativo la audiencia, el objeto. o alcance de la 

diligencia, el derecho del interesado a aportar pruebas y 

alegar en la audiencia por sí o por medio de defensor, 

debiendo este estar debidamente fundamentado y 

motivado por la autoridad que lo emite. 

2. A continuación se procederá a citar al presunto Servidor 

Público para el desahogo de la Garantía de Audiencia al 

cual le daremos el nombre de Servidor Público Actuado, 

pudiendo ser notificado y citado de manera personal de 

dos formas: La primera que el citatorio le sea entregado en 

el lugar donde desarrolla sus funciones. El otro supuesto es 

realizar la notificación personal en el domicilio particular del 

Servidor Público que se tenga registrado en el expediente 

personal del referido. siendo aplicables los artículos 24. 25 

fracción 1, 26 del Código de Procedimientos Administrativos 

del Estado de México. pero en la especie el articulo 26 es 

quién determina el procedimiento para realizar la 

notificación personal, ya que el artículo 24 señala que las 

notificaciones se deberán de realizar a más tardar el día 

siguiente a que se Dicten los resoluciones o actos. por su 

parte el numeral 25 fracc:1ón determina que las 

notificaciones se harán personalmente a los particulares 

cuando se trate de citaciones. requerimientos y en general 

actos que puedan se1· impugnados. de igual forma se 

establece que se podrán hoc<?r Por Correo Certificado. 

En el dispositivo 26 se s<?r·::ilo ~1',_;'? !•::i notificación personal se 

realizara en el domicilio que se tenga en los archivos de la 

dependencia pública. 
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La notificación deberá realizarse en el domicilio que se 

tenga registrado en su expediente personal, procurando se 

lleve .. cabo . con el interesgg9, · §n· c:gsº ge ql).~ no .se 

encuentre físicamente el buscgdo, ~e dejará .citatorio con 

cualquier persona que se encuentre en el domicilio; para 

el efecto de que al día siguiente hábil y a una hora 

determinada espere al Notificador para realizar la 

diligencia, en caso de que se negare a recibirlo se fijará el 

instructivo en la puerta o lugar visible del domicilio, en caso 

de que el interesado no atendiere al citatorio la diligencia 

se realizara con la persona que se encuentre en el 

domicilio o si esta también se negare a recibirla, se fijara el 

instructivo en la puerta o en lugar; en caso de que el 

domicilio se encuentre cerrado se hará con el vecino más 

próximo además de que se fijará en la puerta o lugar 

visible, además el notificador asentará todas las 

circunstancias observadas en la diligencia. 

Al realizarse la notificación se correrá traslado al interesado 

o la persona con quién se entienda la diligencia con la 

copia simple del documento. en este caso será con la 

copia del citatorio con que se le notifica para 

comparezca a desahogar la garantía de audiencia, 

además manifestando la autoridad instructora que se 

encuentran a su disposición los actuaciones que forman el 

Procedimiento Disciplinario para su consulta. 

En caso de que el procedimiento disciplinario se inicie por 

una queja o denuncia por un particular o servidor público 

estos también serán llamados al desahogo de la garantía 

de audiencia a efecto de que ratifiquen la denuncia o 

queja. si es que esta no ha sido ratificada con anterioridad. 

ya que en ese caso pudo haber sido ratificada cuando se 
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llevó a cabo las investigaciones anteriores al inició del 

Procedimiento Disciplinario. 

Una vez que se han realizado las notificaciones no 

debemos olvidar que estas se deben c:fe realizar para el 

servidor público actuado entre la fecha cje la citación y la 

dela audiencia, deberá mediarun,plqzo=no=menorde 5 ni 

mayor de 15 días hábiles y para todas aquellas personas 

que deban de intervenir (Particulares afectados, 

denunciantes y demás), se harán con una anticipación de 

48 horas al momento en que deba efectuarse la 

actuación o diligencia, tal y como lo dispone el artículo 27 

del Código de Procedimientos Administrativos. Es de 

relevancia señalar que en la práctica las autoridades 

administrativas al querer levantar un procedimiento 

disciplinario y se trate de un servidor público que en su 

ámbito laboral se trate de un empleado de base cometen 

el error de citar a la Representación Sindical para que 

comparezcan en la Garantía de Audiencia, ya que si esta 

Representación comparece en tal carácter entonces le 

estaría quitando el carácter de un Procedimiento 

Disciplinario de carácter Administrativo y estaríamos ante 

la mezcla de dos áreas totalmente diferentes. en caso de 

que el personal de la Representación Sindical quiera 

comparecer en la Garantía de Audiencia únicamente lo 

podrá hacer como defensor o defensores del Servidor 

Público Actuado sin hacer constar el cargo de los mismos. 

3. Por lo que al hacer la precisión que antecede me 

referiré al desahogo de la Garantía de Audiencia, el 

artículo 59 de la Ley de Responsabilidades de los Servidores 

Públicos del Estado de México y Municipios en ninguna de 

sus IV fracciones señala cual será o como será el desarrollo 



88 

de la Garantía de Audiencia, entonces recurriremos 
- - -

- nuevamente al artículo 129 dél Cóqigo de Procedimientos 

Adrnlnistcati~P1-~gQg~§l)_siJ,f tcf'icg_lóJJ_J] s,~flQlg l9s -Rgsos para 
el desahogo, cj~ ~ichc¿ qiljge,~cia~; que-so~: ---- --- --- - - --

a). Lo autoridCld dé:frá a ·conocer al particular las 
··. · .. ;·. ·~ ••. • _, - ;~. ,._, :· ,··· -· : .<, -~ : . .. ' -

constanc;lqs y. pn.Jel:)as que o_bran en el expediente del 

-- -- asunto, en su c9so. ---

b). Se a_dmitlrór\ y desahogarán las pruebas que se 

ofrezcan. 

c). El compareciente formulará los alegatos que considere 

pertinentes. 

d). Se levantará acta administrativa en la que consten las 

circunstancias anteriores. 

En el precepto descrito se señalan los pasos a seguir para el desahogo 

de la Garantía de Audiencia, estos pasos son de manera general, ya 

que ningún ordenamiento establece en forma particularizada los pasos 

para el desahogo, por lo que a continuación y a efecto de desahogar 

en forma correcta la Garantía de Audiencia, propongo que se deberá 

desahogar de la siguiente forma: 

1.- Una vez que se han satisfecho los requisitos del artículo 

114 del Código de Procedimientos Administrativos del 

Estado de México, en el sentido de que con las diligencias 

previas que ameritan la iniciación del procedimiento por 

responsabilidad de servidor público y efectuado lo 

notificación al servidor público. donde se le hoce de su 

conocimiento los imputaciones en su contra por lo 

conducto o conductos e.xteriorizadas por este en el 

desarrollo de sus labores. donde se le concede la Garantía 

de Audiencia (Procedimiento por Responsabilidad de 

Servidor Público). poro que el dio. horo '/ lugar que se 
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señale el servidor públicg actlJado se de deberá presentar 

personalmente y si ·este lo<:onsidéra necesario·· podrá 

comparecer acompañado decsu.;d~fepso[. . __ .. ,, 

Es importante reiterar que el Sitatorio ~n , primer lugar 

deberá contener el nombre' y cfornicillo correcto. del 
'' \. : .. ' .' 

servidor público a actuqr~ fec;hg. lugar y hora exacta 

donde deberá de present'grse p~rsonalmente y si lo 

considera necesario asistido de su defensor. en el citatorio 

se expresará que el mismo esta sujeto a Procedimiento 

Administrativo Disciplinario por Responsabilidad de Servidor 

Público por haber transgredido alguna de las fracciones 

del artículo 42 de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado y Municipios. extractando la 

cond.ucta exteriorizada y materializada por el servidor 

público; al efecto se levantará Acta Administrativa, la que 

se.rá escrita en mayúscula compacta y cuando se deban 

de escribir números se hará así e inmediatamente con 

letra. podrá levantarse en hoja tamaño carta u oficio ya 

sea blanca o membretada y solamente se escribirá por 

una sola de sus caras. 

11.- Ya que se ha señalado la forma de levantar la 

actuación. se señalara el día. mes. año. lugar y hora 

exacta del levantamiento de la actuación administrativa. 

111.- Inmediatamente se hará constar quiénes serán las 

personas que vayan a intervenir en dicha diligencia. 

empezando por el personal que será quién desahogara la 

garantía quién podrá ser el Superior Jerárquico o Personal 

de la Secretaría de la Contraloría o Contraloría Interna de 

algún Organismo Descentralizado se hará constar su 

nombre completo. puesto y carácter con que interviene. 
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Inmediatamente después se hará comparecer al Servidor 

Público que le llamoremos Actuado acompañado de su 

_cjE')fE)_cisgr;JL~s~gt..JEfªsJ-ª:IQ~~g_Qsjf!~u::rn~cesario. 
En- cas; d-~-~0~-~(ici:i~~~di%l~~t~-~;~~i~l~~~ri~-- ;~ iniciara 

.· . ·. . .. 

por una- Den~ncia>:o~ Queja se hará comparecer al 
. . . . . ·. . ~ . 

Denu_nciante para e! ú_nico efecto de que ratifique la 

denuncia, si es que ésta no ha sido ratificada. 

Y por último si la Autoridad Instructora lo considera 

necesario se hará comparecer a Testigos de Asistencia, los 

cuáles podrán ser trabajadores o empleados que laboren 

para la Autoridad Instructora, se harán comparecer para 

el único efecto de que den la formalidad y presunción 

legal de que la actuación administrativa se levantó en 

esos términos. 

En este punto es muy importante señalar que todos los 

comparecientes deberán de identificarse plena y 

legalmente ante la Autoridad Administrativa Instructora 

con credencial o documento oficial donde aparezca su 

fotografía y firma, ya que de dicha identificación constara 

una copia fotostática en las actuaciones originales. 

IV.- Una vez que hayan quedado plenamente 

identificados los comparecientes se pasara a señalar el 

fundamento legal en que se sustente la garantía de 

audiencia y son los artículos 42. 43, 59 fracción 1 de lo Ley 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado 

de México y Municipios y los artículos 2. 129, 130, 131 del 

Código de Procedimientos Administrativos del Estado de 

México. 

V.- Por lo que al quedar señalado y descrito el fundamento 

legal del desahogo de la Garantía de Audiencia, en caso 
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de que el Procedimiento Disciplinario se haya instaurado 
- -

por una Quejq o Denuncia y está no haya sido ratificada 

se hará COQ1P9re_cer ql_-qenunciqnte_R_QJCC!~~Ll.'.Jr::fü::q"§f~ftq 

de que ratifique la denuncia si es que estéJ no ha sido 

ratificada con antelación al desahogo qecla gqrantía de 

audiencia. 

VI.- En caso de que la denurida haya sido ratificada con 

antelación se hará comparecer al Servidor Público 

Actuado asistido de su Defensor . que de igual forma 

corriparecerá y se procederá a ponerle en conocimiento 

de la posible responsabilidad en que ha incurrido, no 

obstante que en la notificación personal que se le hizo al 

Servidor Público Actuado para que compareciera al 

desahogo de la Garantía de Audiencia se hizo de su 

conocimiento que las actuaciones se encontraban a su 

disposición. una vez que se ha puesto en conocimiento de 

la imputación o imputaciones. el Servidor Público 

procederá a rendir su declaración, donde podrá 

impugnar. objetar o desvirtuar tales imputaciones; en caso 

de que el Servidor Público Actuado no compareciere 

entonces actualizará en su contra la hipótesis de 1a 

fracción 111 del artículo 129 del Código de Procedimientos 

Administrativos, que a la letra dice: "De no comparecer el 

particular en el di'o y hora señalados en el citotorio, se 

tendrá por satisfecho lo goronti'o de oudlenclo".: 5 

En está etapa del desahogo de la Garantía de Audiencia 

el servidor público actuado también tendrá el derecho de 

ofrecer las pruebas que considere pertinente para 

acreditar su declaración. 
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En este punto es importante señalar que si de la 

declaración·- del servidor púl:llico actuado se desprende 

que e.~iste _un_g_c_oniesié.o.Jibl~.~e~prc(3s{:i.y~_es¡:font-ó)1ea .que 

contenga la aceptación cj~·1a:Jéspq~scibiii~ad_. que se le 

imputa, la qutOric!ad, instruc:::tÓra-tP.iJedk<hptar por la 

ap[icg~ión cJeil.supuesto que coriterr1~1~.él artículo 69 de la . . .. ·-·· .. -

Ley de· Responsabilidades;- en el ·-sentido de - que la 

autoriqad procederá de . inmediato a dictar resolución, 

salvo que dicha autoridad estime pertinente la recepción 

de las pruebas para acreditar la veracidad de 1.a 

confesión. 

VII.- Una vez que ha rendido su declaración el servidor 

público actuado este procederá a realizar su ofrecimiento 

de pruebas y para lo cual tendremos que circunscribirnos a 

lo establecido en el capítulo cuarto en sus diez secciones 

del Código de Procedimientos Administrativos del Estado 

de México y será admisibles toda clase de pruebas, 

excepto la Confesional de las Autoridades Administrativas 

mediante absolución de posiciones. las que no tengan 

relación inmediata con el asunto y las que resulten inútiles 

para la decisión del caso, además se podrán ofrecer las 

siguientes pruebas; Confesional. Documentos Públicos y 

Privados. Testimonial. Inspección, Pericial. Presuncional, 

Instrumental y Fotografías y demás elementos aportados 

por la ciencia.16 

VIII.- Por lo que al ser ofrecidas las pruebas por el servidor 

público actuado. la autoridad instructora del 

Procedimiento Disciplinario. procederá a la aceptación o 

1" ..\riiculos 32) 38 Jcl l\iJigo Je l'roccJimicnlos ,\d111i11i,Jr<1li\o< Jcl LstaJo Je \l~\ÍCll. Toluca l '!97. l'iígs. ~5-~6. 
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no de las pruebas ofrecidas. por lo que u.na vez que dicte 

el acuerdo admisorio de las pruebas . se procederá 

co_of_Qrme QJc)~~JqbJ~c.iclo. en.~I g[tf c¡¿LQJ~Qc::j~l~Q.éc:ligg d.f3 
l . . - , . - . . • . 

Procedimientos Administrativos, es. dec.ir se señalara una 

fecha.para~el desqhogode·laspruébOs; la cual.no deberá 

dE:)·~xce~~rd~· 19c:Hc::1s posterioresa sv ofrecimiento, puede 

- ser·. que c::onfo'.rme.c·Olas pruebas ofrecidas-por· .. el.·servidor 
'- • e' . .,,-,._:.,_ •. ,, , · •. - • • 

públiC:~ ~~ ;d~s.gno~ue3h en una sola diligencia o en las 

neCE:~sarias. 

IX.- Al haber terminado el desahogo de las pruebas 

ofrecidas se procederá a declarar que el período de 

desahogo de pruebas a terminado y se pondrán a la vista 

del servidor público actuado las constancias originales del 

expediente a efecto de una vez que le sea notificado tal 

acuerdo y dentro del término posterior a los tres días 

exprese y formule sus alegatos, tal y como lo dispone el 

artículo 131 del Código de Procedimientos Administrativos. 

X.- En este punto es importante resaltar que la Autoridad 

Administrativa Instructora una vez que tiene todos les 

elementos para emitir una resolución, tiene hasta treinta 

días hábiles después de haber expresado los alegatos el 

servidor público actuado. tal y como lo dispone lo fracción 

11 del artículo 59 de la Ley de Responsabilidades de los 

Servidores Públicos del Estado de México y Municipios. 

Antes de continuar con el desarrollo del presente capítulo 

es importante resaltar que únicamente me he referido o 

que el servidor público actuado es quien ofrece pruebas 

así como el único que expreso alegatos. esto es, que 

conforme o lo establecido por el artículo 34 del Código de 

Procedimientos Administrativos del Estado de México que 
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determina que los actos .administrativos se presumirán de 

legales, en dicho numerql dé igualforma se establece que 

Jqs guJ<2rtc:f gf:i~~.~~qf!IJ:liqistiPJ[\¿~s__:ge6erglJ .• d.~.· ..• probar los 

hechos .c:iUe tos'rrótiv~n cu(:iÍ1tj9 eJ. interf3sado los. niegue 

lisa Y lldnan)enfE:), a rTieno~ qUe·19. negativa implique la 

afirmaC:ión. de otrohecho, s~pu~·stq q~e no ~s apliccit:lle a 

la autoridad administrativa • instructora; ya que al 

establecer el artículo 114 del Código mencionado en su 

segundo párrafo que la Autoridad Administrativa antes de 

iniciar el Procedimiento Administrativo abrirá un período 

previo de información para acreditar la procedencia del 

Procedimiento Administrativo, por otro lado tampoco es 

aplicable la hipótesis antes señalada, ya que al rendir su 

declaración el servidor público actuado e impugnar la 

responsabilidad, entonces estaría afirmando otro hecho. 

XI. - Por último para emitir la resolución la autoridad 

administrativa instructora deberá de emitirla en términos 

de lo dispuesto por el artículo 22 del Código de 

Procedimientos Administrativos del Estado de México. la 

cuál deberá ser clara. precisa y congruente con las 

cuestiones planteadas o las derivadas del expediente del 

procedimiento y proceso administrativo, además la 

resolución debe contener en cuanto a su forma ciertos 

requisitos los cuales conforme al artículo 136 del Código 

multicitado los siguientes: 

a). Nombre de las personas a las que se dirija y cuando se 

ignore se señalaran los datos suficientes para su 

identificación; 

b). La decisión de todas las cuestiones planteadas por los 

interesados. en su caso: 

c). Los fundamentos y motivos que la sustenten; 
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d). Los puntos decisorios o propósitos de que se trate; y 

e). El nombre, cargo y firma autógrafa de la autoridad 

compet~.nj~~9'·Le la ~rnite. 

Una vez que se han se.ñ.alqdo las formalidades de la 

resolución, la autoridad administrativa instructora, se 

abocará al estudio de todas y cada unas de las 

constancias que integran el expediente a efecto de emitir 

la resolución definitiva, para emitir tal resolución y 

determinar que existe responsabilidad administrativa por 

parte del servidor público actuado y aplicar cualquiera de 

las sanciones que establece el artículo 49 de la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos del Estado de 

México y Municipios. tal responsabilidad debe estar 

perfectamente acreditada. ya que si no es así la resolución 

estaría afectada de invalidez. tal y como lo señala el 

Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de 

México, quién es el competente para la revisión de estos 

actos. quién ha emitido lo siguiente Jurisprudencia: 

JURISPRUDENCIA No. 170 RESPONSABILIDADES 

ADMINISTRATIVAS DISCIPLINARIAS. DEBE DECLARARSE 

SU INEXISTENCIA CUANDO NO SE PRUEBAN LAS 

INFRACCIONES ATRIBUIDAS A LOS SERVIDORES 

PÚBLICOS. 

Recurso de Revisión número 175/993.- Resuelto en 

sesión de la Salo Superior de 1 º de julio de 1993. por 

unanimidad de tres votos. 

Recurso de Revisión número 267 /993.- Resuelto en 

sesión de la Sala Superior de 1 5 de julio de 1993. por 

unanimidad de tres votos. 
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Recurso de Revisión número 49/997 .. - Resuelto en 

sesión de la Sala Superior de 1° de marzo de 1997, por 

unanir:DicJQ.c.l. c:JE). tresvofos.' 7 

Una vez qúe se ha · señalqdo que para dictar una 

resolución condenatoria, decretando. la responsabilidad 

administrativa, la autoridad administrativa instructora debe . 

de aplicar alguna de las sanciones que establece la Ley 

de Responsabilidades en su artículo 49 y que pueden ser: 

Amonestación, Suspensión del empleo, cargo o comisión, 

Destitución del empleo, cargo o comisión, Sanción 

Económica, Inhabilitación temporal para desempeñar 

empleos, cargos o comisiones en el servicio público, 

Arresto hasta 36 horas en los términos de la Ley de 

Seguridad Pública del Estado, pero para la aplicación de 

cualquiera de estas sanciones es indispensable que la 

autoridad administrativa instructora tome en cuenta lo 

preceptuado en el artículo 137 del Código de 

Procedimientos Administrativos y dice: " Cuando se 

impongan sanciones administrativas, excepto las que sean 

fijas, la motivación de la resolución considerará las 

siguientes circunstancias": 

* La gravedad de la infracción en que se incurra; 

* Los antecedentes del infractor: 

• Las condiciones socioeconómicas del infractor: 

* La reincidencia en el incumplimiento de obligaciones, en 

su caso: y 

* El monto del beneficio, daño o perjuicio económico, 

derivado del incumplimiento de obligaciones, si lo hubiere. 

18 

'' .lurispru1k11~ia Jcl Trit>unal Je In Contcnduso ,\J111i11istratirn Jcl EstaJu Je :\léxico 1987· l 998, 
follll';t. Julio 1 '1'18. l';\g. 1 JlJ. 
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Antes de entrar a la últim.a parte del presente numeral hay 

c:fos OSf?~cJ9~ im¡::>9rtgntes que quiero resaltar el primero se 

refiere que la iniciación y tramitación del Proce.dimiento 

Administrativo Disciplinario se haya iniciado por una queja 

de un particular que haya sido dañado en su patrimonio 

por el servidor público y haya reclamado el pago de 

daños y perjuicios, en la resolución se determinará su 

procedencia o no cuantificándose su importe y serán 

pagados al reclamante, por lo que después la autoridad 

administrativa instructora podrá cobrarlos al servidor 

público sancionado a través del procedimiento 

administrativo de ejecución (articulo 138 del Código 

multicitado). 

El segundo aspecto se refiere a que si como resultado del 

Procedimiento Administrativo Disciplinario se determina la 

inhabilitación cuando exista lucro o cause daños y 

perjuicios a la administración pública será de 1 a 1 O años, si 

el monto de aquéllos no excede de 500 veces el salario 

mínimo mensual vigente en la capital del Estado, y de 1 O a 

20 veinte años si excede de dicho límite. 

XII.- Por lo tanto y una vez que la autoridad administrativa 

ha dictado la resolución condenatoria al servidor público 

actuado. tiene la obligación en términos de lo 

preceptuado por el articulo 139 del Código aludido de 

informar a dicho sancionado sobre los medios de 

impugnación. plazo que tienen para promover el recurso 

de Inconformidad o el juicio ante el Tribunal Contencioso. 



98 

En este caso el Servidor Publico actuado puede interponer 

el recursp administrativo de inconformidad o el juicio ante 

et Tril:)u.ngL ~gxit.~nsis~C?L:s:gr:i. JC!.~eqr1igl.)19ri2.~s! ... ciue .... ICI 
interposición de. cu,qlql)ierq ~e .estos será optativa, tal y 

como lo prey~; >el4> cfrtículo 65 de la Ley de 

ResponsabJlidqd~.s. 
Para la interposiciór\ tramitación y resolución del Recurso 

Administrativo de Inconformidad debemos de aplicar el 

Capítulo Tercero, Sección Segunda del Código de 

Procedimientos Administrativos para el Estado de México y 

comprende del artículo 186 al 198 del Código referido, 

siendo este optativo el recurso administrativo de 

inconformidad o el juicio ante el Tribunal Contencioso, 

pudiendo interponerse ambos al mismo tiempo, el término 

será de quince días hábiles contados a partir de que surta 

efectos la notificación de la resolución y se interpondrá 

ante la autoridad instructora o por correo certificado, el 

escrito de demanda se deberá hacer constar el nombre y 

domicilio del recurrente para recibir notificaciones y, en su 

caso. de quién promueva en su nombre; La resolución 

impugnada así como la fecha de notificación y los hechos 

en que se fundamente: El nombre y domicilio del tercer 

interesado, si lo hubiere; Las pretensiones que se reclaman 

por violación de disposiciones legales: L:as pruebas que se 

ofrezcan y la solicitud de suspensión del acto impugnado, 

en su caso. 

Debiendo agregarse a la demanda inicial el documento 

que acredite la personalidad, cuando sea por conducto 

de apoderado o defensor, al igual que el original del 

documento donde conste la resolución impugnada, los 

documentos que se ofrezcan como pruebas en caso que 



99 

existan pruebas que requieran de desahogos especiales 

como confesionales 6 periC:iales (pliegos). · 
. . 

(;QJ:l Jci ~gjis_f~s9éü S!~- L~~;I~S!.Jlstt9"scy f9r1119lid9~d~s la 

autoridad ódrnillistraÚvoií"lstrué::tora al recibir la demanda y 

en caso de qué a Sl) Criterio exista alguna. deficiencia esta 

podrá requerir al recurrente· para que aclare su escrito 

inicial, con el apercibimiento de no hacerlo se desechará 

de plano. en caso de que no exista requerimiento alguno. 

aceptara las pruebas ofrecidas, tomando las providencias 

para su desahogo. 

Por su parte el numeral 193 contempla las causales de 

desechamiento y que son: que el escrito de interposición 

no contenga la firma autógrafa o huella digital del 

promovente; Si encontrare motivo indubitable de 

improcedencia; y cuando prevenido el recurrente para 

que aclare, corrija o complete el escrito de interposición, 

no lo hiciere. 

Al igual dicho ordenamiento también establece la 

suspensión de la ejecución del acto impugnado siempre y 

cuando ocurran las circunstancias siguientes: Lo solicite 

expresamente el recurrente; Se admita el recurso; No se 

siga perjuicio al interés social ó se contravengan 

disposiciones de crden público; No se ocasionen daños o 

perjuicios a terceros, a menos que se garanticen éstos 

para el caso de no obtener resolución favorable: y 

tratándose de créditos fiscales, el recurrente garantice su 

importe en cualquiera de las formas previstas por la 

legislación financiera aplicable, cuando así lo acuerde 

discrecionalmente la autoridad. 

Por su parte existen causales de improcedencia en el 

numeral 195 y son: Contra actos que hayan sido 
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impugnados en un anterior recurso administrativo o en un 

proceso jurisdiccional, siempre que exista resolución 

ejecuJoriiigl)ª decida el asunto plqnt~QQQ;·~QQJrR_c::tc:J2s_ 

que no afecten los intereses jurídicos o. legítimos del 
. . ~ - ... ·. , , . • . • .. .,e • , , : :-: • :· .• -· .. , L", . " • .. 

recurrente} Contra actos que .se h<?ygn·•· consentido 

expresamªnte por el recurrente, mediante 

manifestacionesc·escritas de carácter indubitable; Contra 

acfos consentidos tácitamente, entendiéndose por éstos 

cuando el recurso no se haya promovido en el plazo 

señalado para el efecto; Cuando de las constancias de 

autos apareciere claramente que no existe el acto 

impugnado; Cuando el acto impugnado no pueda sufrir 

efecto alguno. (legal o material). por haber dejado de 

existir el objeto o materia del mismo; y en los demás casos 

en que la improcedencia resulte de alguna disposición 

legal. 

El ordenamiento invocado también en su artículo 196 

señala las causales de sobreseimiento y son: El recurrente 

se desista expresamente del recurso: Durante el 

procedimiento apareciere o sobreviniere alguna de las 

causas de improcedencia del recurso; El recurrente 

fallezca durante el procedimiento. siempre que el acto 

sólo afecte sus derechos estrictamente personales: La 

autoridad haya satisfecho cl•=:r::ir:'ente los pretensiones del 

recurrente; y en los demás cosos en que por disposición 

legal haya impedimento para emitir resolución que decida 

el asunto planteado. 

El término para que el superior jerárquico resuelva el 

recurso será de 30 días hábiles paro resolverlo y para el 

caso de que existo el silencio de la autoridad significará 

que se ha confirmado el acto impugnado. 
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Como se ha hecho ver en .este trabajo de tesis, y como 
- - -

parte medular del procedimiento administrativo por 

res poo,sp~ili.dac:!~-c!e. ser'liQor ,c_ e¿s.',-~t:_plqc;ªs(). _qqmin istra tiv o 

detallado y delineado en el Código de Procedimientos 

Administrativos para el Estado de ,yléxicoy dado que se ha 

desarrollado a detalle su desahogo, también la resolución 

del recurso; la sentencia deberá contener las formalidades 

siguientes: El examen de todas y cada una de las 

cuestiones hechas valer por el recurrente, salvo que una o 

algunas sean suficientes para desvirtuar la validez del acto 

impugnado; El examen y la valorización de las pruebas 

aportadas; La mención de las disposiciones legales que la 

sustenten; La suplencia de la deficiencia de la queja del 

recurrente, pero sin cambiar los hechos planteados; y La 

expresión en los puntos resolutivos de la reposición del 

procedimiento que se ordene; los actos cuya validez se 

reconozca o cuya invalidez se declare; los términos de la 

modificación del acto impugnado; la condena que en su 

caso se decrete y, de ser posible los efectos de !a 

resolución. 

Este es procedimiento que debe seguir la autoridad 

administrativa instructora cuando se interponga un 

Recurso Administrativo de inconformidad en contra de la 

resolución que decrete la responsabilidad administrativa y 

sanción al Servidor Público Actuado, en caso de que 

dicha resolución sea confirmada, el Actuado podrá 

recurrirla ante la Sección Competente del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo del Estado de México, por 

medio del juicio administrativo. el cual será tratado con 

mayor abundancia en el numeral IV del presente capítulo. 
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111.- DESGLOSE ANTE LA MESA DE RESPONSABILIDADES DE LOS 

SERVIDORES PÚBLICOS. 

En el presente tema abordare únicamente de la intervención de la 

Mesa de Responsabilidades dependiente de la Procuraduría General de 

Justicia del Estado de México, cuando la autoridad administrativa 

instructora decide iniciar denuncia penal en contra del Servidor Público 

Actuado cuando a este se le haya determinado en su contra 

Responsabilidad Administrativa y además exista sanción. 

Con relación a este tema se podría pensar que existe una duplicidad de 

sanciones. derivadas de una sola conducta y que se estaría violentando 

las Garantías Individuales del Servidor Público Actuado. 

específicamente la consagrada en el artículo 23 de la Constitución 

Política de los Estados Unidos Mexicanos que establece " ... Nadie puede 

ser juzgado dos veces por el mismo delito. ya sea que en el juicio se le 

absuelva o se le condene ... ".19 

Este criterio no es aplicable al caso concreto. ya que la determinación 

de la Autoridad Administrativa es únicamente a la aplicación de una ley 

de carácter administrativo y de las sanciones. que se deriven de la 

misma. pero nunca a la determinación de un ilícito penal que 

únicamente compete a la autoridad jurisdiccional. 

Hecha la anterior aclaración la mayoría de las veces que la autoridad 

instructora pone en conocimiento a la Procuraduría General de Justicia 

del Estado de México (Mesa Especializada de Servidores Públicos). por 

las Responsabilidades Administrativas cometidas por los servidores y con 

su conducta sé de pauta o inició para la configuración de un delito. 
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Cuando de las constancias levantadas ante la Autoridad Administrativa 

Instructora se' desprenda que el._ Servidor Público actuado pueda .ser 

objetQ cJ(31 levantamiento de L,Jna denuncia penal y en su; caso de un 
- ----- - - ... --- ---- - - --- - - -- - -- -· - - _,._-_ ""'- =~= - -~-.ce- __ -=---=----=- ---~~ -CO·-o-o~=cc--_ -~--=--~-=-= :-o-;-.·oO=oo~o-"".-o'.--o~'.~..'.c-'- ·--=-=--'-'--'--'.-_-- -'- _ 

finca miento de un delito,· la autoridqd administraJivg instructora se 

convertirá en denunciante, cabe aclarqr qúe 'lq é rr¡ayoría de las 
,·_ .. ·:",. ' - .. 

denuncias penales levantadas en contra de seryic;lor~s· púi:)licos, es por 

delitos patrimoniales en donde el perjudicado es--la Administración 

Pública (Estatal o Municipal) o un particular, aunque en el Código Penol 

para el Estado de México en el Libro Segundo, Título Primero (Delitos 

Contra el Estado). Subtítulo Primero (Delitos contra la seguridad del 

Estado). Subtítulo Segundo (Delitos Contra la Administración Pública), 

Subtítulo Tercero (Delitos contra la administración de justicia). Subtítulo 

Cuarto (Delitos contra la fe pública). y son los capítulos siguientes: 

Subtítulo Primero (Delitos contra la seguridad del Estado): 

Capítulo l. Rebelión. 

Capítulo 11. Sedición. 

Capítulo 111. Motín. 

Capítulo IV. Disposiciones Generales. 

Subtítulo Segundo (Delitos Contra la Administración Pública): 

Capítulo l. Desobediencia. 

Capítulo 11. Resistencia. 

Capitulo 111. Coacción. 

Capítulo IV. Oposición a la ejecución de obras o trabajos públicos. 

Capítulo V. Quebrantamiento de sellos. 

Capítulo VI. Ultrajes. 

Capítulo VII. Cohecho. 

Capitulo VIII. Incumplimiento, ejercicio lndébldo y abandono de 

funciones públicas. 

Capítulo IX. Coalición. 

Capítulo X. Abuso de Autoridad. 

-------- ·--------------------------



Capítulo XI. Tráfico de Influencia. 

Capítulo XII. Concusión. 

Capítulo x_~11. f~~S~la<:!~· 

10-1 

Capítulo XIV. Enriquecimiento ilícito. 

CapítuloXV. Disposiciones Comunes. 

Capítulo XVI. De los delitos cometidos por servidores públicos en agravio 

de la hacienda pública estatal o municipal y de organismos del sector 

auxiliar. 

Capítulo XVII. Ocupación ilegal de edificios e inmuebles destinados a un 

servicio público. 

Capítulo XVIII. Prestación ilícita del servicio público de transporte de 

pasajeros. 

Subtítulo Tercero (Delitos contra la administración de justicia). 

Capítulo l. Encubrimiento. 

Capítulo 11. Acusación o denuncias falsas. 

Capítulo 111. Falso testimonio. 

Capítulo IV. Evasión. 

Capítulo V. Quebrantamiento de penas no privativas de la libertad y 

medidas de seguridad. 

Capítulo VI. Delitos cometidos por servidores públicos de la 

administración de justicia. 

Subtítulo Cuarto (Delitos contra la fe pública). 

Capítulo l. Falsificación de documentos. 

Capítulo 11. Falsificación de sellos. llaves o marcas. 

Capítulo 111. Uso de objeto o documento falso o alterado. 

Capítulo IV. Falsificación y utilización indebida de títulos al portador. 

documentos de crédito público y documentos relativos al crédito. 

Capítulo V. Variación de nombre. domicilio o nacionalidad. 

Capítulo VI. Usurpación de funciones públicos o de profesiones. 

Capítulo VII. Uso indebido de uniformes. insignias, distintivos o 

condecoraciones. 
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Estos son los delit.os que contempla la Legislación Penal y que pueden. 
- ~- .. -· ._ ., - ' 

aplicarse a los servidores públicos; cuando de su declaración se observe 

o deriyE? ~t,JE:l J?.LJ~c:JerLs~r~sLLi~JQLc::f}~;l;JQ<JLEl~IJ~=íl~lC:lR~í)~) >9.L:'(:}será · 

integrada por el Ministerio Público y con (lplicaC:ió~ éJE3· las disposiciones 

procedimentales penales, tema que no seráestudjo 'del>presente tema 

de tesis. 
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IV.- EL TRIBUNAL CONTENCIOSO ADMINISTRATIVO COMO 

AUTORIDAD REVISORA DE LAS ACTUACIONES DE LA 

CONTRALORÍA INTERNA. 

Como me referí en el tema número 11 del presente capítulo en su parte 

final, que una vez que el Procedimiento Administrativo Disciplinario haya 

sido desahogado en todas sus partes y la resolución sea condenatoria al 

Servidor Público Actuado y cuando este haya optado por la 

Interposición del Recurso Administrativo de Inconformidad o por la 

demanda del juicio de nulidad en forma directa sin interponer el 

Recurso aludido, por ser optativo y demande ante la Sección de la Sala 

Correspondiente del Tribunal de lo Contencioso Administrativo. quién 

resolverá las cuestiones que afecten al Servidor Público. 

Para la interposición. tramitación, desahogo y resolución del juicio 

administrativo de nulidad que se interponga ante el Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo. tendremos que referirnos para tales actos a 

los preceptos contemplados en el Titulo Tercero (Del Proceso 

Administrativo). Capítulos Primero. Tercero. Cuarto y Quinto del Código 

de Procedimientos Administrativos del Estado de México. 

1. Por principio de cuentas para la interposición de la 

demanda me referiré a la procedencia del Juicio 

Contencioso Administrativo. la cual tiene su fundamento 

en el artículo 229 fracción 1 del Código de Procedimientos 

Administrativos el cual ser1alo que cuando se trate de 

resoluciones administrativas ·¡fiscales que dicten. ordenen. 

ejecuten o traten de e¡ecutor :cis autoridades del Poder 

Ejecutivo del Estado. de !:is .'.' 1)n1c:pios o de los Organismos 

Auxiliares de carácter Estatal '::> ~.l.unicipal. por violaciones 

cometidas en las mismas o durante el procedimiento 
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administrativo, en este último caso cuando trasciendan al 

sentido de las resoluciones. 

2. Una vez que se ha señalgdo lg proceqencia del Juicio 

Contencioso. Administrativo, como paso siguiente es la 

demanda, para lo cual m~ r~feriré a>la S~cc:ión •Segunda 

·.del . Capítulo .... Tercero •. dek Título .. Jer'c$rQ ... c:fel;;. Código 
;. ' . .· . . 

multireferido. empezando por el artículo 238 que ~establece 

.el plazo de intf?rposición de la demanda que será de 15 

días hábiles siguientes al que en. que surta efectos la 

notificación del acto que se impugna. 

Debiendo contar la demanda con los siguientes datos: El 

nombre y domicilio del actor para recibir notificaciones y, 

en su caso. de quien promueva en su nombre; El acto o la 

disposición general que se impugna así como la fecha de 

notificación y las autoridades a quienes se les impute; El 

nombre y domicilio del tercero interesado. si lo hubiere; Las 

pretensiones que se deducen; Los hechos que sustenten la 

impugnación del actor; Las disposiciones legales violadas; 

Las pruebas que se ofrezcan; y la solicitud de suspensión 

del acto impugnado. en su caso. 

En el artículo 241 se señalan los documentos que se deben 

anexar a la demanda y son: Una copio de la mismo y de 

los documentos anexos. paro cada uno de los partes: El 

documento que acredite su personalidad, cuando no se 

gestione a nombre propio; Lo copia de lo instancia o 

solicitud no resuelto por lo autoridad, que incluya el sello o 

datos de su recepción, en su caso: Los documentos que 

ofrezco como prueba; y el pliego de posiciones y el 

cuestionario para los peritos. en su coso de ofrecimiento 

de estos pruebas. 
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En los artículos 243 y 244 se establece primeramente la 

suplªnc;iq_gf3Jq <:l~ficif3nciq d~ lg c.l~íll91199iJQ ql)~ se _ 

corregirá d_e oficio por parte del Magistrado de la so.la 

regional de alguno de los requisitos de formaºy el segundo 

de los mencionados es el requerimiento de· aclar_ación de 

la demanda y esta opera cuando de oficio no se puede 

corregir uno de los requisitos de forma. entonces se 

requerirá al quejoso a efecto de que lo corrija dentro del 

plazo de 3 días apercibido de que de no hacerlo se 

desechará de plano la demanda o por no ofrecidas las 

pruebas, según sea el caso, subsanado el requisito la Sala 

Regional dictará el acuerdo admisorio de demanda en el 

que se admitirán o desecharan las pruebas y en su caso se 

dictarán las medidas necesarias para su desahogo y se 

señalará fecha de audiencia de juicio. dentro de un plazo 

que no deberá exceder de 1 O días hábiles siguientes, tal y 

como lo establece el artículo 245 del Código en cita. 

Por su parte el artículo 246 establece las causales de 

desechamiento de la demanda y son: 1. No contenga la 

firma autógrafa o huella digital del promovente; 2. Que 

exista motivo manifiesto e indudable de improcedencia; y 

3. Una vez prevenido el actor para que aclare. corrija o 

complete la demanda, no lo hiciere. 

3. En seguida me referiré a la Sección Tercera del presente 

capítulo "De la contestación de la demanda", que 

abarca de los artículos 247 al 253 del referido Código. 

En el primero de los numerales que se menciona en este 

apartado (247), establece el término para contestar la 

demanda que será de 8 días contados a partir de que 
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surta efectos la notificación del emplazamiento, en caso 

de que exista ampliación a la demanda será de 3 días a 

egr!!r e:!~ _gl.J~ surta efectos la notificación. 

En el artículo 248 señala los requisitos formales de la 

contestación· a la demanda y son: Las cuestiqnes que 

impicjqn se. emitan decisiones en cuanto ol. forido del 

asunto, .. en. su caso; Las consideraciones que. tiendan a 

demostrar la ineficacia de los motivos de impugnación del 

actor; Las pruebas que se ofrezcan. 

En el siguiente numeral (249). detalla los documentos que 

deben de anexarse al escrito de contestación a la 

demanda y son: 1. Una copia del escrito contestatorio y de 

los documentos que se anexen para cada una de las 

partes; 2. Los documentos que se ofrezcan como prueba; 

3. El pliego de posiciones y el cuestionario para los peritos o 

su correspondiente adición, en caso de ofrecimiento de 

estas pruebas. 

Una vez que se ha contestado la demanda, el Tribunal 

procederá a dictar el auto sobre la contestación a la 

demanda, a más tardar del día siguiente de la 

presentación, donde se aceptarán o desecharán las 

pruebas ofrecidos además de dictar las providencias sobre 

las mismas (artículo 250). 

En el numeral 252 se establece los efectos de la falta de 

contestación '.J la demanda. donde se tendrán por 

confesados los hechos. salvo que por las pruebas rendidas 

o por h~.chos notorios. resulten desvirtuados. 
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En el precepto que precede (253) se determino que en 

caso d.e existir · a.llanamiento a la demanda por la 

autQric:fac:f,JnrnEtc:liQ!9m~Qt~_ sE:) ;_c:jigtgcé;."c;l~~· inm_ªciia_tg la 

resoluc.ión favoraple a las pretensiones.del actor. 

La Sección' Cuarta. la. que en orden del Código referido 

Gorrespondería y que abarca de los artículos 254 al 260 de 

la Suspensión del Acto Reclamado, no aplicable en forma 

alguna al asunto que me refiero en el presente tema de 

Tesis, ya que las violaciones de que pueda ser objeto el 

Servidor Público Actuado y ·donde se determine su 

responsabilidad, y la resolución que se emita es restitutoria 

de Garantías. 

En· la Sección que precede trata de las cuestiones previas 

que puedan surgir dentro del Proceso del Juicio 

Contencioso Administrativo y abarca de los artículos 261 al 

266 y los cuales establecen: 

261 . Nulidad de Notificaciones que se hará valer dentro de 

los tres días siguientes a aquél a que se conoció el hecho. 

262. Establece la Incompetencia Territorial de las Salas 

Regionales. 

263. Se refiere a la Calificación de excusa de Magistrados. 

264. Se determina el sobreseimiento del juicio entes de la 

audiencia de Ley y se dará cuando el Magistrado 

Instructor encontraré acreditada claramente alguna 

causal de improcedencia o sobreseimiento. 

265. Establece la Conciliación en juicio que cualquier parte 

del proceso administrativo y será aprobado por el 

Magistrado Instructor, siempre y cuando no se 

contravengan disposiciones legales aplicables. 
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266. Derogado por decreto número 45 publicado en la 

"Gaceta de Gobierno", de fecha 21 de diciembre de 

2001; 

La Secdón Se2<ta que comprende de los artículos 267 al 

268 y. trata de. la improcedencia y Sobresei~lento. 
_ Siendo causal~s deJmprocedenciadeLjuicio: ___ .. 

1. Contra los actos o las disposiciones generales que no 

sean de la competencia del Tribunal; 

2. Contra actos o las disposiciones generales de propio 

Tribunal; 

3. Contra actos o las disposiciones generales que hayan 

sido impugnados en un diverso proceso jurisdiccional, 

siempre que exista sentencia ejecutoria que decida el 

fondo del asunto; 

4. Contra actos o las disposiciones generales que no 

afecten los intereses jurídicos o legítimos del actor; 

5. Contra actos o las disposiciones generales que se 

hayan consentido expresamente por el actor. mediante 

manifestaciones escritas de carácter indubitable; 

6. Contra actos o las disposiciones generales que se 

hayan consentido tácitamente, entendiéndose por 

tales aquéllos contra los que no se promueva en los 

plazos señalados por este Código: 

7. Cuando de las constcincias de autos apareciere 

claramente que no e;,iste el acto o la disposición 

general reclamada; 

8. Cuando el acto o la disposición general impugnado no 

pueda surtir efecto alguno. legal o materialmente, por 

haber dejado de e.xistir el objeto o materia del mismo; 

9. En los demás casos en que la improcedencia resulte de 

alguna disposición legal. 
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Siendo causales de sobreseimi~ntg cjel juicio: 

1 . Cuando el demandante se desista. expresamente del 
- .=.o- o.., :-_-c.,-_o-_,;,.-,-.=;...--;''-=~ ~ 

juicio; 

2. Cuando durante el juido apareciere o sobreviniere 

alguna de las causales de improcedencia a que se refiere 

el artículo anterior; 

3. Cuando el demandante muera durante el juicio. 

siempre que el acto o la disposición general impugnado 

sólo afecte sus derechos estrictamente personales; 

4. Cuando la autoridad demandada haya satisfecho 

claramente las pretensiones del actor; 

5. En los demás casos en que por disposición legal haya 

impedimento para emitir resolución definitiva. 

A continuación me referiré a la Sección Séptima que 

abarca de los artículos 269 al 272 del Código multireferido 

y donde trata de las cuestiones relativas a la Audiencia del 

Juicio Contencioso Administrativo. 

El artículo 269 establece el objeto de la audiencia que 

abarca tres cuestiones: 1. Desahogar las pruebas 

debidamente ofrecidas. 2. Oír los alegatos; y 3. Dictar la 

sentencia. 

Una vez determinado el objeto de la audiencia así como 

las cuestiones a tratar los demás artículos abarcara esas 

cuestiones y el numeral 270 al referirse al desahogo de la 

audiencia señala que abierta la audiencia en el día y hora 

señalados. el secretario de acuerdos llamará a las partes. 

peritos. testigos y demás personas que por disposición de 

la ley deban de intervenir en el juicio y se determinará 
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quienes deban permanecer en el salón y quienes en lugar 

separado para ser introducidos en su oportunidad. La faltq 

de asistencia de l<:JS partes no impedirá la celebración de 

la audiencia. 

El artículo 271 establece las reglas para la formulación de 

los alegatos que se harán concluido el desahogo de las 

pruebas. las partes podrán alegar en forma verbal o 

escrita por sí o por medio de sus representantes. Los 

alegatos verbales no podrán exceder de 1 O minutos por 

cada una de las partes. 

Por su parte el numeral 272 trata sobre la forma de dictar la 

sentencia la cual una vez oídos los alegatos de las partes, 

la Sala resolverá el juicio en la misma audiencia. Sólo 

cuando por el número de constancias que deban tomarse 

en cuenta podrá reservarse el dictado de la sentencia 

dentro de un término no mayor a cinco días. 

Una vez concluido lo anterior únicamente mencionare lo 

relativo a la Sección Octava del presente capítulo que 

abarca del artículo 273 al 278 del multicitado 

ordenamiento y refiere a la Sentencia. toda vez que esta 

se deberá dictar conforme a las constancias que integran 

el expediente, pero es importante señalar que el resultado 

de la sentencia dependerá en gran parte de cómo se 

haya desarrollado el procedimiento disciplinario por 

responsabilidad de ser·1idor público ante el órgano de 

control, refiriendo que el numeral 274 fue derogado por 

decreto número 45 publicado en la "Gaceta de 

Gobierno", de fecha 21 de diciembre de 2001. 
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Por lo que en los términos planteados se desarrollara el 

procedimiento administrativo, ante el·Tribunal Contencioso 

Administrativo del Estado d~ México, emitiendo su 

resolución conforrl1e a las c.on'stqncias que integran el 

conflicto, la .. cual•· RUe,c:l~-·serc:.9~firrna9dolctde,termin_adón 
y legalldqd dE3 lg r~s(;lucic)ri gue ~u~ dict.~d~ p6r. la 

autoridad administrafü1.a.~ o pocelº~c::ontrario~declarar la 

nulidad de tal resolución. 
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V.- EL TRIBUNAL DE ARBITRAJE DEL ESTADO DE MÉXICO Y SUS 

RESOLUCIONES. 

Para hablar del presente tema y último del presente trabajo que se ha 

presentado, tendré que referirme a ciertas cuestiones legales, la primera 

de ellas es con relación a la manera en que se haya dictado la 

resolución por parte del Tribunal de lo Contenciosg Administrativo, ya 

que puede dar origen para la intervención del Tribunal de Arbitraje en el 

Estado de México, toda vez que conforme a lo dispuesto por el artículo 

115 fracción VIII, párrafo segundo, 116 fracción V del Pacto Federal y de 

los artículos 51 al 60 y del 77 al 80 de la Constitución Política del Estado 

Libre y Soberano de México. donde se establece la facultad legal de 

que la Legislatura del Estado y El Gobernador del Estado, para crear 

Leyes y Tribunales, específicamente en materia de trabajo. 

Como segundo elemento a estudiar para la intervención del Tribunal 

Laboral. es en el sentido que si él Tribunal Administrativo en su resolución 

determinó la legalidad y confirmó la resolución dictada en el 

procedimiento disciplinario por responsabilidad de funcionario público y 

haya quedado firme la destitución o inhabilitación. en esa hipótesis y 

dado que la destitución o inhabilitación del servidor público. incide de 

manera directo en el desempeño del cargo o comisión del servidor 

público sancionado. es decir a partir de que quedo firme la destitución 

o inhabilitación no podrá desempeñar ese cargo o comisión. 

Al efecto puede ocurrir al Tribunal Laboral paro el único efecto de 

reclamar en lo vía ordinaria laboral aquellos prestaciones que hayan 

sido devengadas por el servidor público cuando se encontraba vigente 

lo relación contractual. tales como aguinaldo. prima vacacional. 

vocaciones etc .. sin que pueda demandar cualquier otro acción ya 

seo reinstalación o indemnización y pago de salarios. 
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Por lo que en este tenor de -ideas al ocurrir al Tribunal del Trabajo 

ejercitara las acCiones ·para la obtención o pago de· 1os conceptos 
=- _- __ ~- _.=--o-=---·=- -.-=-~=e- -:ce :-·-e -----"-'"='e--==-"--'- ,~-----• .i _ -c_---c=_:_-----·= oc·--:~--=--_-_- - c_--_-o_- = -=--------- --"-=--'-----=----- ·- - -- - --· 

arriba señalados. para lo cuql:ºdicha acción o acciones la tendrá que 

hacer efectivas a través de juic:ioordinario laboral con,sustento>en las 

disposiciones aplicables tanto de la Ley federal del_ Traqajo de 

aplicación supletoria y el estatuto jurídico de los trabajadores ql servicio 

de los poderes del estado. de los municipios y de los organismos 

coordinados y descentralizados de carácter estatal. 

Se hace la aclaración que solamente se puede ocurrir al Tribunal laboral 

para el pago de las prestaciones devengadas y no pagadas en forma 

oportuna, pues aunque la sanción de inhabilitación o destitución. 

tengan como consecuencia el que él servidor público sancionado deje 

de prestar sus servicios para la entidad pública que lo sanciono, eso no 

implica que pueda dolerse ante el Tribunal del Trabajo de un despido 

con carácter de injustificado. ya que la sanción provino de un 

procedimiento de índole administrativo. 

Por otra parte en la práctica se ha observado que cuando un servidor 

público es sancionado por haber incurrido en responsabilidad 

administrativo y comparece ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de México. para impugnar esa resolución y 

con motivo de la tramitación del juicio administrativo se declara de 

manero liso y llana la nulidad de la resolución emitida en el 

procedimiento Administrativo Disciplinario por responsabilidad de 

servidor publico. sin que se considere el pago de las prestaciones 

secundarias toles como salarios caídos. aguinaldos o cualquier otra 

prestación. por lo que la autoridad administrativa multireferida 

únicamente al declarar nulo el acto administrativo impugnado ante ello 

no hacia mención. condena o alusión de los conceptos antes 

señalados. 

Por lo que ocurrían ante el Tribunal de Arbitraje del Estado de México a 

demandar las prestaciones que no fueron contempladas por el Tribunal 
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de lo Contencioso Administrativo del Estado de México. con 

fundamento en la Jurisprudencia que lleva como Título: 

"DESTITUCIÓN DE TRABAJADORES DE 

ORGANISMOS DESCENTRALIZADOS, POR ORDEN 

DE LA SECRETARIA DE LA CONTRALORÍA 

GENERAL DE LA FEDERACIÓN. ESTA DEBE PAGAR 

LOS SALARIOS CAÍDOS CUANDO ES ANULADA 

LA ORDEN". "Contradicción de tesis 52/90. 

Suscitada ente el Cuarto Tribunal Colegiado 

del Primer Circuito en Materia de Trabajo y el 

Séptimo Tribunal Colegiado del Primer Circuito 

en Materia de Trabajo. 17 de Febrero de 1992. 

5 votos. Ponente: Felipe López Contreras. 

Secretario: Guillermo Loreto Martínez": con lo 

que se establece la Intervención del Tribunal 

del Trabajo una vez que se haya declarado la 

nulidad de la resolución dictada en el 

Procedimiento Administrativo Disciplinario y 

será para el efecto de que se reclamen /os 

so/arios caídos y demás prestaciones de índole 

de carácter laboral y que dejo de percibir el 

Servidor Público por motivo de la inhabilitación, 

suspensión y destitución. demanda que se 

seguirá con apego en lo dispuesto por la 

legislación laboral." 

Ahora también en la práctica se observa que con la aparición del 

Código de Procedimientos Administrativos para el Estado de México. 

que se publicó en la Gaceta del Gobierno de esa Entidad Federativa 

con fecha 07 de febrero de 1997, la Jurisprudencia del Tribunal de lo 

Contencioso Administrativo. sufrió una transformación que la Primera 
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Época de tales criterios abarcó del período comprendido de 1987 a 

1997 con una integración de 170 jurisprudencias. 

Precisamente con base en la interpretación y aplicaci9n del Código 

aludido, el Organo Jurisdiccional ha sustentado las prirnE3rcisc 25 . tesis 

jurisprudenciales, que inician la segunda época, mismas qUe han sido 

publicadas en la gaceta del Gobierno de 05 de noviembre.y.. 26 de 

diciembre de 1997, así como 08 de abril, 07 de mayo y 29 de Junio de 

1998, de la que en particular y respecto de este tema a tratar es 

indispensable, ya que con base en ésta Jurisprudencia el Tribunal 

Contencioso Administrativo del Estado de México, además de declarar 

la nulidad de la resolución dictada en el Procedimiento Administrativo 

Disciplinario puede condenar a pago de salarios y demás prestaciones 

que por motivo de la resolución impugnada dejo de percibir el servidor 

público y que a la letra dice: 

"PAGO DE SALARIOS DEJADOS DE PERCIBIR POR 

SERVIDORES PÚBLICOS DEL ESTADO Y 

MUNICIPIOS. PROCEDE CUANDO SE HAYA 

DEJADO DECLARADO LA INVALIDEZ DE LA 

DESTITUCIÓN o 
RESPONSABILIDAD 

SUSPENSIÓN 

ADMINISTRATIVA.-

POR 

Las 

sentencias que declaren la invalidez del acto 

impugnado preciscirán la forma y términos en 

que los autor:clacies clemondadas deben de 

otorgar o restituir a los particulares en el pleno 

goce de los derechos afectados. en 

acatamiento cie dispositivo 276 del Código de 

Procedimientos Acim111istrotivos del Estado. 

Concretamente. en los casos en que se deje 

sin efecto la destitución o suspensión por 

responsabilidad administrativa de servidores 

públicos estatales o municipales. por 
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cualquiera de las causales señaladas en el 

artículo 274 del propio Código Adjetivo, la 

restitución en el pleno goce de los derechos 

afecfadqs comprende el pago de los salarios 

que se dejaron de obtener durante el período 

de la sanción. 

Así, cuando se declare la invalidez de la 

destitución o suspensión por responsabilidad 

administrativa de servidores públicos del Estado 

y Municipios, sea por alguna causal de 

carácter formal o de fondo, se deberá 

condenar a las autoridades demandas al 

pago de los salarios dejados de percibir 

durante el periodo de la destitución o 

suspensión del cargo. 

JURISPRUDENCIA SE.- 7. 

Recurso de revisión número 705/997.- Resuello 

en sesión de la Primera Sección de la Sala 

Superior de 18 de Septiemqre de 1997, por 

unanimidad de tres votos. 

Recurso de revisión número 277 /997 .- Resuelto 

en sesión de la Segunda Sección de la Sala 

Superior de 30 de Octubre de 1997, por 

unanimidad de tres votos. 

Recursos de revisión acumulados números 

880/997 y 893/997.- Resueltos en sesión de la 

Primera Sección de la Sala Superior de 21 de 

Septiembre de 1997. por unanimidad de tres 

votos. 

La tesis de Jurisprudencia fue aprobada por el 

Pleno de la Sala Superior en sesión de 28 

Noviembre de 1997. por unanimidad de seis 

votos.20 

:o .lurisprudcnclus del Tribunal l'ontcncinso .·\drnin"trnli\11 Jcl LstuJn Je \k\irn 1987. l'J117. l'úginu 3 y~-
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CONCLUSIONES: 

PRIMERA.- Con motivo del desarrollo del presente tema de .tesis y para 

mejor entendimiento del mismo, en primer capítulo me referí al 

concepto de función pública entendiendo esta cor:no aquella relación 

jurídica laboral que existe entre el Estado y sus Tróbajacjores 

(entendiendg ~stos· como la generalidad d~ mn<:;io}1dtibs"Y:eniplegdos 

públicos o también llamados Trabajadores al Servicio del Estado), los 

cuales realizan actividades intelectuales o físicas para atender los 

propósitos estatales. 

Considerando como propósitos estatall3S, aquellas actividades que 

realiza el Estado para la consecución de sus fines o cometidos, creando 

con ello la Administración Pública, la cuál tiene a su cargo el 

funcionamiento de los servicios públicos y de los servicios administrativos, 

materializando las actividades de la administración pública, aquellas 

personas físicas que con motivo del nombramiento o cargo otorgado a 

su favor por la entidad pública, donde prestan sus servicios. 

De esa particularidad surgió el Derecho Administrativo Laboral o 

Burocrático, el cual rige las relaciones entre los funcionarios o servidores 

públicos y el Estado. reglamentando hasta esta fecha tales relaciones la 

Ley Federal de los Trabajadores al Servicio del Estado, así mismo para el 

correcto desempeño de las actividades, funciones y comisiones de 

estos. el propio Estado ha creado el Poder Disciplinario, el cual implica 

un régimen de sanciones que tutelan la organización y orden interno de 

la administración y sus propios actos jurídicos, llamado en la práctica 

Responsabilidad de Servidor Público, la cuál se actualiza cuando algún 

funcionario o servidor público. incumple con las obligaciones que tenia 

encomendados y principalmente cuando en el desarrollo de sus 

labores. atenta contra la legalidad. honradez. lealtad. imparcialidad y 

eficiencia. 
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Al efecto la Responsabilidad de Servidor Público, se encuentra 

contemplada desde la propia Constitución Política de Estados Unidos 

Mexicanos, en el Título Cuarto que abarca. de los artículos del 108 al 114. 
-= -c~-o=---~--=- -

siendo de importancia destacar que pcira la ley reglamentaria. para 

determinar responsabilidad de servicjor público, tiene su fundament9 en 

la fracción 111 del artículo 109. y 113 del propio Pacto Federal y de ahí 

emanan todas aquellas disposiciones de carácter Local que tiendan. a 

determinar la responsabilidad de servidor público. 

SEGUNDA.· Con el segundo capítulo del presente tema de tesis, 

aborde el tema de la instauración del concepto de Responsabilidad de 

Servidor Público. nuestro derecho positivo Mexicano. tuvo que 

actualizarse y mejorar las disposiciones que para el efecto existían con 

respecto a este concepto, actualización que conforme a nuestra 

legislación debe partir desde el propio texto constitucional. por eso en el 

año de 1982 nuestra Carta Magna. sufre una modificación al crearse el 

Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados Unidos Mexicanos 

( De las responsabilidades de los servidores públicos). con fecha 28 de 

diciembre de 1982. 

En ese mismo año de 1982. el día 31 de diciembre. se crea la Ley de 

Responsabilidades de los Servidores Públicos. por consiguiente inicia el 

funcionamiento de la Secretaría de la Controlaría y Desarrollo 

Administrativo. 

De la misma manera ordena y determina la reforma constitucional que 

dentro del año siguiente las Entidades Federativas. a través de sus 

respectivos Congresos Constituyentes Locales. deberían de llevarse a 

cabo las reformas constitucionales necesarias para cumplir las 

disposiciones del Título Cuarto de la Constitución Política de los Estados 

Unidos Mexicanos. 

En ese mismo año de 1982. en el ámbito de la materia civil se modifica 

el Código Civil. dando origen a la figura del daño moral. 
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Con motivo de la actuación de la Secretaría de la Contraloría y 

Desarrollo Administrativo, da pie a la utilización de nuevos criterios estos 

de carácter prohibitivo, en cuanto a lo que se refiere a la contratación 

de adquisiciones, arrendamientos, enajenaciones y prestación de 

servicios de cualquier.naturg1(3z,:a; cuando servidores públicos en.activo 

formen parte de las sociedad~s o asociaciones con los que se contraten 

esos servicios. misma suerte siguen las sociedades o asociac:Jones que 

sus miembros sean servidores públicos inhabilitados. 

Se amplió el período de inhabilitación a 20 años por faltas graves 

cometidas por los servidores públicos o cuando el monto del daño 

causado o beneficio obtenido sea superior a 200 veces el salario mínimo 

general vigente en el Distrito Federal. 

En el presente capítulo también se señaló y determinó el concepto de 

SANCIÓN ADMINISTRATIVA, mismo que en nuestra legislación se deriva 

del artículo 21 del Pacto Federal. entendiéndose esta, como el castigo 

que imponen las autoridades administrativas a los infractores de la Ley 

administrativa, misma que se concibe como un medio represivo para 

hacerla cumplir, persiguiendo tres objetivos: el primero de ellos de 

carácter preventivos o represivos; correctivos o disciplinarios y por último 

tributarios o de castigo. 

En dicho precepto constitucional existen dos limitantes a la sanción 

administrativa. la primera de ellas es que únicamente se aplicará con 

motivo de lo infracción a reglamentos administrativos o de policía y 

buen gobierno; y lo segunda que sólo se aplicará como sanción la 

multo o arresto hasta 36 horas. 

De aquí se denota la clasificación general del concepto de sanción 

administrativo, al efecto dicha generalidad no es de aplicación directa 

y expresa al tema que nos ocupa. yo que de la derivación de ern 

generalidad, existen los sanciones que nacen de la falto de 

cumplimiento de los deberes de la función pública por los trabajadores 

al servicio del estado o servidores públicos. la cual origina 
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responsabilidades. de. naturaleza diversa con relación a la 

administración pública y de t~rc;eros; 

Sanciones que se encuentran inmersas en 'ei··:texto, constitucional 

( ~rtículo~···· .JOS "'cj¡c '11:ÍJ~~~~llg,~~~6 ~¿~~f~r~·~ :~ci?'¡~ ~té~ni~~···j~~ídi~~· 
ResponsobilidacLeolo·Íf~j,¿ió~iPúblico·, •... ~oni.bCis.elegalyconstitucional 

, . · ,.7 -:·-- -·-;;-;:-·-,,-.,-· •c::r·:~::- .;· .-, ___ '~';·_~ 0 : ."'-,c: -~--,- -~o.;:---:-:-.-,' - '' ·-;i" • . --~,.,.-" -- ·-.e-- -- :·..-;.,-O·!"'';~:~,. o·-_,,, ___ ·-·'' _-.. -- _,_-, -.. - .-,-, ... ,_' -·. · 

en el. Past8(~.~~~rc¡i.i·:~/.·>1()~:··¿rtí(j~lqs<~n · cit9.d.~s:. <:ori• ...• Cna Ley 

Regtqrr.ientc::ici9~.9~.o9mioada Ley .Federal .. d~ ~.espp~sabilicjqdes de .los 

servidoreiF'ul31f26s. 

De la ~r~pia Le~ ~eglamentaria surgen los tipos de responsabilidad en 

que pueden incurrir los servidores públicos o trabajadores al servicio del 

esta.do o también conocidos como trabajadores públicos, 

responsabilidad que abarca cuatro tipos: Administrativa, Civil, Penal y 

Política. 

Para la determinación de cualquiera de las responsabilidades citadas 

en líneas anteriores. la propia ley reglamentaria, es decir la Ley Federal 

de Responsabilidades de los Servidores Públicos estatuye como directriz, 

principio o hecho generador de dicha responsabilidad según sea el 

caso. el que el servidor público exteriorice una conducta o un hecho o 

hechos en el desarrollo de las funciones encomendadas. según el 

nombramiento otorgado y que están sean incumplidas. 

Bajo ese tenor de ideas los servidores públicos o trabajadores al servicio 

del estado o también conocidos como trabajadores públicos (en 

cualquiera de sus tres niveles Federal. Estatal o Municipal), están 

obligados a responder por sus actos. es decir con motivo de las labores 

que tienen encomendadas con relación al nombramiento. cargo o 

comisión que ostenten. por lo que con tal incumplimiento a sus deberes 

y obligaciones se produce la llamada responsabilidad de Servidor 

Público. la que abarca cuatro rubros o materias que son: Política, 

Administrativa. Civil y Penal. 

Por responsabilidad política debemos entender aquella que es 

cometida por los servidores públicos mencionados en el artículo 11 O del 
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Pacto Federal y cuando con motivo de las funciones actividades y 

obligaciones encomendadas a ta.les funcionarios públicos por actos u 

omisio.nes qu_e _rec:f.l)t;_d::ri _eri -e~rjuici() de los intereses - públicos 

fundamentales o de. su buen despacho, mismo que trae como 

consecuencic:i E3i;~U}c:io Político .. 

F'.orrespc)nsabiUcjad9c:Jministrativa_se .. d.eb~ _e_ntender. que es aquella que 

es cornetida por ;~ualquier s~rvidor público en el desarrollo de sus 

labores o funciones encom~nda~ps por actos> u omisiones y que 

afectan la legalidad, homadez, lealtad, imparcialidad y eficiencia en el 

servicio público. 

La responsabilidad civil es la que es cometida por cualquier servidor 

público con motivo de las actividades, labores o funciones 

encomendadas y que afectan la legalidad, honradez. lealtad, 

imparcialidad y eficiencia en el servicio público y además lesionan de 

manera particular el patrimonio del Estado o de los Particulares. 

Por último la responsabilidad penal se debe entender como aquella 

cometida por cualquier servidor público en ejercicio de sus labores. 

funciones o actividades y que con esa conducta se encuadre o 

actualice la hipótesis de alguna figura delictiva que establezca la 

legislación penal (Federal o Estatal). 

TERCERA.- En cuanto al último capítulo de nueva cuenta me referiré al 

hecho de que con la creación del Código de Procedimientos 

Administrativos del Estado de México. con respecto de su aplicación 

para la determinación de la responsabilidad administrativa de los 

servidores públicos. no solamente al nivel de esa Entidad Federativa se 

dio un gran avance. con la citada legislación. si no que desde mí muy 
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particular punto de vista, este ordenamiento deberá· servir como 

ejemplo, para que a nivel Federal y de los d~más._Est(Jdos de la 

República Mexicana, para que cada uno dentrq. de· sus respectivas 
-- -·_'--: .=-~-------=·,,.,--=.-o-~·o-o __ o_.:_ .;e - --'--'.--'-·-;!,==c'i:4_._. _ _:. ·-'O'=:"=--·· - - -··=-- -

competencias, se aboquen q_lq tarea d\3 crear Ún· o.fdenqmi_entq; similar 

u homologo () ~D"~uc"q~9 gpnJo§ ~1~rn~ntqs~91,J~i9JfE~~séºajg~~fqntiene 
para que sirvad~ri{69~10, p~rq.la •. creaci?nc:J.e~h-:pr()~~di~iepto para 

la det~xroiDqc:i<:).n _d~Jq re.sp9_nsql:>ilic:lad c:J.e lqsjer_',lic:J.srnspL'.Jplicos. 

El citado ordenamiento en su particularidad, consta de dos partes 

esenciales que son de utilidad y gran relevancia en el presente trabajo, 

la primera de ellas es que establece y señala de manera clara. precisa y 

congruente un procedimiento administrativo con términos. formas y 

reglas. para determinar en su caso la responsabilidad de servidor. 

pasando desde el inicio de la detentación de una presenta 

responsabilidad de servidor público, los medios para determinar y 

materializar la responsabilidad de servidor público, el inicio del 

procedimiento disciplinario. la forma de notificar y hacer sabedor al 

servidor publico, los prerrogativas que tiene al momento de la 

comparencia para defender sus derechos, la pruebas que puede 

ofrecer. la forma de aceptarse y desahogarse las pruebas y de manera 

especial el cómo deberán valorarse tales probanzas para emitir la 

resolución que en derecho proceda. 

Por otro lado. la segunda parte del citado ordenamiento. se refiere a 

todos y cada uno de los pasos. reglas y procedimientos del proceso 

administrativo. seguido ante la autoridad con facultad de imperium. es 

decir el Tribunal de lo Contencioso Administrativo del Estado de México. 

órgano jurisdiccional que es accionado. cuando en el procedimiento 

disciplinario. el servidor público. es sancionado por el Superior Jerárquico 

en su carácter de Autoridad Administrativa. 
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En el proceso administrativo ante el Tribunal de lo Contencioso 

Administrativo del Estado de México, el Código de Procedimientos 

Administrativos, al igual que los ordenamientos procesales vigentes y 

aplicables en nuestra legislación, reglamenta desde la forma en que 

deberán elaborarse las· demandas, plazos, términos, pruebas que 

podrán ofrecerse, la manera de desahogarlas, la manera de valorarlas, 

al igual que r~~g~i,filfQ~S c:Je=berá contener la resplución, quecse dicte con . 

motivo de la intl3rposición de los juicios contenciosos administrativos 

ante el citado Tribunal, así como los medios de impugnación. 

El código de procedimientos administrativos es una herramienta de vital 

importancia para la determinación de la responsabilidad administrativa 

de los servidores públicos del Estado de México. puesto que como ha 

señalado a lo largo del desarrollo del citado trabajo. los ordenamientos 

para determinación de responsabilidad administrativa en cada una de 

las Entidades Federativas y a nivel Federal. no determinan de una 

manera clara. precisa y congruente. el cómo debería de desarrollarse el 

procedimiento para la determinación de responsabilidad administrativa 

de servidor público, pues lo cierto es que de una manera simplista 

señalan que se otorgara una Garantía de Audiencia al servidor público, 

probable responsable, utilizando de manera auxiliar y supletoria diversos 

ordenamientos procesales. tales como el Código Federal de 

Procedimientos Civiles y los Procesales Locales. según de la Entidad 

Federativa de que se trate. 

El gran acierto del Código de Procedimientos Administrativos del Estado 

de México. no sólo además de ser el instrumento procesal en cuanto a 

la determinación de responsabilidad administrativa de servidor público, 

también se puede aplicar para determinar e impugnar cualquier acto 

de carácter administrativo y de manera especial el deber de las 

autoridades administrativas de respetar irrestrictamente el principio de 

legalidad mediante un procedimiento y proceso administrativo basado 
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en principios de sencillez, celeridad, oficiosidad, eficacia, publicidad, 

gratuidad y buena fe. 
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